
 

SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA POR LA JUNTA DE GOBIERNO LOCAL
EL DÍA 21 DE OCTUBRE DE 2022/38 (EXPTE. JGL/2022/38)

1. Orden del día.

1. Aprobación del acta de la sesión anterior

2. Resoluciones judiciales. Expte. 1242/2020. Sentencia nº 2651/2022, de 13 de octubre, 
de  la  Sala  de  lo  Social  del  Tribunal  Superior  de  Justicia  de  Andalucía  en  Sevilla 
(seguridad social en materia prestacional).

3. Resoluciones judiciales. Expte. 20348/2021. Decreto de 14-10-22, del Juzgado de lo 
Contencioso-Administrativo  Nº  2  de  Sevilla  (tasa  por  utilización  privativa  o 
aprovechamiento especial del dominio público local).

4. Secretaría/Comercio/Expte.  18509/2022.  Revisión  de  oficio  de  listado  de  facturas 
correspondientes a contratos posteriores a la Ley 9/2017, de Prórroga Tácita, tipo de 
contrato: servicio y procedimiento: abierto simplificado.

5. Secretaría/Comercio/Expte.  18345/2022.  Revisión  de  oficio  de  listado  de  facturas 
correspondiente a contratos posteriores a la Ley 9/2017, de Prórroga Tácita, tipo de 
contrato, servicio y procedimiento, contratos menores.

6. Secretaría/Comercio/Expte.  17000/2021.  Revisión  de  oficio  de  listado  de  facturas 
correspondientes a contratos posteriores a la Ley 9/2017, de Prórroga Tácita, tipo de 
contrato, servicio y procedimiento, contrato menor.

7. Secretaría/Comercio/Expte. 17760/2022. Revisión de oficio de contratos de listado de 
facturas correspondiente a contratos anteriores a la Ley 9/2017, de Prórroga Tácita, 
tipo de contrato, servicio y procedimiento, abierto.

8. Urbanismo/Expte. 16808/2019. Imposición de sanción por actuaciones sin contar con la 
preceptiva licencia  en terrenos ubicados en el  paraje denominado Palmete,  que se 
corresponde con una parte de la parcela -- del polígono 1.

9. Urbanismo/Expte. 10776/2020. Resolución de expediente de protección de la legalidad 
urbanística por actuaciones sin contar con licencia municipal en parcela n.º 88 de la 
parcelación urbanística ilegal conocida como Albaraka o El Nevero.

10.Urbanismo/Expte. 8530/2021. Resolución de expediente de protección de la legalidad 
urbanística por actuaciones sin contar con licencia municipal en terrenos ubicados en el 
paraje Valdecabras, referencia catastral es 41004A038000200000IO.

11. Urbanismo/Expte  4756/2020-URSU.  Imposición  de  sanción  por  actuaciones 
consistentes en ejecución de cerramiento en parcela -- de la parcelación urbanística 
ilegal conocida como Albaraka o El Nevero.

12.Urbanismo/Expte.  11867/2022-UROY.  Licencia  solicitada  por  Juan  Camacho  Reina 
para construcción de nave agrícola y alberca en Núcleo aislado El Junco, parcela con 
referencia catastral 0649807TG5304N0001ER.

13.Urbanismo/Expte.  16631/2021-URJC.  Aprobación  inicial  de  modificación  de  los 
estatutos de la Junta de Compensación de la unidad de ejecución o este del SUP R1 
Montecarmelo.

14.Servicios Urbanos/Contratación/Expte. 12112/2021. Ampliación del plazo de ejecución 
del contrato de “suministro e instalación, de juegos infantiles para áreas de juegos en 
Parque Oromana y Parque Centro. Lote 1: Aprobación.

15.Servicios Urbanos/Contratación/Expte. 13855/2022. Servicio de asistencia técnica a la 
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Comunicación de la Estrategia de Desarrollo Urbano Sostenible e Integrado (EDUSI) 
“Alcalá  2020”  del  Ayuntamiento  de  Alcalá  de  Guadaíra,  para  las  denominadas  10 
Buenas  Prácticas,  cofinanciada  en  un  80%  por  el  Fondo  Europeo  de  Desarrollo 
Regional  (FEDER)  en  el  marco  del  Programa  Operativo  Pluriregional  de  España 
FEDER 2014-2020.

16.Desarrollo  Económico/Expte  16874/2021.  Resolución  de  beneficiarios  definitivos  de 
ayudas para el mantenimiento del trabajo autónomo, en elmarco del Plan Contigo, línea 
7 PEAE: Aprobación.

17.Turismo/Contratación/Expte. 1623/2020. Servicio de información turística, atención al 
público y promoción turística de Alcalá de Guadaíra a través de la Oficina Municipal de 
Turismo y puntos de información, así como en eventos promocionales: Sustitución de 
responsable de contratos promovidos por la Delegación de Turismo.

18.Fiestas  Mayores  y  Flamenco/Expte.  20207/2021:  Aprobación  cuenta  justificativa 
subvención nominativa concedida al Consejo de Hermandes para la 3ª fase obras de 
rehabillitación del edificio destinado a Museo y Sede del Consejo.

19.Educación/Expediente  10717/2021.  Autorización  y  disposición  del  gasto  como 
compensación por la gestión de los puestos escolares de la E.I. El Acebuche, 22/23 
mes de septiembre: Aprobación.

20.Educación/Expte.  10718/2021.  Autorización  y  disposición  del  gasto  como 
compensación por la gestión de los puestos escolares de la E.I. “Los Olivos”, 22/23 
mes de septiembre de 2022: Aprobación.

21.Deportes/Expte. 18565/2022. Aprobación de convocatoria concesión de subvenciones 
en régimen de concurrencia competitiva de ayudas económicas destinadas al fomento 
de la actividad deportiva mediante un programa de bonos de ayuda destinados a los 
usuarios de las AFD residentes en el municipio de Alcalá de Guadaíra.

22.Transición  Ecológica/Apertura/Expte.  5922/2021.  Declaración  responsable  y 
comunicación para el ejercicio e inicio de la actividad instalación de telecomunicaciones 
en  calle  La  Santa  María,  11,  presentada  por  TELXIUS TORRES ESPAÑA,  S.L.U.:  
Ineficacia.

23.Asunto Urgente 23 1º Recursos Humanos/ Expte. 19374/2022. Aprobación de bases 
para la contratación de un/a Monitor/a de Flamenco y Sevillanas como personal laboral 
temporal para cubrir una baja por incapacidad temporal. 

24.Asunto  Urgente  23  2º  Presidencia  /Secretaria/  Exp.18116/2022.  Aprobación 
organización y celebración del Concierto Halloween Festival el día 29 de octubre de 
2022 en la explanada del Teatro Auditorio Riberas del Guadaíra. 

2. Acta de la sesión.

En el salón de sesiones de esta Casa Consistorial de Alcalá de Guadaíra, siendo las 
nueve horas y treinta y cinco minutos del día 21  de octubre del año dos mil veintidós, se reunió 
la  Junta  de  Gobierno  Local  de  este  Ayuntamiento,  en  sesión  ordinaria  y  en  primera 
convocatoria, bajo la presidencia de la Sra. Alcaldesa, Ana Isabel Jiménez Contreras, y con la 
asistencia de los señores concejales: Enrique Pavón Benítez, Francisco Jesús Mora Mora, 
Rosa  María  Carro  Carnacea,  María  de  los  Ángeles  Ballesteros  Núñez,  María  Rocío 
Bastida  de  los  Santos y  José Luis  Rodríguez Sarrión asistidos  por  el  secretario  de  la 
Corporación José Antonio Bonilla Ruiz y con la presencia del señor interventor Francisco de 
Asís Sánchez-Nieves Martínez.
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Así  mismo asisten,  las señoras concejalas  Ana María  Vannereau Da Silva, María 
José Morilla Cabeza y el señor concejal Pablo Chain Villar, igualmente asisten el coordinador 
general  del  Gobierno  Municipal Salvador  Cuiñas  Casado  y  el  coordinador  de  área  del 
Gobierno Municipal  Irene de Dios Gallego, la coordinadora del Gabinete  Ana Miriam Mora 
Moral y el coordinador de Proyección de la Ciudad Alberto Mallado Expósito.

Dejan de asistir los señores concejales, José Antonio Montero Romero y  y Rosario 

Martorán de los Reyes

Previa comprobación por el secretario del quórum de asistencia necesario para que 
pueda ser iniciada la sesión, se procede a conocer de los siguientes asuntos incluidos en el 
orden del día.

1º  SECRETARÍA/EXPTE. JGL/2022/37.  APROBACIÓN DEL ACTA DE LA SESIÓN 
DE 14 DE OCTUBRE DE 2022.- Por  la  presidencia  se pregunta si  algún miembro de los 
asistentes tiene que formular alguna observación al acta de la sesión anterior celebrada con 
carácter ordinario el  día 14 de octubre de 2022. No produciéndose ninguna observación ni 
rectificación es aprobada por unanimidad.

2º  RESOLUCIONES JUDICIALES. EXPTE. 1242/2020. SENTENCIA Nº 2651/2022, 
DE  13  DE  OCTUBRE,  DE  LA SALA DE  LO  SOCIAL  DEL  TRIBUNAL  SUPERIOR  DE 
JUSTICIA  DE  ANDALUCÍA  EN  SEVILLA  (SEGURIDAD  SOCIAL  EN  MATERIA 
PRESTACIONAL).- Dada cuenta de la sentencia nº 2651/2022, de 13 de octubre, de la Sala de 
lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía en Sevilla (seguridad social en materia 
prestacional), dictada en el procedimiento judicial siguiente:

EXPEDIENTE:  1242/2020.  PROCEDIMIENTO:  Seguridad  Social  en  materia 
prestacional 420/2018. TRIBUNAL: Adscripción Territorial de Refuerzo en los Juzgados de lo 
Social de Sevilla. Órgano reforzado: Juzgado de lo Social Número 6 de Sevilla. Negociado RF.  
DEMANDANTE: -----. DEMANDA: Materia de seguridad social. CONTRA: INSS, SAS, FREMAP 
Mutua, TGSS y Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra.

Vista la resolución judicial,  dictada en el recurso de  suplicación interpuesto por ----- 
contra la sentencia nº 342/2020, de 30 de octubre, del Refuerzo de los Juzgados de lo Social 
de Sevilla (órgano reforzado: Juzgado de lo  Social Nº 10), que desestima la demanda, cuyo 
fallo tiene el siguiente contenido literal:

"Que  debemos  DESESTIMAR  y  DESESTIMAMOS  el  recurso  de  suplicación 
interpuesto por la representación legal de ----- contra la sentencia de fecha 30-10-2020, dictada 
por el juzgado de lo social n.º 10 de Sevilla, en autos 420/2018 seguidos a instancia de la  
recurrente  contra  el  Instituto  Nacional  de  la  Seguridad  Social,  la  Tesorería  General  de  la 
Seguridad  Social,  FREMAP  y  Ayuntamiento  de  Alcalá  de  Guadaíra,  y  en  consecuencia, 
CONFIRMAMOS la Resolución impugnada.

No se efectúa condena en costas."

Visto lo anterior, la Junta de Gobierno Local, con la asistencia de siete de sus nueve 
miembros de derecho, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

Primero.-  Tomar conocimiento de la resolución judicial referida en la parte expositiva 
del presente acuerdo.
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Segundo.-  Dar  traslado  de  este  acuerdo  al  servicio  correspondiente  (Recursos 
Humanos) para su conocimiento y efectos oportunos; significándole que la citada resolución 
judicial consta en el expediente 1242/2020.

3º  RESOLUCIONES  JUDICIALES.  EXPTE.  20348/2021.  DECRETO  DE  14-10-22, 
DEL JUZGADO DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO Nº 2 DE SEVILLA (TASA POR 
UTILIZACIÓN  PRIVATIVA O  APROVECHAMIENTO  ESPECIAL  DEL  DOMINIO  PÚBLICO 
LOCAL).- Dada cuenta del decreto de 14-10-22, del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
Nº 2 de Sevilla (tasa por utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio público 
local), dictado en el procedimiento judicial siguiente:

EXPEDIENTE:  20348/2021.  RECURSO:  Procedimiento  ordinario  386/2021. 
TRIBUNAL:  Juzgado  de  lo  Contencioso-Administrativo  Nº  2  de  Sevilla,  Negociado  1. 
RECURRENTE: Red Eléctrica de España, S.A.U. DEMANDADO: Ayuntamiento de Alcalá de 
Guadaíra. ACTO RECURRIDO: Acuerdo de fecha JGL de 17-09-21 por el que se inadmite el 
recurso de reposición interpuesto contra liquidación en concepto de tasa por utilización privativa 
o aprovechamiento especial  del  dominio público local  de las instalaciones de transporte de 
energía eléctrica, agua y gas, correspondiente al ejercicio de 2019, y por vía indirecta contra la  
ordenanza reguladora de dicha tasa.

Vista la resolución judicial, cuya parte dispositiva tiene el siguiente contenido literal:

"ACUERDO:

-  Tener  por  DESISTIDO  al  recurrente  RED  ELECTRICA  DE  ESPAÑA,  S.A.U. 
declarando la terminación de este procedimiento.

- Firme la presente resolución, devolver el expediente a la Administración demandada, 
interesando acuse de recibo en el plazo de 10 días, y verificado archivar las actuaciones.

-  Unir  testimonio de esta resolución al  procedimiento y el  original  al  Libro Registro 
correspondiente."

Visto lo anterior,  la Junta de Gobierno Local,  conforme a lo preceptuado en la Ley 
29/1998,  de  13  de  julio,  Reguladora  de  la  Jurisdicción  Contencioso-Administrativa,  con  la 
asistencia de siete de sus nueve miembros de derecho, en votación ordinaria y por unanimidad, 
acuerda:

Primero.-  Acusar recibo de la resolución judicial  referida en la parte expositiva del 
presente acuerdo.

Segundo.-  Dar  traslado  de  este  acuerdo  al  servicio  correspondiente  (Gestión 
Tributaria) para su conocimiento y efectos oportunos; significándole que la citada resolución 
judicial consta en el expediente 20348/2021.

Tercero.- Comunicar el presente acuerdo al Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
Nº 2 de Sevilla.

4º  SECRETARÍA/COMERCIO/EXPTE.  18509/2022.  REVISIÓN  DE  OFICIO  DE 
LISTADO DE FACTURAS CORRESPONDIENTES A CONTRATOS POSTERIORES A LA LEY 
9/2017,  DE PRÓRROGA TÁCITA, TIPO DE CONTRATO, SERVICIO Y PROCEDIMIENTO, 
ABIERTO  SIMPLIFICADO.-  Examinado  el  expediente  que  se  tramita  relacionado  con  la 
revisión  de oficio  de listado  de  facturas  correspondientes  a  contratos  posteriores  a  la  Ley 
9/2017, de Prórroga Tácita, tipo de contrato, servicio y procedimiento,  abierto simplificado, y 
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resultando:

En relación con el expediente que se tramita para proceder a la revisión de oficio de 
contratos,  y  de  conformidad  con  lo  establecido  en  el  artículo  175  del  Reglamento  de 
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, aprobado por el 
Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, emito el siguiente 

INFORME-PROPUESTA DE RESOLUCIÓN

El presente expediente tiene su fundamento, en el Informe emitido conjuntamente por el 
Secretario y el Interventor de este Ayuntamiento, con fecha de 8 de noviembre de 2019, en el 
que ponen de manifiesto una serie de obligaciones de pago a contratistas, que resultan de 
prestaciones,  que  tuvieron  que  ser  objeto  de  los  correspondientes  procedimientos  de 
contratación, y sin embargo estos procedimientos no se han seguido en absoluto, o existen 
vicios en los mismos, de tal entidad,  que su consecuencia es la nulidad de pleno derecho de 
los respectivos contratos.

Por el Secretario y el Interventor se propone abrir expediente de revisión de oficio de 
todos estos contratos, de los que derivan las obligaciones pendiente de pago, en aplicación de 
los  artículos  39  y  41  Ley  9/2017,  de  8  de  noviembre,  de Contratos  del  Sector  Público,  y  
solicitarle al Consejo Consultivo de Andalucía dictamen al respecto.

El citado informe tiene su fundamento, en el pronunciamiento del Pleno de la Cámara 
de Cuentas de Andalucía, en su sesión celebrada el día 2 de julio de 2019, que ha aprobado el 
Informe de fiscalización sobre el análisis de los acuerdos y resoluciones contrarios a reparos 
formulados por los interventores locales y las anomalías detectadas en materia de ingresos, así 
como sobre los acuerdos adoptados con omisión del trámite de fiscalización previa del ejercicio 
2016 (BOJA número180, de 18 de septiembre de 2019).

Entre  las  conclusiones  de  dicho  informe  respecto  al  análisis  de  la  Diputaciones 
Provinciales y de los Ayuntamientos de municipios de más de 50.000 habitantes, entre los que 
se encuentra el de Alcalá de Guadaíra, en el apartado relativo a expedientes tramitados al  
margen del procedimiento, se encuentran las siguientes:

“Los procedimientos para tramitar este tipo de gastos no se encuentran adecuadamente 
regulados en el  ámbito  local,  lo  que está  dando lugar  a que las entidades locales utilicen 
procedimientos  diferentes  para  tramitarlos.  Muchas  entidades  emplean  con  reiteración  el 
expediente de reconocimiento extrajudicial de crédito para aplicar al presupuesto gastos de 
ejercicios anteriores realizados al  margen del procedimiento,  bien porque no existía crédito 
presupuestario  en  el  momento  de  ejecutar  el  gasto,  bien  porque  se  tramitaron  gastos 
prescindiendo del procedimiento legalmente aplicable en cada caso.

La principal justificación para la aprobación de este tipo de expedientes tramitados al  
margen  del  procedimiento  es  evitar  el  enriquecimiento  injusto  de  la  Administración.  El 
expediente  de  reconocimiento  extrajudicial  de  crédito  es  un  procedimiento  de  carácter 
extraordinario para aplicar al presupuesto del ejercicio obligaciones contraídas en ejercicios 
anteriores, y cuya utilización debe tener carácter excepcional.

En  relación  con  los  acuerdos  de  convalidación  de  expedientes  de  gastos  en  cuya 
tramitación  se  haya  omitido  la  fiscalización  previa,  manifestar  que  ésta  sólo  sanaría  la 
anulabilidad en que incurra un acto como consecuencia de dicha omisión, pero no otros vicios 
del procedimiento que fueran causa de nulidad o no subsanables. Se encuentran en este último 
supuesto,  entre  otros,  aquellos  en  los  que  se  ha  tramitado  el  gasto  prescindiendo total  y 
absolutamente del procedimiento legalmente establecido. 

Respecto  a  esta  práctica,  se  debe  tener  en  cuenta  que  el  Consejo  Consultivo  de 
Andalucía,  en  una  consolidada  doctrina,  mantiene  que  cuando  se  hayan  realizado 
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determinadas prestaciones o servicios para la Administración prescindiendo del procedimiento 
legalmente establecido o sin la necesaria consignación presupuestaria, no procede tramitar un 
expediente  de  responsabilidad  extracontractual  para  evitar  el  enriquecimiento  injusto  de  la 
Administración, sino que la entidad debe declarar la nulidad del contrato, según lo dispuesto en 
el vigente artículo 39 dela LCSP. La entidad local está obligada a abonar las obras o servicios  
efectuados por sus proveedores para evitar el enriquecimiento injusto, pero el reconocimiento 
de tal obligación pasa por la previa tramitación de un procedimiento para la declaración de 
nulidad y por la aplicación de las consecuencias jurídicas que el  legislador ha establecido para 
los contratos nulos de pleno derecho. La realización de este tipo de gastos sin la preceptiva 
cobertura procedimental exigida por la normativa vigente en la materia y, por tanto, nulos de 
pleno derecho, debe implicar la exigencia de depuración de responsabilidades por actuaciones 
administrativas irregulares. La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la  
información pública y buen gobierno,tipifica, en sus artículos 27 y 28, como faltas muy graves, 
el aprobar compromisos de gastos,reconocimiento de obligaciones y ordenación de pagos sin 
crédito  suficiente  para  realizarlos  o  con  infracción  de  lo  dispuesto  en  la  normativa 
presupuestaria que sea aplicable, así como la omisión del trámite de intervención previa de los 
gastos, obligaciones o pagos, cuando ésta resulte preceptiva o del procedimiento de resolución 
de discrepancias frente a los reparos suspensivos de la intervención, regulado en la normativa 
presupuestaria.”

Múltiples pronunciamientos del Consejo Consultivo de Andalucía mantienes que cuando 
la responsabilidad se derive de un contrato entre la Administración y un particular  no será 
aplicable la doctrina del enriquecimiento injusto (responsabilidad extracontractual), sino que se 
debe  aplicar  la  legislación  de  contratos  y  los  mecanismos  previstos  en  la  misma 
(responsabilidad contractual).

Así, en el Dictamen 270/2002, de 23 de octubre, se afirma: “…ni los particulares ni la 
Administración tienen facultades dispositivas sobre el procedimiento que en cada caso ha de 
seguirse… Tanto la vía del enriquecimiento injusto, como la de la responsabilidad patrimonial 
de la Administración, han sido descartadas por el Consejo Consultivo en estos casos, dado que 
se  considera  que  el  ordenamiento  jurídico  ha  arbitrado  una  vía  específica  regulada  en  la 
legislación de contratos…”.

Por lo  que se  refiere  al  artículo  28 del  Real  Decreto  424/2017,  de 28  de  abril,  tal 
precepto permite que la materialización de la revisión de los actos dictados con infracción del 
ordenamiento jurídico se efectúe acudiendo a la vía de indemnización de daños y perjuicios 
siempre que sea presumible que el importe de tales indemnizaciones fuera inferior al que se 
propone. Es decir, admite la posibilidad de reconocer una indemnización por daños y perjuicios 
en vía administrativa, siempre que ésta sea presumiblemente inferior a la que se propone. En 
caso contrario, será necesario acudir a los tribunales de justicia para que sean éstos los que  
cuantifiquen el importe de la misma.

Tal precepto en nada contradice la postura del Consejo Consultivo, pues, tal y como se 
acaba de reseñar,  en el  ámbito  de la  Comunidad Autónoma de Andalucía,  y  siguiendo su 
doctrina, cuando la indemnización derive de prestaciones de servicio que han incumplido la 
legislación de contratos, necesariamente se deben aplicar los artículos 39 y 41 Ley 9/2017, de 
8 de noviembre, de Contratos del Sector Público y proceder a la revisión de oficio del contrato.

Por  último,  la  declaración  de  nulidad  traerá  consigo,  la  liquidación  del  contrato, 
restituyéndose las partes lo que recibieron de la otra, y si ello no fuera posible, se devolverá su 
valor,  y  por  lo  que  respecta  al  importe,  será  el  Consejo  Consultivo,  el  que  informará 
favorablemente o  no,  la  propuesta que realice el  Ayuntamiento,  apreciando las situaciones 
concretas de cada supuesto,  el  que determine si  la restitución debe incluir  solo los costes 
efectivos de la prestación efectuada o también los demás componentes del contrato (beneficio 
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industrial). 

Estas  obligaciones  derivadas  de  contratos,  en  cuya  preparación  y  adjudicación 
concurren vicios constitutivos de causas de nulidad de pleno derecho, aparecen reflejados en 
una  serie  de  facturas  presentadas  en  el  Ayuntamiento  por  la  empresa UNEI  INCIATIVA 
SOCIAL, S.L.U.

Este expediente obra exclusivamente sobre  listado de facturas correspondientes a un  
contrato  posterior  a  la  Ley  9/2017,  de  Prórroga  Tácita,  tipo  de  contrato:  servicio  y 
procedimiento:  abierto  simplificado,  habiéndose   elaborado  una  memoria  por  el  servicio 
municipal, al que son imputables, por el contenido de la prestación a la que se refiere, suscrita 
por el técnico municipal responsable del servicio, y por el Concejal Delegado competente sobre 
el mismo, en las cuales se informa sobre los siguientes conceptos:  

Primero: Que la prestación a la que se refiere la factura,  y que sería el objeto del 
correspondiente contrato, ha sido efectivamente realizada por el contratista.

Segundo: Que el importe de la prestación que se contiene en la factura es el adecuado 
a los precios del mercado.

Tercero: Justificación de la elección de la empresa contratista.

Cuarto.  Propuesta de la revisión de oficio del contrato, teniendo en cuenta el referido 
informe emitido por el Secretario y el Interventor del Ayuntamiento.

Quinto:  Determinación de las circunstancias, que en su caso, si se aprueba la revisión 
del contrato, y ello conlleva la liquidación, se excluya, o no, del importe a abonar al contratista 
el porcentaje del 6% en que se cuantifica el beneficio industrial.

De conformidad con el dictamen del Consejo Consultivo de Andalucía 360/2020, de 24 
de junio, en la memoria que figura en el presente expediente, de contratos anteriores a la Ley 
9/2017, de Prórroga Tácita, tipo de contrato: servicio y procedimiento: contratos menores se ha 
acreditado, que todas las prestaciones objeto de los contratos que se pretenden revisar,  , han 
sido realizadas por encargo de los diferentes servicios municipales competentes, y así el citado 
dictamen mantiene como “  Conviene aclarar,  como este Consejo  Consultivo indicaba en el 
dictamen 123/2019, que solo los actos administrativos pueden ser objeto de revisión de oficio y 
no los actos de los particulares. Eso significa que solo es posible la revisión de oficio en este 
caso si los servicios realizados fueron encargados o permitidos por la Administración, pues solo 
entonces existiría una actuación de la Administración, susceptible de revisión de oficio; en otro 
caso se estaría ante actuaciones realizadas por cuenta y riesgo de la empresa, que ésta debe,  
pues, asumir.”.

 Tanto las facturas, como la memoria, figuran en el presente expediente, y pudiendo 
determinar, a partir de ellas, cual es el contrato objeto de revisión de oficio, en este caso  un 
contrato  posterior  a  la  Ley  9/2017,  de  Prórroga  Tácita,  tipo  de  contrato:  servicio  y 
procedimiento:  abierto  simplificado, y  que  pasamos  a  relacionar,  por  el  contenido  de  la 
prestación realizada, el  valor de la  misma y el  nombre del  contratista,  en este  caso  UNEI 
INCIATIVA SOCIAL, S.L.U.  con NIF  B41610825: 

Nº Proveedor Fecha Importe 
IVA exc.

Importe 
IVA inc.

Observaciones

L21-1217 UNEI INCIATIVA 
SOCIAL, S.L.U.

31-07-2021 616,14 € 745,53 € Servicio  transitorio  de  limpieza  en 
Cultura, mes de julio de 2021.

L21-1383 UNEI INCIATIVA 
SOCIAL, S.L.U.

31-08-2021 586,80 € 710,03 € Servicio  transitorio  de  limpieza  en 
Instalaciones  de  Biblioteca  de  la 
Casa de la Cultura, mes de agosto 
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2021

 

La causa de nulidad establecidas en la anterior relación de facturas que corresponden a 
un  contrato  posterior  a  la  Ley  9/2017,  de  Prórroga  Tácita,  tipo  de  contrato:  servicio  y 
procedimiento abierto simplificado, es que se trata de contratos objeto de una prórroga tácita.

Respecto a la “prorroga tácita” o “tácita reconducción”,  según terminología civilista, 
como causa de nulidad, se debe a que lisa y llanamente están prohibidas en la contratación 
pública; y se trata de un supuesto en el que el contratista continúa facturando por la realización 
de dicho servicio. Este proceder es, de todo punto, contrario a lo establecido en el artículo 29.2 
de la  Ley  de Contratos del  Sector  Público,  cuando determina  que  “En  ningún caso  podrá 
producirse la prórroga por el consentimiento tácito de las partes”.

Aquí,  en  consecuencia,  extinguido  el  contrato  y  sus  prórrogas,  estamos  ante  una 
contratación de facto, no amparada en precepto legal, apreciándose de lleno y de plano -y por 
más que en la esfera administrativa ha de ser aplicada con mucha parsimonia y moderación la 
teoría jurídica de las nulidades,  dada la complejidad de los intereses en los que los actos 
administrativos entran en juego, como nos dice el Tribunal Supremo-, la existencia de nulidad 
de pleno derecho de lo actuado tras la finalización del contrato formalizado.

A mayor abundamiento, el propio Consejo Consultivo de Andalucía, reconduce estas 
prestaciones, que se realizan dentro de lo que podíamos denominar como “prórrogas tácitas”, a 
meros contratos verbales, ya que una vez vencido el periodo de duración de los contratos y las 
posibles prórrogas, carecerían de cobertura contractual.

En palabras del dictamen 384/2020, de 8 de julio, del Consejo Consultivo de Andalucía,  
“Para apreciar si efectivamente concurre la causa de nulidad referida es necesario tener en 
cuenta  cuál  ha  sido  la  vigencia  del contrato.  En  este  orden  de  cosas,  resulta  que 
el contrato tenía una duración inicial de 24 meses que finalizaba el 30 de junio de 2017 y que,  
dado que estaba permitida la prórroga y que la misma se acordó el 10 de junio de 2017 hasta el 
30 de junio de 2019, la prestación de servicios con legal cobertura contractual finalizó ese día,  
de modo que los prestados con posterioridad carecían de ella.

Eso  significa  que  estamos ante  una  contratación  verbal  prohibida  por  la  normativa 
vigente  aplicable  (art.  28.1  del  TRLCSP),  salvo  que  hubiese  procedido  la  contratación  de 
emergencia, como esos mismos preceptos señalan, que claramente no operaba en el presente 
caso pues conforme al artículo 113.1 del TRLCSP solo sería posible “cuando la Administración 
tenga  que  actuar  de  manera  inmediata  a  causa  de  acontecimientos  catastróficos,  de 
situaciones que supongan grave peligro o de necesidades que afecten a la defensa nacional”.

Por tanto, es claro que concurre la causa de nulidad prevista en la letra e) del artículo 
47.1 de la Ley 39/2015, consistente en que se haya prescindido total  y absolutamente del  
procedimiento legalmente establecido”.

Respecto  a  la  normativa  aplicable,  atendiendo  a  la  fecha  en  que  se  prestan  los 
servicios, y aquella en que se incoa el expediente de revisión de oficio, la contratación debería 
haberse sometido a la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos de Sector Público, por la  
que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y 
del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (en adelante LCSP), y del  
mismo modo, a esta regulación se someterá el  procedimiento de revisión de oficio que se 
contempla en el Título V, Capítulo I (artículos 106 a 111) de la citada Ley 39/2015.

Por tanto, Las causas de nulidad a considerar, serían las previstas en el artículo 39 de 
la LCSP, cuya apartado 1º se remite al artículo 47 de la Ley 39/2015. 
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La consecuencia, que de acuerdo con los art. 38 y siguientes de la LCSP y 47 de la 
LPACAP, que se produciría, si se aprecia una posible causa de nulidad de pleno derecho por 
prescindir  total  y  absolutamente  del  procedimiento  legalmente  establecido,  sería  la 
imposibilidad de que se deriven obligaciones contractuales, lo que no exime de la obligación de 
abonar los servicios, tal como dispone el art. 41.2 de la LCSP. 

En conclusión, a la vista de lo expuesto, la posible existencia de una causa de nulidad,  
hace que la vía adecuada, para la tramitación de estas obligaciones, sea el de la tramitación  
del procedimiento de revisión de oficio, de los contratos, de conformidad con lo establecido en 
el artículo 39.2 de la LCSP.

Por otra parte, y en lo atinente al procedimiento de revisión de oficio, el artículo 41.1 de 
la  LCSP establece  que  la  revisión  de  oficio  de  los  actos  preparatorios  y  de  los  actos  de 
adjudicación de los contratos se efectuará de conformidad con lo establecido en el capítulo I del 
Título V de la LPAC, que regula la revisión de oficio (artículos 106 y siguientes). 

Asimismo, el apartado b) de la Disposición Transitoria tercera de la Ley 39/2015, LPAC, 
prevé que los procedimientos de revisión de oficio iniciados después de su entrada en vigor, se 
sustancien por las normas en dicha ley establecidas. 

En  este  sentido,  el  artículo  106.1  de  la  LPAC  regula  la  posibilidad  de  que  las 
Administraciones  públicas,  en  cualquier  momento,  por  iniciativa  propia  o  a  solicitud  de 
interesado, declaren de oficio la nulidad de los actos administrativos que hayan puesto fin a la 
vía  administrativa  o  que  no hayan sido  recurridos  en  plazo.  Para  ello  será  necesario  que 
concurra en el acto a revisar alguna de las causas de nulidad de pleno derecho previstas en el 
artículo 47.1 de la LPAC. 

Del referido artículo 106.1 de la LPAC se desprende que la adopción del acuerdo de 
revisión  de  oficio  tendrá  lugar  siempre  previo  dictamen  favorable  del  órgano  consultivo 
correspondiente. La referencia que el artículo 106.1 de la LPAC hace al Consejo de Estado “u 
órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma”, debe entenderse hecha al Consejo 
Consultivo de Andalucía.

Con carácter general, el procedimiento de revisión de oficio tiene por objeto expulsar 
del ordenamiento jurídico aquellos actos administrativos que se encuentren viciados de nulidad 
radical por cualquiera de las causas establecidas en la ley.  La revisión de  oficio se configura 
como una potestad excepcional de la Administración para dejar sin efecto sus propios actos y 
disposiciones, al margen de cualquier intervención de la jurisdicción contencioso-administrativa, 
razón por la cual esta potestad de expulsión de los actos administrativos de la vida jurídica 
debe ser objeto de interpretación restrictiva tal como recoge  la Sentencia del Tribunal Supremo 
de 30 junio 2004, entiende que solo se justifica en aquellos supuestos en que los actos a 
revisar  adolezcan  de un  defecto  de la  máxima gravedad,  es  decir,  que estén  viciados  de 
nulidad radical o de pleno derecho.

Como recuerda el  Tribunal Supremo en su sentencia de 25 de noviembre de 2015 
(recurso 269/2014): “La doctrina sentada por esta Sala (entre las más recientes, sentencia de 7 
de febrero de 2013 –recurso núm. 563/2010-), configura dicho procedimiento como un medio 
extraordinario de supervisión del  actuar administrativo,  verdadero procedimiento de nulidad, 
que resulta cuando la invalidez se fundamenta en una causa de nulidad de pleno derecho, cuya  
finalidad es la de facilitar  la depuración de los vicios de nulidad radical  o absoluta de que 
adolecen los actos administrativos, con el inequívoco propósito de evitar que el transcurso de 
los breves plazos de impugnación de aquellos derive en su consolidación definitiva”. 

Se trata  de una potestad cuyo ejercicio  requiere una especial  ponderación ya que, 
como  señala  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  30  de  septiembre  de  2015  (recurso 
733/2013) con cita de la sentencia de 17 de enero de 2006 (recurso 776/2001) se trata de 
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confrontar dos exigencias contrapuestas, el principio de legalidad y el de seguridad jurídica por 
los que solo procede la revisión en “concretos supuestos en que la legalidad se ve gravemente 
afectada  y  con  respeto  y  observancia  de  determinadas  garantías  procedimentales  en 
salvaguardia de la seguridad jurídica, y todo ello limitando en el tiempo el plazo para ejercer la 
acción, cuando los actos han creado derechos a favor de terceros”. 

Más recientemente, el Tribunal Supremo ha vuelto a pronunciarse sobre el carácter 
restrictivo y riguroso de la potestad de revisión de oficio en su sentencia de 10 de febrero de 
2017 (rec. 7/2015): “La acción de nulidad no es el último remedio impugnatorio susceptible de 
utilizar cuando se ha agotado el sistema de recursos normal, en el que cabe, pues, alegar  
cuantas causas de oposición quepa contra los actos combatidos, sino que se constituye como 
instrumento excepcional 21/30 y extraordinario para evitar la producción de efectos jurídicos de 
aquellos actos viciados de nulidad radical. De ahí, como medio excepcional y extraordinario, 
que  las  exigencias  formales  y  materiales  para  su  ejercicio  hayan  de  exigirse  de  manera 
absolutamente rigurosa, y toda interpretación que se haga de los dictados del artículo 102 de la 
LRJPA haya de ser necesariamente restrictiva, ya que no exigir este rigor sería desvirtuar la 
naturaleza y finalidad de esta acción de nulidad y la puesta en peligro constante del principio de 
seguridad jurídica. Formalmente, por tanto, no cabe ejercitar esta acción de nulidad más que 
contra  actos  que  hayan  puesto  fin  a  la  vía  administrativa  o  contra  los  que  no  se  haya 
interpuesto recurso administrativo en plazo. Materialmente es exigencia ineludible que el vicio 
del que adolece el acto sea de los que hacen al mismo radicalmente nulo por así contemplarse 
en el artículo 62.1 de la LRJPA”. 

En lo que atañe a la competencia para la revisión de oficio, corresponde al órgano de 
contratación, tal como mantiene reiteradamente el Consejo Consultivo de Andalucía, (podemos 
traer a colación los dictámenes 198, 199, o 200 del año 2020, adoptados todos ellos, el 25 de 
marzo),  ya  que  el  artículo  41.3  de  la  Ley  9/2017  lo  establece  expresamente,  y  añade el  
apartado  4º  de  este  mismo  precepto  que:  "salvo  determinación  expresa  en  contrario,  la 
competencia para declarar la nulidad o la lesividad se entenderá delegada conjuntamente con 
la  competencia  para  contratar.  No  obstante,  la  facultad  de  acordar  una indemnización  por 
perjuicios en caso de nulidad no será susceptible de delegación, debiendo resolver sobre la 
misma, en todo caso, el órgano delegante; a estos efectos, si se estimase pertinente reconocer 
una indemnización, se elevará el expediente al órgano delegante, el cual, sin necesidad de 
avocación previa y expresa, resolverá lo procedente sobre la declaración de nulidad conforme a 
lo previsto en la Ley 39/2015".

Las consecuencias que produce la nulidad del contrato se encuentran previstas en el 
artículo  42.1  de  la  LCSP,  de  acuerdo  con  el  cual “la  declaración  de  nulidad  de  los  actos 
preparatorios del contrato o de la adjudicación, cuando sea firme, llevará en todo caso consigo 
la  del  mismo  contrato,  que  entrará  en  fase  de  liquidación,  debiendo  restituirse  las  partes 
recíprocamente las cosas que hubiesen recibido en virtud del mismo y si esto no fuese posible 
se devolverá su valor. La parte que resulte culpable deberá indemnizar a la contraria de los 
daños y perjuicios que haya sufrido”.

En  el  caso  de  que  se  proceda  a  declarar  la  nulidad  del  contrato,  también  se 
determinarán las consecuencias de la liquidación del contrato, que trae consigo la nulidad del 
mismo,  es  decir,  tanto  la  restitución  de  las  prestaciones,  y  en  el  caso  de  además,  fuera 
necesario determinar algún tipo de indemnización, a satisfacer por la parte que resulte culpable 
de la nulidad, se abrirá una pieza separada para la fijación de las misma.

El  plazo para resolver  y  notificar  el  procedimiento de revisión de oficio,  es de seis 
meses, de acuerdo con lo previsto en el artículo 106.5 de la Ley 39/2015.

Por ello, y conforme facultades delegadas por resolución de la Alcaldía 330/2019, de 28 
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de junio, la Junta de Gobierno Local con la asistencia de siete de sus nueve miembros de  
derecho, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

Primero.- Incoar expediente de revisión de oficio  del contrato cuyo adjudicatario es la 
empresa UNEI INCIATIVA SOCIAL, S.L.U. con NIF: B41610825, que es un contrato posterior a 
la  Ley  9/2017,  de  Prórroga  Tácita,  tipo  de  contrato:  servicio  y  procedimiento:  abierto 
simplificado, y cuyas prestaciones e importes, aparecen relacionados en el cuadro que figura 
en la parte expositiva del presente acuerdo.

Segundo.- Dar audiencia por plazo de 10 días a la empresa UNEI INCIATIVA SOCIAL, 
S.L.U.

Tercero.- Dar traslado del expediente, una vez finalizado el trámite de audiencia del 
interesado, a los Servicios Municipales para que informen las alegaciones presentadas, y tras 
ello sea emitido el procedente informe-propuesta.

Cuarto.- Solicitar, en su caso y realizados todos los trámites anteriores, adjuntando la 
propuesta de resolución, el Dictamen del Consejo Consultivo de Andalucía; y una vez recibido,  
en su caso, el expresado dictamen , someter la propuesta de resolución a la Junta de Gobierno 
Local, como órgano competente, por ser el órgano de contratación.

Quinto.- El órgano encargado de la tramitación de este expediente será la Secretaría 
municipal Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra.

Sexto.- Comunicar la presente resolución a Intervención y Secretaría municipales, así 
como al Servicio de Contratación.

 

5º  SECRETARÍA/COMERCIO/EXPTE.  18345/2022.  REVISIÓN  DE  OFICIO  DE 
LISTADO DE FACTURAS CORRESPONDIENTE A CONTRATOS POSTERIORES A LA LEY 
9/2017,  DE PRÓRROGA TÁCITA, TIPO DE CONTRATO, SERVICIO Y PROCEDIMIENTO, 
CONTRATOS MENORES.- Examinado el expediente que se tramita sobre revisión de oficio de 
listado de facturas correspondientes contratos posteriores a la  Ley 9/2017, de Prórroga Tácita,  
tipo de contrato, servicio y procedimiento, contratos menores, y resultando: 

En relación con el expediente que se tramita para proceder a la revisión de oficio de 
contratos,  y  de  conformidad  con  lo  establecido  en  el  artículo  175  del  Reglamento  de 
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, aprobado por el 
Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, emito el siguiente 

INFORME-PROPUESTA DE RESOLUCIÓN

El presente expediente tiene su fundamento, en el Informe emitido conjuntamente por el 
Secretario y el Interventor de este Ayuntamiento, con fecha de 8 de noviembre de 2019, en el 
que ponen de manifiesto una serie de obligaciones de pago a contratistas, que resultan de 
prestaciones,  que  tuvieron  que  ser  objeto  de  los  correspondientes  procedimientos  de 
contratación, y sin embargo estos procedimientos no se han seguido en absoluto, o existen 
vicios en los mismos, de tal entidad, que su consecuencia es la nulidad de pleno derecho de los 
respectivos contratos.

Por el Secretario y el Interventor se propone abrir expediente de revisión de oficio de 
todos estos contratos, de los que derivan las obligaciones pendiente de pago, en aplicación de 
los  artículos  39  y  41  Ley  9/2017,  de  8  de  noviembre,  de Contratos  del  Sector  Público,  y  
solicitarle al Consejo Consultivo de Andalucía dictamen al respecto.

El citado informe tiene su fundamento, en el pronunciamiento del Pleno de la Cámara 
de Cuentas de Andalucía, en su sesión celebrada el día 2 de julio de 2019, que ha aprobado el 
Informe de fiscalización sobre el análisis de los acuerdos y resoluciones contrarios a reparos 
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formulados por los interventores locales y las anomalías detectadas en materia de ingresos, así 
como sobre los acuerdos adoptados con omisión del trámite de fiscalización previa del ejercicio 
2016 (BOJA número180, de 18 de septiembre de 2019).

Entre  las  conclusiones  de  dicho  informe  respecto  al  análisis  de  la  Diputaciones 
Provinciales y de los Ayuntamientos de municipios de más de 50.000 habitantes, entre los que 
se encuentra el de Alcalá de Guadaíra, en el apartado relativo a expedientes tramitados al  
margen del procedimiento, se encuentran las siguientes:

“Los procedimientos para tramitar este tipo de gastos no se encuentran adecuadamente 
regulados en el  ámbito  local,  lo  que está  dando lugar  a que las entidades locales utilicen 
procedimientos  diferentes  para  tramitarlos.  Muchas  entidades  emplean  con  reiteración  el 
expediente de reconocimiento extrajudicial de crédito para aplicar al presupuesto gastos de 
ejercicios anteriores realizados al  margen del procedimiento,  bien porque no existía crédito 
presupuestario  en  el  momento  de  ejecutar  el  gasto,  bien  porque  se  tramitaron  gastos 
prescindiendo del procedimiento legalmente aplicable en cada caso.

La principal justificación para la aprobación de este tipo de expedientes tramitados al  
margen  del  procedimiento  es  evitar  el  enriquecimiento  injusto  de  la  Administración.  El 
expediente  de  reconocimiento  extrajudicial  de  crédito  es  un  procedimiento  de  carácter 
extraordinario para aplicar al presupuesto del ejercicio obligaciones contraídas en ejercicios 
anteriores, y cuya utilización debe tener carácter excepcional.

En  relación  con  los  acuerdos  de  convalidación  de  expedientes  de  gastos  en  cuya 
tramitación  se  haya  omitido  la  fiscalización  previa,  manifestar  que  ésta  sólo  sanaría  la 
anulabilidad en que incurra un acto como consecuencia de dicha omisión, pero no otros vicios 
del procedimiento que fueran causa de nulidad o no subsanables. Se encuentran en este último 
supuesto,  entre  otros,  aquellos  en  los  que  se  ha  tramitado  el  gasto  prescindiendo total  y 
absolutamente del procedimiento legalmente establecido. 

Respecto  a  esta  práctica,  se  debe  tener  en  cuenta  que  el  Consejo  Consultivo  de 
Andalucía,  en  una  consolidada  doctrina,  mantiene  que  cuando  se  hayan  realizado 
determinadas prestaciones o servicios para la Administración prescindiendo del procedimiento 
legalmente establecido o sin la necesaria consignación presupuestaria, no procede tramitar un 
expediente  de  responsabilidad  extracontractual  para  evitar  el  enriquecimiento  injusto  de  la 
Administración, sino que la entidad debe declarar la nulidad del contrato, según lo dispuesto en 
el vigente artículo 39 dela LCSP. La entidad local está obligada a abonar las obras o servicios  
efectuados por sus proveedores para evitar el enriquecimiento injusto, pero el reconocimiento 
de tal obligación pasa por la previa tramitación de un procedimiento para la declaración de 
nulidad y por la aplicación de las consecuencias jurídicas que el legislador ha establecido para  
los contratos nulos de pleno derecho. La realización de este tipo de gastos sin la preceptiva 
cobertura procedimental exigida por la normativa vigente en la materia y, por tanto, nulos de 
pleno derecho, debe implicar la exigencia de depuración de responsabilidades por actuaciones 
administrativas irregulares. La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la  
información pública y buen gobierno,tipifica, en sus artículos 27 y 28, como faltas muy graves, 
el aprobar compromisos de gastos,reconocimiento de obligaciones y ordenación de pagos sin 
crédito  suficiente  para  realizarlos  o  con  infracción  de  lo  dispuesto  en  la  normativa 
presupuestaria que sea aplicable, así como la omisión del trámite de intervención previa de los 
gastos, obligaciones o pagos, cuando ésta resulte preceptiva o del procedimiento de resolución 
de discrepancias frente a los reparos suspensivos de la intervención, regulado en la normativa 
presupuestaria.”

Múltiples pronunciamientos del Consejo Consultivo de Andalucía mantienes que cuando 
la responsabilidad se derive de un contrato entre la Administración y un particular  no será 
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aplicable la doctrina del enriquecimiento injusto (responsabilidad extracontractual), sino que se 
debe  aplicar  la  legislación  de  contratos  y  los  mecanismos  previstos  en  la  misma 
(responsabilidad contractual).

Así, en el Dictamen 270/2002, de 23 de octubre, se afirma: “…ni los particulares ni la 
Administración tienen facultades dispositivas sobre el procedimiento que en cada caso ha de 
seguirse… Tanto la vía del enriquecimiento injusto, como la de la responsabilidad patrimonial 
de la Administración, han sido descartadas por el Consejo Consultivo en estos casos, dado que 
se  considera  que  el  ordenamiento  jurídico  ha  arbitrado  una  vía  específica  regulada  en  la 
legislación de contratos…”.

Por lo  que se  refiere  al  artículo  28 del  Real  Decreto  424/2017,  de 28  de  abril,  tal 
precepto permite que la materialización de la revisión de los actos dictados con infracción del 
ordenamiento jurídico se efectúe acudiendo a la vía de indemnización de daños y perjuicios 
siempre que sea presumible que el importe de tales indemnizaciones fuera inferior al que se 
propone. Es decir, admite la posibilidad de reconocer una indemnización por daños y perjuicios 
en vía administrativa, siempre que ésta sea presumiblemente inferior a la que se propone. En 
caso contrario, será necesario acudir a los tribunales de justicia para que sean éstos los que  
cuantifiquen el importe de la misma.

Tal precepto en nada contradice la postura del Consejo Consultivo, pues, tal y como se 
acaba de reseñar,  en el  ámbito  de la  Comunidad Autónoma de Andalucía,  y  siguiendo su 
doctrina, cuando la indemnización derive de prestaciones de servicio que han incumplido la 
legislación de contratos, necesariamente se deben aplicar los artículos 39 y 41 Ley 9/2017, de 
8 de noviembre, de Contratos del Sector Público y proceder a la revisión de oficio del contrato.

Por  último,  la  declaración  de  nulidad  traerá  consigo,  la  liquidación  del  contrato, 
restituyéndose las partes lo que recibieron de la otra, y si ello no fuera posible, se devolverá su 
valor,  y  por  lo  que  respecta  al  importe,  será  el  Consejo  Consultivo,  el  que  informará 
favorablemente o  no,  la  propuesta que realice el  Ayuntamiento,  apreciando las situaciones 
concretas de cada supuesto,  el  que determine si  la restitución debe incluir  solo los costes 
efectivos de la prestación efectuada o también los demás componentes del contrato (beneficio 
industrial). 

Estas  obligaciones  derivadas  de  contratos,  en  cuya  preparación  y  adjudicación 
concurren vicios constitutivos de causas de nulidad de pleno derecho, aparecen reflejados en 
una factura presentada en el Ayuntamiento por la empresa E-XISTO DISEÑO WEB, S.L. con 
NIF: B91099473.

Este expediente obra exclusivamente sobre listado de factura correspondiente  a un 
contrato  posterior  a  la  Ley  9/2017,  de  Prórroga  Tácita,  tipo  de  contrato:  servicio  y 
procedimiento: contrato menor, habiéndose elaborado una memoria por el servicio municipal, al 
que es imputable, por el contenido de la prestación a la que se refiere, suscrita por el técnico 
municipal responsable del servicio, y por el Concejal Delegado competente sobre el mismo, en 
las cuales se informa sobre los siguientes conceptos: 

Primero: Que la prestación a la que se refiere la factura,  y que sería el objeto del 
correspondiente contrato, ha sido efectivamente realizada por el contratista.

Segundo: Que el importe de la prestación que se contiene en la factura es el adecuado 
a los precios del mercado.

Tercero: Justificación de la elección de la empresa contratista.

Cuarto.  Propuesta de la revisión de oficio del contrato, teniendo en cuenta el referido 
informe emitido por el Secretario y el Interventor del Ayuntamiento.

Quinto: Determinación de las circunstancias, que en su caso, si se aprueba la revisión 
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del contrato, y ello conlleva la liquidación, se excluya, o no, del importe a abonar al contratista 
el porcentaje del 6% en que se cuantifica el beneficio industrial.

De conformidad con el dictamen del Consejo Consultivo de Andalucía 360/2020, de 24 
de junio, en la memoria que figura en el presente expediente, de contratos anteriores a la Ley 
9/2017, de Prórroga Tácita, tipo de contrato: servicio y procedimiento: contratos menores se ha 
acreditado, que todas las prestaciones objeto de los contratos que se pretenden revisar, , han 
sido realizadas por encargo de los diferentes servicios municipales competentes, y así el citado 
dictamen mantiene como “  Conviene aclarar,  como este Consejo  Consultivo indicaba en el 
dictamen 123/2019, que solo los actos administrativos pueden ser objeto de revisión de oficio y 
no los actos de los particulares. Eso significa que solo es posible la revisión de oficio en este 
caso si los servicios realizados fueron encargados o permitidos por la Administración, pues solo 
entonces existiría una actuación de la Administración, susceptible de revisión de oficio; en otro 
caso se estaría ante actuaciones realizadas por cuenta y riesgo de la empresa, que ésta debe,  
pues, asumir.”.

Tanto  la  factura,  como  la  memoria,  figuran  en  el  presente  expediente,  y  pudiendo 
determinar, a partir de ellas, cual es el contrato objeto de revisión de oficio, en este caso un 
contrato  posterior  a  la  Ley  9/2017,  de  Prórroga  Tácita,  tipo  de  contrato:  servicio  y 
procedimiento: contrato menor, y que pasamos a relacionar, por el contenido de la prestación 
realizada, el valor de la misma y el nombre del contratista, en este caso  E-XISTO DISEÑO 
WEB, S.L con NIF B91099473:

 

Nº Proveedor Fecha Importe 
IVA exc.

Importe 
IVA inc.

Observaciones

S21-286 E-XISTO DISEÑO 
WEB, S.L 

13-08-2021 4.599,20 5.565,03 Servicio de alojamiento web personalizado, servicio de correo 
electrónico y servicio de backup de correo electrónico, del 01-
01-2021 al 20-07-2021.

 

La causa de nulidad establecida en la anterior factura que corresponde a un contrato  
posterior  a  la  Ley  9/2017,  de  Prórroga  Tácita,  tipo  de  contrato:  servicio  y  procedimiento 
contratos menores, es que se trata de contratos objeto de una prórroga tácita.

Respecto a la “prorroga tácita” o “tácita reconducción”, según terminología civilista, 
como causa de nulidad, se debe a que lisa y llanamente están prohibidas en la contratación 
pública; y se trata de un supuesto en el que el contratista continúa facturando por la realización 
de dicho servicio. Este proceder es, de todo punto, contrario a lo establecido en el artículo 29.2 
de la  Ley  de Contratos del  Sector  Público,  cuando determina  que  “En  ningún caso  podrá 
producirse la prórroga por el consentimiento tácito de las partes”.

Aquí,  en  consecuencia,  extinguido  el  contrato  y  sus  prórrogas,  estamos  ante  una 
contratación de facto, no amparada en precepto legal, apreciándose de lleno y de plano -y por 
más que en la esfera administrativa ha de ser aplicada con mucha parsimonia y moderación la 
teoría jurídica de las nulidades,  dada la complejidad de los intereses en los que los actos 
administrativos entran en juego, como nos dice el Tribunal Supremo-, la existencia de nulidad 
de pleno derecho de lo actuado tras la finalización del contrato formalizado.

A mayor abundamiento, el propio Consejo Consultivo de Andalucía, reconduce estas 
prestaciones, que se realizan dentro de lo que podíamos denominar como “prórrogas tácitas”, a 
meros contratos verbales, ya que una vez vencido el periodo de duración de los contratos y las 
posibles prórrogas, carecerían de cobertura contractual.
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En palabras del dictamen 384/2020, de 8 de julio, del Consejo Consultivo de Andalucía,  
“Para apreciar si efectivamente concurre la causa de nulidad referida es necesario tener en 
cuenta  cuál  ha  sido  la  vigencia  del contrato.  En  este  orden  de  cosas,  resulta  que 
el contrato tenía una duración inicial de 24 meses que finalizaba el 30 de junio de 2017 y que,  
dado que estaba permitida la prórroga y que la misma se acordó el 10 de junio de 2017 hasta el 
30 de junio de 2019, la prestación de servicios con legal cobertura contractual finalizó ese día,  
de modo que los prestados con posterioridad carecían de ella.

Eso  significa  que  estamos ante  una  contratación  verbal  prohibida  por  la  normativa 
vigente  aplicable  (art.  28.1  del  TRLCSP),  salvo  que  hubiese  procedido  la  contratación  de 
emergencia, como esos mismos preceptos señalan, que claramente no operaba en el presente 
caso pues conforme al artículo 113.1 del TRLCSP solo sería posible “cuando la Administración 
tenga  que  actuar  de  manera  inmediata  a  causa  de  acontecimientos  catastróficos,  de 
situaciones que supongan grave peligro o de necesidades que afecten a la defensa nacional”.

Por tanto, es claro que concurre la causa de nulidad prevista en la letra e) del artículo 
47.1 de la Ley 39/2015, consistente en que se haya prescindido total  y absolutamente del  
procedimiento legalmente establecido”.

Respecto  a  la  normativa  aplicable,  atendiendo  a  la  fecha  en  que  se  prestan  los 
servicios, y aquella en que se incoa el expediente de revisión de oficio, la contratación debería 
haberse sometido a la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos de Sector Público, por la  
que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y 
del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (en adelante LCSP), y del  
mismo modo, a esta regulación se someterá el  procedimiento de revisión de oficio que se 
contempla en el Título V, Capítulo I (artículos 106 a 111) de la citada Ley 39/2015.

Por tanto, Las causas de nulidad a considerar, serían las previstas en el artículo 39 de 
la LCSP, cuya apartado 1º se remite al artículo 47 de la Ley 39/2015. 

La consecuencia, que de acuerdo con los art. 38 y siguientes de la LCSP y 47 de la 
LPACAP, que se produciría, si se aprecia una posible causa de nulidad de pleno derecho por 
prescindir  total  y  absolutamente  del  procedimiento  legalmente  establecido,  sería  la 
imposibilidad de que se deriven obligaciones contractuales, lo que no exime de la obligación de 
abonar los servicios, tal como dispone el art. 41.2 de la LCSP. 

En conclusión, a la vista de lo expuesto, la posible existencia de una causa de nulidad,  
hace que la vía adecuada, para la tramitación de estas obligaciones, sea el de la tramitación  
del procedimiento de revisión de oficio, de los contratos, de conformidad con lo establecido en 
el artículo 39.2 de la LCSP.

Por otra parte, y en lo atinente al procedimiento de revisión de oficio, el artículo 41.1 de 
la  LCSP establece  que  la  revisión  de  oficio  de  los  actos  preparatorios  y  de  los  actos  de 
adjudicación de los contratos se efectuará de conformidad con lo establecido en el capítulo I del 
Título V de la LPAC, que regula la revisión de oficio (artículos 106 y siguientes). 

Asimismo, el apartado b) de la Disposición Transitoria tercera de la Ley 39/2015, LPAC, 
prevé que los procedimientos de revisión de oficio iniciados después de su entrada en vigor, se 
sustancien por las normas en dicha ley establecidas. 

En  este  sentido,  el  artículo  106.1  de  la  LPAC  regula  la  posibilidad  de  que  las 
Administraciones  públicas,  en  cualquier  momento,  por  iniciativa  propia  o  a  solicitud  de 
interesado, declaren de oficio la nulidad de los actos administrativos que hayan puesto fin a la 
vía  administrativa  o  que  no hayan sido  recurridos  en  plazo.  Para  ello  será  necesario  que 
concurra en el acto a revisar alguna de las causas de nulidad de pleno derecho previstas en el 
artículo 47.1 de la LPAC. 
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Del referido artículo 106.1 de la LPAC se desprende que la adopción del acuerdo de 
revisión  de  oficio  tendrá  lugar  siempre  previo  dictamen  favorable  del  órgano  consultivo 
correspondiente. La referencia que el artículo 106.1 de la LPAC hace al Consejo de Estado “u 
órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma”, debe entenderse hecha al Consejo 
Consultivo de Andalucía.

Con carácter general, el procedimiento de revisión de oficio tiene por objeto expulsar 
del ordenamiento jurídico aquellos actos administrativos que se encuentren viciados de nulidad 
radical por cualquiera de las causas establecidas en la ley. La revisión de oficio se configura 
como una potestad excepcional de la Administración para dejar sin efecto sus propios actos y 
disposiciones, al margen de cualquier intervención de la jurisdicción contencioso-administrativa, 
razón por la cual esta potestad de expulsión de los actos administrativos de la vida jurídica 
debe ser objeto de interpretación restrictiva tal como recoge la Sentencia del Tribunal Supremo 
de 30 junio 2004, entiende que solo se justifica en aquellos supuestos en que los actos a 
revisar  adolezcan  de un  defecto  de la  máxima gravedad,  es  decir,  que estén  viciados  de 
nulidad radical o de pleno derecho.

Como recuerda el  Tribunal Supremo en su sentencia de 25 de noviembre de 2015 
(recurso 269/2014): “La doctrina sentada por esta Sala (entre las más recientes, sentencia de 7 
de febrero de 2013 –recurso núm. 563/2010-), configura dicho procedimiento como un medio 
extraordinario de supervisión del  actuar administrativo,  verdadero procedimiento de nulidad, 
que resulta cuando la invalidez se fundamenta en una causa de nulidad de pleno derecho, cuya  
finalidad es la de facilitar  la depuración de los vicios de nulidad radical  o absoluta de que 
adolecen los actos administrativos, con el inequívoco propósito de evitar que el transcurso de 
los breves plazos de impugnación de aquellos derive en su consolidación definitiva”. 

Se trata  de una potestad cuyo ejercicio  requiere una especial  ponderación ya que, 
como  señala  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  30  de  septiembre  de  2015  (recurso 
733/2013) con cita de la sentencia de 17 de enero de 2006 (recurso 776/2001) se trata de 
confrontar dos exigencias contrapuestas, el principio de legalidad y el de seguridad jurídica por 
los que solo procede la revisión en “concretos supuestos en que la legalidad se ve gravemente 
afectada  y  con  respeto  y  observancia  de  determinadas  garantías  procedimentales  en 
salvaguardia de la seguridad jurídica, y todo ello limitando en el tiempo el plazo para ejercer la 
acción, cuando los actos han creado derechos a favor de terceros”. 

Más recientemente, el Tribunal Supremo ha vuelto a pronunciarse sobre el carácter 
restrictivo y riguroso de la potestad de revisión de oficio en su sentencia de 10 de febrero de 
2017 (rec. 7/2015): “La acción de nulidad no es el último remedio impugnatorio susceptible de 
utilizar cuando se ha agotado el sistema de recursos normal, en el que cabe, pues, alegar  
cuantas causas de oposición quepa contra los actos combatidos, sino que se constituye como 
instrumento excepcional 21/30 y extraordinario para evitar la producción de efectos jurídicos de 
aquellos actos viciados de nulidad radical. De ahí, como medio excepcional y extraordinario, 
que  las  exigencias  formales  y  materiales  para  su  ejercicio  hayan  de  exigirse  de  manera 
absolutamente rigurosa, y toda interpretación que se haga de los dictados del artículo 102 de la 
LRJPA haya de ser necesariamente restrictiva, ya que no exigir este rigor sería desvirtuar la 
naturaleza y finalidad de esta acción de nulidad y la puesta en peligro constante del principio de 
seguridad jurídica. Formalmente, por tanto, no cabe ejercitar esta acción de nulidad más que 
contra  actos  que  hayan  puesto  fin  a  la  vía  administrativa  o  contra  los  que  no  se  haya 
interpuesto recurso administrativo en plazo. Materialmente es exigencia ineludible que el vicio 
del que adolece el acto sea de los que hacen al mismo radicalmente nulo por así contemplarse 
en el artículo 62.1 de la LRJPA”. 

En lo que atañe a la competencia para la revisión de oficio, corresponde al órgano de 
contratación, tal como mantiene reiteradamente el Consejo Consultivo de Andalucía, (podemos 
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traer a colación los dictámenes 198, 199, o 200 del año 2020, adoptados todos ellos, el 25 de 
marzo),  ya  que  el  artículo  41.3  de  la  Ley  9/2017  lo  establece  expresamente,  y  añade el  
apartado  4º  de  este  mismo  precepto  que:  "salvo  determinación  expresa  en  contrario,  la 
competencia para declarar la nulidad o la lesividad se entenderá delegada conjuntamente con 
la  competencia  para  contratar.  No  obstante,  la  facultad  de  acordar  una indemnización  por 
perjuicios en caso de nulidad no será susceptible de delegación, debiendo resolver sobre la 
misma, en todo caso, el órgano delegante; a estos efectos, si se estimase pertinente reconocer 
una indemnización, se elevará el expediente al órgano delegante, el cual, sin necesidad de 
avocación previa y expresa, resolverá lo procedente sobre la declaración de nulidad conforme a 
lo previsto en la Ley 39/2015".

Las consecuencias que produce la nulidad del contrato se encuentran previstas en el 
artículo  42.1  de  la  LCSP,  de  acuerdo  con  el  cual “la  declaración  de  nulidad  de  los  actos 
preparatorios del contrato o de la adjudicación, cuando sea firme, llevará en todo caso consigo 
la  del  mismo  contrato,  que  entrará  en  fase  de  liquidación,  debiendo  restituirse  las  partes 
recíprocamente las cosas que hubiesen recibido en virtud del mismo y si esto no fuese posible 
se devolverá su valor. La parte que resulte culpable deberá indemnizar a la contraria de los 
daños y perjuicios que haya sufrido”.

En  el  caso  de  que  se  proceda  a  declarar  la  nulidad  del  contrato,  también  se 
determinarán las consecuencias de la liquidación del contrato, que trae consigo la nulidad del 
mismo,  es  decir,  tanto  la  restitución  de  las  prestaciones,  y  en  el  caso  de  además,  fuera 
necesario determinar algún tipo de indemnización, a satisfacer por la parte que resulte culpable 
de la nulidad, se abrirá una pieza separada para la fijación de las misma.

El  plazo para resolver  y  notificar  el  procedimiento de revisión de oficio,  es de seis 
meses, de acuerdo con lo previsto en el artículo 106.5 de la Ley 39/2015.

Por ello, y conforme facultades delegadas por resolución de la Alcaldía 330/2019, de 28 
de junio, la Junta de Gobierno Local con la asistencia de siete de sus nueve miembros de  
derecho, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

Primero.- Incoar expediente de revisión de oficio del contrato cuyo adjudicatario es la 
empresa E-XISTO DISEÑO WEB, S.L con NIF: B91099473, que es un contrato posterior a la 
Ley 9/2017, de Prórroga Tácita, tipo de contrato: servicio y procedimiento: contrato menor,  y 
cuya prestación e importe, aparecen relacionados en el cuadro que figura en la parte expositiva 
del presente acuerdo.

Segundo.- Dar audiencia por plazo de 10 días a la empresa E-XISTO DISEÑO WEB, 
S.L

Tercero.- Dar traslado del expediente, una vez finalizado el trámite de audiencia del 
interesado, a los Servicios Municipales para que informen las alegaciones presentadas, y tras 
ello sea emitido el procedente informe-propuesta.

Cuarto.- Solicitar, en su caso y realizados todos los trámites anteriores, adjuntando la 
propuesta de resolución, el Dictamen del Consejo Consultivo de Andalucía; y una vez recibido,  
en su caso, el expresado dictamen , someter la propuesta de resolución a la Junta de Gobierno 
Local, como órgano competente, por ser el órgano de contratación.

Quinto.- El órgano encargado de la tramitación de este expediente será la Secretaría 
municipal Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra.

Sexto.- Comunicar la presente resolución a Intervención y Secretaría municipales, así 
como al Servicio de Contratación.
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6º  SECRETARÍA/COMERCIO/EXPTE.  17000/2021.  REVISIÓN  DE  OFICIO  DE 
LISTADO DE FACTURAS CORRESPONDIENTES A CONTRATOS POSTERIORES A LA LEY 
9/2017,  DE PRÓRROGA TÁCITA, TIPO DE CONTRATO, SERVICIO Y PROCEDIMIENTO, 
CONTRATO MENOR.-  Examinado el expediente que se tramita sobre revisión de oficio de 
listado  de  facturas  correspondientes  a  contratos  posteriores  a  la  Ley  9/2017,  de  Prórroga 
Tácita, tipo de contrato, servicio y procedimiento, contrato menor, y resultando:

En relación con el expediente que se tramita para proceder a la revisión de oficio de 
contratos,  y  de  conformidad  con  lo  establecido  en  el  artículo  175  del  Reglamento  de 
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, aprobado por el 
Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, emito el siguiente 

INFORME-PROPUESTA DE RESOLUCIÓN

El presente expediente tiene su fundamento, en el Informe emitido conjuntamente por el 
Secretario y el Interventor de este Ayuntamiento, con fecha de 8 de noviembre de 2019, en el 
que ponen de manifiesto una serie de obligaciones de pago a contratistas, que resultan de 
prestaciones,  que  tuvieron  que  ser  objeto  de  los  correspondientes  procedimientos  de 
contratación, y sin embargo estos procedimientos no se han seguido en absoluto, o existen 
vicios en los mismos, de tal entidad,  que su consecuencia es la nulidad de pleno derecho de 
los respectivos contratos.

Por el Secretario y el Interventor se propone abrir expediente de revisión de oficio de 
todos estos contratos, de los que derivan las obligaciones pendiente de pago, en aplicación de 
los  artículos  39  y  41  Ley  9/2017,  de  8  de  noviembre,  de Contratos  del  Sector  Público,  y  
solicitarle al Consejo Consultivo de Andalucía dictamen al respecto.

El citado informe tiene su fundamento, en el pronunciamiento del Pleno de la Cámara 
de Cuentas de Andalucía, en su sesión celebrada el día 2 de julio de 2019, que ha aprobado el 
Informe de fiscalización sobre el análisis de los acuerdos y resoluciones contrarios a reparos 
formulados por los interventores locales y las anomalías detectadas en materia de ingresos, así 
como sobre los acuerdos adoptados con omisión del trámite de fiscalización previa del ejercicio 
2016 (BOJA número180, de 18 de septiembre de 2019).

Entre  las  conclusiones  de  dicho  informe  respecto  al  análisis  de  la  Diputaciones 
Provinciales y de los Ayuntamientos de municipios de más de 50.000 habitantes, entre los que 
se encuentra el de Alcalá de Guadaíra, en el apartado relativo a expedientes tramitados al  
margen del procedimiento, se encuentran las siguientes:

“Los procedimientos para tramitar este tipo de gastos no se encuentran adecuadamente 
regulados en el  ámbito  local,  lo  que está  dando lugar  a que las entidades locales utilicen 
procedimientos  diferentes  para  tramitarlos.  Muchas  entidades  emplean  con  reiteración  el 
expediente de reconocimiento extrajudicial de crédito para aplicar al presupuesto gastos de 
ejercicios anteriores realizados al  margen del procedimiento,  bien porque no existía crédito 
presupuestario  en  el  momento  de  ejecutar  el  gasto,  bien  porque  se  tramitaron  gastos 
prescindiendo del procedimiento legalmente aplicable en cada caso.

La principal justificación para la aprobación de este tipo de expedientes tramitados al  
margen  del  procedimiento  es  evitar  el  enriquecimiento  injusto  de  la  Administración.  El 
expediente  de  reconocimiento  extrajudicial  de  crédito  es  un  procedimiento  de  carácter 
extraordinario para aplicar al presupuesto del ejercicio obligaciones contraídas en ejercicios 
anteriores, y cuya utilización debe tener carácter excepcional.

En  relación  con  los  acuerdos  de  convalidación  de  expedientes  de  gastos  en  cuya 
tramitación  se  haya  omitido  la  fiscalización  previa,  manifestar  que  ésta  sólo  sanaría  la 
anulabilidad en que incurra un acto como consecuencia de dicha omisión, pero no otros vicios 
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del procedimiento que fueran causa de nulidad o no subsanables. Se encuentran en este último 
supuesto,  entre  otros,  aquellos  en  los  que  se  ha  tramitado  el  gasto  prescindiendo total  y 
absolutamente del procedimiento legalmente establecido. 

Respecto  a  esta  práctica,  se  debe  tener  en  cuenta  que  el  Consejo  Consultivo  de 
Andalucía,  en  una  consolidada  doctrina,  mantiene  que  cuando  se  hayan  realizado 
determinadas prestaciones o servicios para la Administración prescindiendo del procedimiento 
legalmente establecido o sin la necesaria consignación presupuestaria, no procede tramitar un 
expediente  de  responsabilidad  extracontractual  para  evitar  el  enriquecimiento  injusto  de  la 
Administración, sino que la entidad debe declarar la nulidad del contrato, según lo dispuesto en 
el vigente artículo 39 dela LCSP. La entidad local está obligada a abonar las obras o servicios  
efectuados por sus proveedores para evitar el enriquecimiento injusto, pero el reconocimiento 
de tal obligación pasa por la previa tramitación de un procedimiento para la declaración de 
nulidad y por la aplicación de las consecuencias jurídicas que el  legislador ha establecido para 
los contratos nulos de pleno derecho. La realización de este tipo de gastos sin la preceptiva 
cobertura procedimental exigida por la normativa vigente en la materia y, por tanto, nulos de 
pleno derecho, debe implicar la exigencia de depuración de responsabilidades por actuaciones 
administrativas irregulares. La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la  
información pública y buen gobierno,tipifica, en sus artículos 27 y 28, como faltas muy graves, 
el aprobar compromisos de gastos,reconocimiento de obligaciones y ordenación de pagos sin 
crédito  suficiente  para  realizarlos  o  con  infracción  de  lo  dispuesto  en  la  normativa 
presupuestaria que sea aplicable, así como la omisión del trámite de intervención previa de los 
gastos, obligaciones o pagos, cuando ésta resulte preceptiva o del procedimiento de resolución 
de discrepancias frente a los reparos suspensivos de la intervención, regulado en la normativa 
presupuestaria.”

Múltiples pronunciamientos del Consejo Consultivo de Andalucía mantienes que cuando 
la responsabilidad se derive de un contrato entre la Administración y un particular  no será 
aplicable la doctrina del enriquecimiento injusto (responsabilidad extracontractual), sino que se 
debe  aplicar  la  legislación  de  contratos  y  los  mecanismos  previstos  en  la  misma 
(responsabilidad contractual).

Así, en el Dictamen 270/2002, de 23 de octubre, se afirma: “…ni los particulares ni la 
Administración tienen facultades dispositivas sobre el procedimiento que en cada caso ha de 
seguirse… Tanto la vía del enriquecimiento injusto, como la de la responsabilidad patrimonial 
de la Administración, han sido descartadas por el Consejo Consultivo en estos casos, dado que 
se  considera  que  el  ordenamiento  jurídico  ha  arbitrado  una  vía  específica  regulada  en  la 
legislación de contratos…”.

Por lo  que se  refiere  al  artículo  28 del  Real  Decreto  424/2017,  de 28  de  abril,  tal 
precepto permite que la materialización de la revisión de los actos dictados con infracción del 
ordenamiento jurídico se efectúe acudiendo a la vía de indemnización de daños y perjuicios 
siempre que sea presumible que el importe de tales indemnizaciones fuera inferior al que se 
propone. Es decir, admite la posibilidad de reconocer una indemnización por daños y perjuicios 
en vía administrativa, siempre que ésta sea presumiblemente inferior a la que se propone. En 
caso contrario, será necesario acudir a los tribunales de justicia para que sean éstos los que  
cuantifiquen el importe de la misma.

Tal precepto en nada contradice la postura del Consejo Consultivo, pues, tal y como se 
acaba de reseñar,  en el  ámbito  de la  Comunidad Autónoma de Andalucía,  y  siguiendo su 
doctrina, cuando la indemnización derive de prestaciones de servicio que han incumplido la 
legislación de contratos, necesariamente se deben aplicar los artículos 39 y 41 Ley 9/2017, de 
8 de noviembre, de Contratos del Sector Público y proceder a la revisión de oficio del contrato.
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Por  último,  la  declaración  de  nulidad  traerá  consigo,  la  liquidación  del  contrato, 
restituyéndose las partes lo que recibieron de la otra, y si ello no fuera posible, se devolverá su 
valor,  y  por  lo  que  respecta  al  importe,  será  el  Consejo  Consultivo,  el  que  informará 
favorablemente o  no,  la  propuesta que realice el  Ayuntamiento,  apreciando las situaciones 
concretas de cada supuesto,  el  que determine si  la restitución debe incluir  solo los costes 
efectivos de la prestación efectuada o también los demás componentes del contrato (beneficio 
industrial). 

Estas  obligaciones  derivadas  de  contratos,  en  cuya  preparación  y  adjudicación 
concurren vicios constitutivos de causas de nulidad de pleno derecho, aparecen reflejados en 
una serie de facturas presentadas en el Ayuntamiento por la empresa  SEARO SERVICIOS 
GENERALES, S.L.U.

Este expediente obra exclusivamente sobre  listado de facturas correspondientes a un  
contrato  posterior  a  la  Ley  9/2017,  de  Prórroga  Tácita,  tipo  de  contrato:  servicio  y 
procedimiento:  contratos  menores,  habiéndose   elaborado  una  memoria  por  el  servicio 
municipal, al que son imputables, por el contenido de la prestación a la que se refiere, suscrita 
por el técnico municipal responsable del servicio, y por el Concejal Delegado competente sobre 
el mismo,  en las cuales se informa sobre los siguientes conceptos:  

Primero: Que la prestación a la que se refiere la factura,  y que sería el objeto del 
correspondiente contrato, ha sido efectivamente realizada por el contratista.

Segundo: Que el importe de la prestación que se contiene en la factura es el adecuado 
a los precios del mercado.

Tercero: Justificación de la elección de la empresa contratista.

Cuarto.  Propuesta de la revisión de oficio del contrato, teniendo en cuenta el referido 
informe emitido por el Secretario y el Interventor del Ayuntamiento.

Quinto:  Determinación de las circunstancias, que en su caso, si se aprueba la revisión 
del contrato, y ello conlleva la liquidación, se excluya, o no, del importe a abonar al contratista 
el porcentaje del 6% en que se cuantifica el beneficio industrial.

De conformidad con el dictamen del Consejo Consultivo de Andalucía 360/2020, de 24 
de junio, en la memoria que figura en el presente expediente, de contratos anteriores a la Ley 
9/2017, de Prórroga Tácita, tipo de contrato: servicio y procedimiento: contratos menores se ha 
acreditado, que todas las prestaciones objeto de los contratos que se pretenden revisar,  , han 
sido realizadas por encargo de los diferentes servicios municipales competentes, y así el citado 
dictamen mantiene como “  Conviene aclarar,  como este Consejo  Consultivo indicaba en el 
dictamen 123/2019, que solo los actos administrativos pueden ser objeto de revisión de oficio y 
no los actos de los particulares. Eso significa que solo es posible la revisión de oficio en este 
caso si los servicios realizados fueron encargados o permitidos por la Administración, pues solo 
entonces existiría una actuación de la Administración, susceptible de revisión de oficio; en otro 
caso se estaría ante actuaciones realizadas por cuenta y riesgo de la empresa, que ésta debe,  
pues, asumir.”.

Tanto las facturas, como la memoria, figuran en el presente expediente, y pudiendo 
determinar, a partir de ellas, cual es el contrato objeto de revisión de oficio, en este caso  un 
contrato  posterior  a  la  Ley  9/2017,  de  Prórroga  Tácita,  tipo  de  contrato:  servicio  y 
procedimiento: contrato menor, y que pasamos a relacionar, por el contenido de la prestación 
realizada, el valor de la misma y el nombre del contratista, en este caso SEARO SERVICIOS 
GENERALES, S.L.U. con NIF  B91813352: 
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Nº Proveedor Fecha Importe 
IVA exc.

Importe 
IVA inc.

Observaciones

1-000108 SEARO 
SERVICIOS 
GENERALES, 
S.L.U.

31-03-2021 1.805,00 2.184,05 Horas de limpieza mes de marzo de 
2021

1-000146 SEARO 
SERVICIOS 
GENERALES, 
S.L.U.

30-04-2021 1.871,50 2.264,52 Horas de limpieza mes abril de 2021

 

La causa de nulidad establecidas en la anterior relación de facturas que corresponden a 
un  contrato  posterior  a  la  Ley  9/2017,  de  Prórroga  Tácita,  tipo  de  contrato:  servicio  y 
procedimiento contratos menores, es que se trata de contratos objeto de una prórroga tácita.

Respecto a la “prorroga tácita” o “tácita reconducción”,  según           terminología 
civilista,  como  causa  de  nulidad,  se  debe a  que  lisa  y  llanamente  están  prohibidas  en  la 
contratación pública; y se trata de un supuesto en el que el contratista continúa facturando por  
la realización de dicho servicio. Este proceder es,      de todo punto, contrario a lo establecido 
en el artículo 29.2 de la Ley de Contratos del Sector Público, cuando determina que “En ningún 
caso podrá producirse la prórroga por el consentimiento tácito de las partes”.

Aquí,  en  consecuencia,  extinguido  el  contrato  y  sus  prórrogas,  estamos  ante  una 
contratación de facto, no amparada en precepto legal, apreciándose de lleno y de plano -y por 
más que en la esfera administrativa ha de ser aplicada con mucha parsimonia y moderación la 
teoría jurídica de las nulidades,  dada la complejidad de los intereses en los que los actos 
administrativos entran en juego, como nos dice el Tribunal Supremo-, la existencia de nulidad 
de pleno derecho de lo actuado tras la finalización del contrato formalizado.

A mayor abundamiento, el propio Consejo Consultivo de Andalucía, reconduce estas 
prestaciones, que se realizan dentro de lo que podíamos denominar como “prórrogas tácitas”, a 
meros contratos verbales, ya que una vez vencido el periodo de duración de los contratos y las 
posibles prórrogas, carecerían de cobertura contractual.

En palabras del dictamen 384/2020, de 8 de julio, del Consejo Consultivo de Andalucía,  
“Para apreciar si efectivamente concurre la causa de nulidad referida es necesario tener en 
cuenta  cuál  ha  sido  la  vigencia  del contrato.  En  este  orden  de  cosas,  resulta  que 
el contrato tenía una duración inicial de 24 meses que finalizaba el 30 de junio de 2017 y que,  
dado que estaba permitida la prórroga y que la misma se acordó el 10 de junio de 2017 hasta el 
30 de junio de 2019, la prestación de servicios con legal cobertura contractual finalizó ese día,  
de modo que los prestados con posterioridad carecían de ella.

Eso  significa  que  estamos ante  una  contratación  verbal  prohibida  por  la  normativa 
vigente  aplicable  (art.  28.1  del  TRLCSP),  salvo  que  hubiese  procedido  la  contratación  de 
emergencia, como esos mismos preceptos señalan, que claramente no operaba en el presente 
caso pues conforme al artículo 113.1 del TRLCSP solo sería posible “cuando la Administración 
tenga  que  actuar  de  manera  inmediata  a  causa  de  acontecimientos  catastróficos,  de 
situaciones que supongan grave peligro o de necesidades que afecten a la defensa nacional”.

Por tanto, es claro que concurre la causa de nulidad prevista en la letra e) del artículo 
47.1 de la Ley 39/2015, consistente en que se haya prescindido total  y absolutamente del  
procedimiento legalmente establecido”.

Respecto  a  la  normativa  aplicable,  atendiendo  a  la  fecha  en  que  se  prestan  los 
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servicios, y aquella en que se incoa el expediente de revisión de oficio, la contratación debería 
haberse sometido a la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos de Sector Público, por la  
que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y 
del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (en adelante LCSP), y del  
mismo modo, a esta regulación se someterá el  procedimiento de revisión de oficio que se 
contempla en el Título V, Capítulo I (artículos 106 a 111) de la citada Ley 39/2015.

Por tanto, Las causas de nulidad a considerar, serían las previstas en el artículo 39 de 
la LCSP, cuya apartado 1º se remite al artículo 47 de la Ley 39/2015. 

La consecuencia, que de acuerdo con los art. 38 y siguientes de la LCSP y 47 de la 
LPACAP, que se produciría, si se aprecia una posible causa de nulidad de pleno derecho por 
prescindir  total  y  absolutamente  del  procedimiento  legalmente  establecido,  sería  la 
imposibilidad de que se deriven obligaciones contractuales, lo que no exime de la obligación de 
abonar los servicios, tal como dispone el art. 41.2 de la LCSP. 

En conclusión, a la vista de lo expuesto, la posible existencia de una causa de nulidad,  
hace que la vía adecuada, para la tramitación de estas obligaciones, sea el de la tramitación  
del procedimiento de revisión de oficio, de los contratos, de conformidad con lo establecido en 
el artículo 39.2 de la LCSP.

Por otra parte, y en lo atinente al procedimiento de revisión de oficio, el artículo 41.1 de 
la  LCSP establece  que  la  revisión  de  oficio  de  los  actos  preparatorios  y  de  los  actos  de 
adjudicación de los contratos se efectuará de conformidad con lo establecido en el capítulo I del 
Título V de la LPAC, que regula la revisión de oficio (artículos 106 y siguientes). 

Asimismo, el apartado b) de la Disposición Transitoria tercera de la Ley 39/2015, LPAC, 
prevé que los procedimientos de revisión de oficio iniciados después de su entrada en vigor, se 
sustancien por las normas en dicha ley establecidas. 

En  este  sentido,  el  artículo  106.1  de  la  LPAC  regula  la  posibilidad  de  que  las 
Administraciones  públicas,  en  cualquier  momento,  por  iniciativa  propia  o  a  solicitud  de 
interesado, declaren de oficio la nulidad de los actos administrativos que hayan puesto fin a la 
vía  administrativa  o  que  no hayan sido  recurridos  en  plazo.  Para  ello  será  necesario  que 
concurra en el acto a revisar alguna de las causas de nulidad de pleno derecho previstas en el 
artículo 47.1 de la LPAC. 

Del referido artículo 106.1 de la LPAC se desprende que la adopción del acuerdo de 
revisión  de  oficio  tendrá  lugar  siempre  previo  dictamen  favorable  del  órgano  consultivo 
correspondiente. La referencia que el artículo 106.1 de la LPAC hace al Consejo de Estado “u 
órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma”, debe entenderse hecha al Consejo 
Consultivo de Andalucía.

Con carácter general, el procedimiento de revisión de oficio tiene por objeto expulsar 
del ordenamiento jurídico aquellos actos administrativos que se encuentren viciados de nulidad 
radical por cualquiera de las causas establecidas en la ley.  La revisión de  oficio se configura 
como una potestad excepcional de la Administración para dejar sin efecto sus propios actos y 
disposiciones, al margen de cualquier intervención de la jurisdicción contencioso-administrativa, 
razón por la cual esta potestad de expulsión de los actos administrativos de la vida jurídica 
debe ser objeto de interpretación restrictiva tal como recoge  la Sentencia del Tribunal Supremo 
de 30 junio 2004, entiende que solo se justifica en aquellos supuestos en que los actos a 
revisar  adolezcan  de un  defecto  de la  máxima gravedad,  es  decir,  que estén  viciados  de 
nulidad radical o de pleno derecho.

Como recuerda el  Tribunal Supremo en su sentencia de 25 de noviembre de 2015 
(recurso 269/2014): “La doctrina sentada por esta Sala (entre las más recientes, sentencia de 7 
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de febrero de 2013 –recurso núm. 563/2010-), configura dicho procedimiento como un medio 
extraordinario de supervisión del  actuar administrativo,  verdadero procedimiento de nulidad, 
que resulta cuando la invalidez se fundamenta en una causa de nulidad de pleno derecho, cuya  
finalidad es la de facilitar  la depuración de los vicios de nulidad radical  o absoluta de que 
adolecen los actos administrativos, con el inequívoco propósito de evitar que el transcurso de 
los breves plazos de impugnación de aquellos derive en su consolidación definitiva”. 

Se trata  de una potestad cuyo ejercicio  requiere una especial  ponderación ya que, 
como  señala  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  30  de  septiembre  de  2015  (recurso 
733/2013) con cita de la sentencia de 17 de enero de 2006 (recurso 776/2001) se trata de 
confrontar dos exigencias contrapuestas, el principio de legalidad y el de seguridad jurídica por 
los que solo procede la revisión en “concretos supuestos en que la legalidad se ve gravemente 
afectada  y  con  respeto  y  observancia  de  determinadas  garantías  procedimentales  en 
salvaguardia de la seguridad jurídica, y todo ello limitando en el tiempo el plazo para ejercer la 
acción, cuando los actos han creado derechos a favor de terceros”. 

Más recientemente, el Tribunal Supremo ha vuelto a pronunciarse sobre el carácter 
restrictivo y riguroso de la potestad de revisión de oficio en su sentencia de 10 de febrero de 
2017 (rec. 7/2015): “La acción de nulidad no es el último remedio impugnatorio susceptible de 
utilizar cuando se ha agotado el sistema de recursos normal, en el que cabe, pues, alegar  
cuantas causas de oposición quepa contra los actos combatidos, sino que se constituye como 
instrumento excepcional 21/30 y extraordinario para evitar la producción de efectos jurídicos de 
aquellos actos viciados de nulidad radical. De ahí, como medio excepcional y extraordinario, 
que  las  exigencias  formales  y  materiales  para  su  ejercicio  hayan  de  exigirse  de  manera 
absolutamente rigurosa, y toda interpretación que se haga de los dictados del artículo 102 de la 
LRJPA haya de ser necesariamente restrictiva, ya que no exigir este rigor sería desvirtuar la 
naturaleza y finalidad de esta acción de nulidad y la puesta en peligro constante del principio de 
seguridad jurídica. Formalmente, por tanto, no cabe ejercitar esta acción de nulidad más que 
contra  actos  que  hayan  puesto  fin  a  la  vía  administrativa  o  contra  los  que  no  se  haya 
interpuesto recurso administrativo en plazo. Materialmente es exigencia ineludible que el vicio 
del que adolece el acto sea de los que hacen al mismo radicalmente nulo por así contemplarse 
en el artículo 62.1 de la LRJPA”. 

En lo que atañe a la competencia para la revisión de oficio, corresponde al órgano de 
contratación, tal como mantiene reiteradamente el Consejo Consultivo de Andalucía, (podemos 
traer a colación los dictámenes 198, 199, o 200 del año 2020, adoptados todos ellos, el 25 de 
marzo),  ya  que  el  artículo  41.3  de  la  Ley  9/2017  lo  establece  expresamente,  y  añade el  
apartado  4º  de  este  mismo  precepto  que:  "salvo  determinación  expresa  en  contrario,  la 
competencia para declarar la nulidad o la lesividad se entenderá delegada conjuntamente con 
la  competencia  para  contratar.  No  obstante,  la  facultad  de  acordar  una indemnización  por 
perjuicios en caso de nulidad no será susceptible de delegación, debiendo resolver sobre la 
misma, en todo caso, el órgano delegante; a estos efectos, si se estimase pertinente reconocer 
una indemnización, se elevará el expediente al órgano delegante, el cual, sin necesidad de 
avocación previa y expresa, resolverá lo procedente sobre la declaración de nulidad conforme a 
lo previsto en la Ley 39/2015".

Las consecuencias que produce la nulidad del contrato se encuentran previstas en el 
artículo  42.1  de  la  LCSP,  de  acuerdo  con  el  cual “la  declaración  de  nulidad  de  los  actos 
preparatorios del contrato o de la adjudicación, cuando sea firme, llevará en todo caso consigo 
la  del  mismo  contrato,  que  entrará  en  fase  de  liquidación,  debiendo  restituirse  las  partes 
recíprocamente las cosas que hubiesen recibido en virtud del mismo y si esto no fuese posible 
se devolverá su valor. La parte que resulte culpable deberá indemnizar a la contraria de los 
daños y perjuicios que haya sufrido”.
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En  el  caso  de  que  se  proceda  a  declarar  la  nulidad  del  contrato,  también  se 
determinarán las consecuencias de la liquidación del contrato, que trae consigo la nulidad del 
mismo,  es  decir,  tanto  la  restitución  de  las  prestaciones,  y  en  el  caso  de  además,  fuera 
necesario determinar algún tipo de indemnización, a satisfacer por la parte que resulte culpable 
de la nulidad, se abrirá una pieza separada para la fijación de las misma.

El  plazo para resolver  y  notificar  el  procedimiento de revisión de oficio,  es de seis 
meses, de acuerdo con lo previsto en el artículo 106.5 de la Ley 39/2015.

Por ello, y conforme facultades delegadas por resolución de la Alcaldía 330/2019, de 28 
de junio, la Junta de Gobierno Local con la asistencia de siete de sus nueve miembros de  
derecho, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

Primero.- Incoar expediente de revisión de oficio  del contrato cuyo adjudicatario es la 
empresa SEARO SERVICIOS GENERALES, S.L.U. con NIF: B18875559, que es un contrato 
posterior  a  la  Ley  9/2017,  de  Prórroga  Tácita,  tipo  de  contrato:  servicio  y  procedimiento: 
contratos menores, y cuyas prestaciones e importes, aparecen relacionados en el cuadro que 
figura en la parte expositiva del presente acuerdo.

Segundo.-  Dar  audiencia  por  plazo  de  10  días  a  la  empresa  SEARO SERVICIOS 
GENERALES, S.L.U.

Tercero.- Dar traslado del expediente, una vez finalizado el trámite de audiencia del 
interesado, a los Servicios Municipales para que informen las alegaciones presentadas, y tras 
ello sea emitido el procedente informe-propuesta.

Cuarto.- Solicitar, en su caso y realizados todos los trámites anteriores, adjuntando la 
propuesta de resolución, el Dictamen del Consejo Consultivo de Andalucía; y una vez recibido,  
en su caso, el expresado dictamen , someter la propuesta de resolución a la Junta de Gobierno 
Local, como órgano competente, por ser el órgano de contratación.

Quinto.- El órgano encargado de la tramitación de este expediente será la Secretaría 
municipal Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra.

Sexto.- Comunicar la presente resolución a Intervención y Secretaría municipales, así 
como al Servicio de Contratación.

7º  SECRETARÍA/COMERCIO/EXPTE.  17760/2022.  REVISIÓN  DE  OFICIO  DE 
CONTRATOS  DE  LISTADO  DE  FACTURAS  CORRESPONDIENTE  A  CONTRATOS 
ANTERIORES A LA LEY 9/2017, DE PRÓRROGA TÁCITA, TIPO DE CONTRATO, SERVICIO 
Y PROCEDIMIENTO, ABIERTO.- Examinado el expediente que se tramita sobre revisión 
de oficio de contratos de listados de facturas correspondiente a contratos anteriores a la 
Ley 9/2017, de Prórroga Tácita, tipo de contrato.- Examinado el expediente que se tramita 
sobre revisión de oficio de contrato de listado de facturas correspondiente a contratos 
anteriores a la Ley 9/2017, de prórroga tácita, tipo de contrato, servicio y procedimiento,  
abierto, y resultando:

En relación con el expediente que se tramita para proceder a la revisión de oficio de 
contratos,  y  de  conformidad  con  lo  establecido  en  el  artículo  175  del  Reglamento  de 
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, aprobado por el 
Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, emito el siguiente 

INFORME-PROPUESTA DE RESOLUCIÓN

El presente expediente tiene su fundamento, en el Informe emitido conjuntamente por el 
Secretario y el Interventor de este Ayuntamiento, con fecha de 8 de noviembre de 2019, en el 
que ponen de manifiesto una serie de obligaciones de pago a contratistas, que resultan de 
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prestaciones,  que  tuvieron  que  ser  objeto  de  los  correspondientes  procedimientos  de 
contratación, y sin embargo estos procedimientos no se han seguido en absoluto, o existen 
vicios en los mismos, de tal entidad, que su consecuencia es la nulidad de pleno derecho de los 
respectivos contratos.

Por el Secretario y el Interventor se propone abrir expediente de revisión de oficio de 
todos estos contratos, de los que derivan las obligaciones pendiente de pago, en aplicación de 
los  artículos  39  y  41  Ley  9/2017,  de  8  de  noviembre,  de Contratos  del  Sector  Público,  y  
solicitarle al Consejo Consultivo de Andalucía dictamen al respecto.

El citado informe tiene su fundamento, en el pronunciamiento del Pleno de la Cámara 
de Cuentas de Andalucía, en su sesión celebrada el día 2 de julio de 2019, que ha aprobado el 
Informe de fiscalización sobre el análisis de los acuerdos y resoluciones contrarios a reparos 
formulados por los interventores locales y las anomalías detectadas en materia de ingresos, así 
como sobre los acuerdos adoptados con omisión del trámite de fiscalización previa del ejercicio 
2016 (BOJA número180, de 18 de septiembre de 2019).

Entre  las  conclusiones  de  dicho  informe  respecto  al  análisis  de  la  Diputaciones 
Provinciales y de los Ayuntamientos de municipios de más de 50.000 habitantes, entre los que 
se encuentra el de Alcalá de Guadaíra, en el apartado relativo a expedientes tramitados al  
margen del procedimiento, se encuentran las siguientes:

“Los procedimientos para tramitar este tipo de gastos no se encuentran adecuadamente 
regulados en el  ámbito  local,  lo  que está  dando lugar  a que las entidades locales utilicen 
procedimientos  diferentes  para  tramitarlos.  Muchas  entidades  emplean  con  reiteración  el 
expediente de reconocimiento extrajudicial de crédito para aplicar al presupuesto gastos de 
ejercicios anteriores realizados al  margen del procedimiento,  bien porque no existía crédito 
presupuestario  en  el  momento  de  ejecutar  el  gasto,  bien  porque  se  tramitaron  gastos 
prescindiendo del procedimiento legalmente aplicable en cada caso.

La principal justificación para la aprobación de este tipo de expedientes tramitados al  
margen  del  procedimiento  es  evitar  el  enriquecimiento  injusto  de  la  Administración.  El 
expediente  de  reconocimiento  extrajudicial  de  crédito  es  un  procedimiento  de  carácter 
extraordinario para aplicar al presupuesto del ejercicio obligaciones contraídas en ejercicios 
anteriores, y cuya utilización debe tener carácter excepcional.

En  relación  con  los  acuerdos  de  convalidación  de  expedientes  de  gastos  en  cuya 
tramitación  se  haya  omitido  la  fiscalización  previa,  manifestar  que  ésta  sólo  sanaría  la 
anulabilidad en que incurra un acto como consecuencia de dicha omisión, pero no otros vicios 
del procedimiento que fueran causa de nulidad o no subsanables. Se encuentran en este último 
supuesto,  entre  otros,  aquellos  en  los  que  se  ha  tramitado  el  gasto  prescindiendo total  y 
absolutamente del procedimiento legalmente establecido. 

Respecto  a  esta  práctica,  se  debe  tener  en  cuenta  que  el  Consejo  Consultivo  de 
Andalucía,  en  una  consolidada  doctrina,  mantiene  que  cuando  se  hayan  realizado 
determinadas prestaciones o servicios para la Administración prescindiendo del procedimiento 
legalmente establecido o sin la necesaria consignación presupuestaria, no procede tramitar un 
expediente  de  responsabilidad  extracontractual  para  evitar  el  enriquecimiento  injusto  de  la 
Administración, sino que la entidad debe declarar la nulidad del contrato, según lo dispuesto en 
el vigente artículo 39 dela LCSP. La entidad local está obligada a abonar las obras o servicios  
efectuados por sus proveedores para evitar el enriquecimiento injusto, pero el reconocimiento 
de tal obligación pasa por la previa tramitación de un procedimiento para la declaración de 
nulidad y por la aplicación de las consecuencias jurídicas que el legislador ha establecido para  
los contratos nulos de pleno derecho. La realización de este tipo de gastos sin la preceptiva 
cobertura procedimental exigida por la normativa vigente en la materia y, por tanto, nulos de 
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pleno derecho, debe implicar la exigencia de depuración de responsabilidades por actuaciones 
administrativas irregulares. La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la  
información pública y buen gobierno,tipifica, en sus artículos 27 y 28, como faltas muy graves, 
el aprobar compromisos de gastos,reconocimiento de obligaciones y ordenación de pagos sin 
crédito  suficiente  para  realizarlos  o  con  infracción  de  lo  dispuesto  en  la  normativa 
presupuestaria que sea aplicable, así como la omisión del trámite de intervención previa de los 
gastos, obligaciones o pagos, cuando ésta resulte preceptiva o del procedimiento de resolución 
de discrepancias frente a los reparos suspensivos de la intervención, regulado en la normativa 
presupuestaria.”

Múltiples pronunciamientos del Consejo Consultivo de Andalucía mantienes que cuando 
la responsabilidad se derive de un contrato entre la Administración y un particular  no será 
aplicable la doctrina del enriquecimiento injusto (responsabilidad extracontractual), sino que se 
debe  aplicar  la  legislación  de  contratos  y  los  mecanismos  previstos  en  la  misma 
(responsabilidad contractual).

Así, en el Dictamen 270/2002, de 23 de octubre, se afirma: “…ni los particulares ni la 
Administración tienen facultades dispositivas sobre el procedimiento que en cada caso ha de 
seguirse… Tanto la vía del enriquecimiento injusto, como la de la responsabilidad patrimonial 
de la Administración, han sido descartadas por el Consejo Consultivo en estos casos, dado que 
se  considera  que  el  ordenamiento  jurídico  ha  arbitrado  una  vía  específica  regulada  en  la 
legislación de contratos…”.

Por lo  que se  refiere  al  artículo  28 del  Real  Decreto  424/2017,  de 28  de  abril,  tal 
precepto permite que la materialización de la revisión de los actos dictados con infracción del 
ordenamiento jurídico se efectúe acudiendo a la vía de indemnización de daños y perjuicios 
siempre que sea presumible que el importe de tales indemnizaciones fuera inferior al que se 
propone. Es decir, admite la posibilidad de reconocer una indemnización por daños y perjuicios 
en vía administrativa, siempre que ésta sea presumiblemente inferior a la que se propone. En 
caso contrario, será necesario acudir a los tribunales de justicia para que sean éstos los que  
cuantifiquen el importe de la misma.

Tal precepto en nada contradice la postura del Consejo Consultivo, pues, tal y como se 
acaba de reseñar,  en el  ámbito  de la  Comunidad Autónoma de Andalucía,  y  siguiendo su 
doctrina, cuando la indemnización derive de prestaciones de servicio que han incumplido la 
legislación de contratos, necesariamente se deben aplicar los artículos 39 y 41 Ley 9/2017, de 
8 de noviembre, de Contratos del Sector Público y proceder a la revisión de oficio del contrato.

Por  último,  la  declaración  de  nulidad  traerá  consigo,  la  liquidación  del  contrato, 
restituyéndose las partes lo que recibieron de la otra, y si ello no fuera posible, se devolverá su 
valor,  y  por  lo  que  respecta  al  importe,  será  el  Consejo  Consultivo,  el  que  informará 
favorablemente o  no,  la  propuesta que realice el  Ayuntamiento,  apreciando las situaciones 
concretas de cada supuesto,  el  que determine si  la restitución debe incluir  solo los costes 
efectivos de la prestación efectuada o también los demás componentes del contrato (beneficio 
industrial). 

Estas  obligaciones  derivadas  de  contratos,  en  cuya  preparación  y  adjudicación 
concurren vicios constitutivos de causas de nulidad de pleno derecho, aparecen reflejados en 
una  serie  de  facturas  presentadas  en  el  Ayuntamiento  por  la  empresa  TELEFONICA DE 
ESPAÑA S.A.-TELEFONICA MOVILES S.A. UTE DXCII, con NIF U87939062.

En este expediente obra exclusivamente sobre listado de facturas correspondientes a 
un  contrato  anterior  a  la  Ley  9/2017,  de  Prórroga  Tácita,  tipo  de  contrato:  servicio  y 
procedimiento: abierto, habiéndose elaborado una memoria por el servicio municipal, al que 
son imputables, por el contenido de la prestación a la que se refieren, suscritas por el técnico 
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municipal responsable del servicio, y por el Concejal Delegado competente sobre el mismo, en 
las cuales se informa sobre los siguientes conceptos: 

Primero: Que la prestación a la que se refiere la factura,  y que sería el objeto del 
correspondiente contrato, ha sido efectivamente realizada por el contratista.

Segundo: Que el importe de la prestación que se contiene en la factura es el adecuado 
a los precios del mercado.

Tercero: Justificación de la elección de la empresa contratista.

Cuarto.  Propuesta de la revisión de oficio del contrato, teniendo en cuenta el referido 
informe emitido por el Secretario y el Interventor del Ayuntamiento.

Quinto: Determinación de las circunstancias, que en su caso, si se aprueba la revisión 
del contrato, y ello conlleva la liquidación, se excluya, o no, del importe a abonar al contratista 
el porcentaje del 6% en que se cuantifica el beneficio industrial.

De conformidad con el dictamen del Consejo Consultivo de Andalucía 360/2020, de 24 
de junio, en la memoria que figura en el presente expediente, de contratos anteriores a la Ley 
9/2017, de Prórroga Tácita, tipo de contrato: servicio y procedimiento: contrato procedimiento 
abierto se ha acreditado, que la prestación objeto del contrato que se pretenden revisar, hn sido  
realizada por encargo de servicio municipal  competente,  y así  el  citado dictamen mantiene 
como “ Conviene aclarar, como este Consejo Consultivo indicaba en el dictamen 123/2019, que 
solo los actos administrativos pueden ser objeto de revisión de oficio y no los actos de los 
particulares. Eso significa que solo es posible la revisión de oficio en este caso si los servicios 
realizados fueron encargados o permitidos por la Administración, pues solo entonces existiría 
una actuación de la Administración, susceptible de revisión de oficio; en otro caso se estaría 
ante actuaciones realizadas por cuenta y riesgo de la empresa, que ésta debe, pues, asumir.”.

Tanto las facturas, como la memoria, figuran en el presente expediente, y pudiendo 
determinar,  a partir  de ellas,  cual  es el  contrato objeto de revisión de oficio,  en este caso 
contratos  anteriores  a  la  Ley  9/2017,  de  Prórroga  Tácita,  tipo  de  contrato:  servicio  y 
procedimiento: abierto, y que pasamos a relacionar, por el contenido de la prestación realizada, 
el valor de la misma, el contratista TELEFONICA DE ESPAÑA S.A.-TELEFONICA MOVILES 
S.A. UTE DXCII con NIF U87939062 , y la causa de nulidad que concurre en el procedimiento 
de preparación y adjudicación del contrato: 

Nº Proveedor Fecha Importe IVA 
exc.

Importe IVA 
inc.

Observaciones

90MMUT0B0010
TELEFONICA DE ESPAÑA 
S.A.-TELEFONICA 
MOVILES SA - UTE DXCII

03/10/2022 12.866,65 15.568,65
Detalle de conceptos( 1 Sep. 22 a 30 
Sep. 22 )

90MMUT0B0009
TELEFONICA DE ESPAÑA 
S.A.-TELEFONICA 
MOVILES SA - UTE DXCII

01/09/2022 12.866,65 15.568,65
Detalle de conceptos( 1 Ago. 22 a 31 
Ago. 22 )

90MMUT0B0008
TELEFONICA DE ESPAÑA 
S.A.-TELEFONICA 
MOVILES SA - UTE DXCII

01/08/2022
12.866,65

  15.568,65
Detalle de conceptos( 1 Jul. 22 a 31 
Jul. 22 ) 

90MMUT0B0007
TELEFONICA DE ESPAÑA 
S.A.-TELEFONICA 
MOVILES SA - UTE DXCII

01/07/2022 12.866,65 15.568,65
Detalle de conceptos( 1 Jun. 22 a 30 
Jun. 22 ) 
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90MMUT0B0006
TELEFONICA DE ESPAÑA 
S.A.-TELEFONICA 
MOVILES SA - UTE DXCII

01/06/2022 12.866,65 15.568,65
Detalle de conceptos( 1 May. 22 a 31 
May. 22 ) -

90MMUT0B0005
TELEFONICA DE ESPAÑA 
S.A.-TELEFONICA 
MOVILES SA - UTE DXCII

03/05/2022 12.866,65 15.568,65
Detalle de conceptos( 1 Abr. 22 a 30 
Abr. 22 ) 

90MMUT0B0004
TELEFONICA DE ESPAÑA 
S.A.-TELEFONICA 
MOVILES SA - UTE DXCII

01/04/2022 12.866,65 15.568,65
Detalle de conceptos( 1 Mar. 22 a 31 
Mar. 22 )

90MMUT0B0003
TELEFONICA DE ESPAÑA 
S.A.-TELEFONICA 
MOVILES SA - UTE DXCII

01/03/2022 12.866,65 15.568,65
Detalle de conceptos( 1 Feb. 22 a 28 
Feb. 22 ) 

90MMUT0B0002
TELEFONICA DE ESPAÑA 
S.A.-TELEFONICA 
MOVILES SA - UTE DXCII

07/02/2022 12.866,65 15.568,65
Detalle de conceptos( 1 Ene. 22 a 31 
Ene. 22 ) 

90MMUT0B0001
TELEFONICA DE ESPAÑA 
S.A.-TELEFONICA 
MOVILES SA - UTE DXCII

05/01/2022 12.866,65 15.568,65
Detalle de conceptos( 1 Dic. 21 a 31 
Dic. 21 ) 

 

La causa de nulidad establecidas en la anterior relación de facturas que corresponden a 
contratos  anteriores  a  la  Ley  9/2017,  de  Prórroga  Tácita,  tipo  de  contrato:  servicio  y 
procedimiento: contrato abierto, es que se trata de un contrato objeto de prórroga tácita.

Respecto a la “prorroga tácita” o “tácita reconducción”, según terminología civilista, 
como causa de nulidad, se debe a que lisa y llanamente están prohibidas en la contratación 
pública; y se trata de un supuesto en el que el contratista continúa facturando por la realización 
de dicho servicio. Este proceder es, de todo punto, contrario a lo establecido en el artículo 29.2 
de la  Ley  de Contratos del  Sector  Público,  cuando determina  que  “En  ningún caso  podrá 
producirse la prórroga por el consentimiento tácito de las partes”.

Aquí,  en  consecuencia,  extinguido  el  contrato  y  sus  prórrogas,  estamos  ante  una 
contratación de facto, no amparada en precepto legal, apreciándose de lleno y de plano -y por 
más que en la esfera administrativa ha de ser aplicada con mucha parsimonia y moderación la 
teoría jurídica de las nulidades,  dada la complejidad de los intereses en los que los actos 
administrativos entran en juego, como nos dice el Tribunal Supremo-, la existencia de nulidad 
de pleno derecho de lo actuado tras la finalización del contrato formalizado.

A mayor abundamiento, el propio Consejo Consultivo de Andalucía, reconduce estas 
prestaciones, que se realizan dentro de lo que podíamos denominar como “prórrogas tácitas”, a 
meros contratos verbales, ya que una vez vencido el periodo de duración de los contratos y las 
posibles prórrogas, carecerían de cobertura contractual.

En palabras del dictamen 384/2020, de 8 de julio, del Consejo Consultivo de Andalucía,  
“Para apreciar si efectivamente concurre la causa de nulidad referida es necesario tener en 
cuenta  cuál  ha  sido  la  vigencia  del contrato.  En  este  orden  de  cosas,  resulta  que 
el contrato tenía una duración inicial de 24 meses que finalizaba el 30 de junio de 2017 y que,  
dado que estaba permitida la prórroga y que la misma se acordó el 10 de junio de 2017 hasta el 
30 de junio de 2019, la prestación de servicios con legal cobertura contractual finalizó ese día,  
de modo que los prestados con posterioridad carecían de ella.

Eso  significa  que  estamos ante  una  contratación  verbal  prohibida  por  la  normativa 
vigente  aplicable  (art.  28.1  del  TRLCSP),  salvo  que  hubiese  procedido  la  contratación  de 
emergencia, como esos mismos preceptos señalan, que claramente no operaba en el presente 
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caso pues conforme al artículo 113.1 del TRLCSP solo sería posible “cuando la Administración 
tenga  que  actuar  de  manera  inmediata  a  causa  de  acontecimientos  catastróficos,  de 
situaciones que supongan grave peligro o de necesidades que afecten a la defensa nacional”.

Por tanto, es claro que concurre la causa de nulidad prevista en la letra e) del artículo 
47.1 de la Ley 39/2015, consistente en que se haya prescindido total  y absolutamente del  
procedimiento legalmente establecido”.

Respecto  a  la  normativa  aplicable,  atendiendo  a  la  fecha  en  que  se  prestan  los 
servicios, y aquella en que se incoa el expediente de revisión de oficio, la contratación debería 
haberse sometido a la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos de Sector Público, por la  
que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y 
del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (en adelante LCSP), y del  
mismo modo, a esta regulación se someterá el  procedimiento de revisión de oficio que se 
contempla en el Título V, Capítulo I (artículos 106 a 111) de la citada Ley 39/2015.

Por tanto, la causa de nulidad a considerar, serían las previstas en el artículo 39 de la 
LCSP, cuya apartado 1º se remite al artículo 47 de la Ley 39/2015. 

La consecuencia, que de acuerdo con los art. 38 y siguientes de la LCSP y 47 de la 
LPACAP, que se produciría, si se aprecia una posible causa de nulidad de pleno derecho por 
prescindir  total  y  absolutamente  del  procedimiento  legalmente  establecido,  sería  la 
imposibilidad de que se deriven obligaciones contractuales, lo que no exime de la obligación de 
abonar los servicios, tal como dispone el art. 41.2 de la LCSP. 

En conclusión, a la vista de lo expuesto, la posible existencia de una causa de nulidad,  
hace que la vía adecuada, para la tramitación de estas obligaciones, sea el de la tramitación  
del procedimiento de revisión de oficio, de los contratos, de conformidad con lo establecido en 
el artículo 39.2 de la LCSP.

Por otra parte, y en lo atinente al procedimiento de revisión de oficio, el artículo 41.1 de 
la  LCSP establece  que  la  revisión  de  oficio  de  los  actos  preparatorios  y  de  los  actos  de 
adjudicación de los contratos se efectuará de conformidad con lo establecido en el capítulo I del 
Título V de la LPAC, que regula la revisión de oficio (artículos 106 y siguientes). 

Asimismo, el apartado b) de la Disposición Transitoria tercera de la Ley 39/2015, LPAC, 
prevé que los procedimientos de revisión de oficio iniciados después de su entrada en vigor, se 
sustancien por las normas en dicha ley establecidas. 

En  este  sentido,  el  artículo  106.1  de  la  LPAC  regula  la  posibilidad  de  que  las 
Administraciones  públicas,  en  cualquier  momento,  por  iniciativa  propia  o  a  solicitud  de 
interesado, declaren de oficio la nulidad de los actos administrativos que hayan puesto fin a la 
vía  administrativa  o  que  no hayan sido  recurridos  en  plazo.  Para  ello  será  necesario  que 
concurra en el acto a revisar alguna de las causas de nulidad de pleno derecho previstas en el 
artículo 47.1 de la LPAC. 

Del referido artículo 106.1 de la LPAC se desprende que la adopción del acuerdo de 
revisión  de  oficio  tendrá  lugar  siempre  previo  dictamen  favorable  del  órgano  consultivo 
correspondiente. La referencia que el artículo 106.1 de la LPAC hace al Consejo de Estado “u 
órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma”, debe entenderse hecha al Consejo 
Consultivo de Andalucía.

Con carácter general, el procedimiento de revisión de oficio tiene por objeto expulsar 
del ordenamiento jurídico aquellos actos administrativos que se encuentren viciados de nulidad 
radical por cualquiera de las causas establecidas en la ley. La revisión de oficio se configura 
como una potestad excepcional de la Administración para dejar sin efecto sus propios actos y 
disposiciones, al margen de cualquier intervención de la jurisdicción contencioso-administrativa, 
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razón por la cual esta potestad de expulsión de los actos administrativos de la vida jurídica 
debe ser objeto de interpretación restrictiva tal como recoge la Sentencia del Tribunal Supremo 
de 30 junio 2004, entiende que solo se justifica en aquellos supuestos en que los actos a 
revisar  adolezcan  de un  defecto  de la  máxima gravedad,  es  decir,  que estén  viciados  de 
nulidad radical o de pleno derecho.

Como recuerda el  Tribunal Supremo en su sentencia de 25 de noviembre de 2015 
(recurso 269/2014): “La doctrina sentada por esta Sala (entre las más recientes, sentencia de 7 
de febrero de 2013 –recurso núm. 563/2010-), configura dicho procedimiento como un medio 
extraordinario de supervisión del  actuar administrativo,  verdadero procedimiento de nulidad, 
que resulta cuando la invalidez se fundamenta en una causa de nulidad de pleno derecho, cuya  
finalidad es la de facilitar  la depuración de los vicios de nulidad radical  o absoluta de que 
adolecen los actos administrativos, con el inequívoco propósito de evitar que el transcurso de 
los breves plazos de impugnación de aquellos derive en su consolidación definitiva”. 

Se trata  de una potestad cuyo ejercicio  requiere una especial  ponderación ya que, 
como  señala  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  30  de  septiembre  de  2015  (recurso 
733/2013) con cita de la sentencia de 17 de enero de 2006 (recurso 776/2001) se trata de 
confrontar dos exigencias contrapuestas, el principio de legalidad y el de seguridad jurídica por 
los que solo procede la revisión en “concretos supuestos en que la legalidad se ve gravemente 
afectada  y  con  respeto  y  observancia  de  determinadas  garantías  procedimentales  en 
salvaguardia de la seguridad jurídica, y todo ello limitando en el tiempo el plazo para ejercer la 
acción, cuando los actos han creado derechos a favor de terceros”. 

Más recientemente, el Tribunal Supremo ha vuelto a pronunciarse sobre el carácter 
restrictivo y riguroso de la potestad de revisión de oficio en su sentencia de 10 de febrero de 
2017 (rec. 7/2015): “La acción de nulidad no es el último remedio impugnatorio susceptible de 
utilizar cuando se ha agotado el sistema de recursos normal, en el que cabe, pues, alegar  
cuantas causas de oposición quepa contra los actos combatidos, sino que se constituye como 
instrumento excepcional 21/30 y extraordinario para evitar la producción de efectos jurídicos de 
aquellos actos viciados de nulidad radical. De ahí, como medio excepcional y extraordinario, 
que  las  exigencias  formales  y  materiales  para  su  ejercicio  hayan  de  exigirse  de  manera 
absolutamente rigurosa, y toda interpretación que se haga de los dictados del artículo 102 de la 
LRJPA haya de ser necesariamente restrictiva, ya que no exigir este rigor sería desvirtuar la 
naturaleza y finalidad de esta acción de nulidad y la puesta en peligro constante del principio de 
seguridad jurídica. Formalmente, por tanto, no cabe ejercitar esta acción de nulidad más que 
contra  actos  que  hayan  puesto  fin  a  la  vía  administrativa  o  contra  los  que  no  se  haya 
interpuesto recurso administrativo en plazo. Materialmente es exigencia ineludible que el vicio 
del que adolece el acto sea de los que hacen al mismo radicalmente nulo por así contemplarse 
en el artículo 62.1 de la LRJPA”. 

En lo que atañe a la competencia para la revisión de oficio, corresponde al órgano de 
contratación, tal como mantiene reiteradamente el Consejo Consultivo de Andalucía, (podemos 
traer a colación los dictámenes 198, 199, o 200 del año 2020, adoptados todos ellos, el 25 de 
marzo),  ya  que  el  artículo  41.3  de  la  Ley  9/2017  lo  establece  expresamente,  y  añade el  
apartado  4º  de  este  mismo  precepto  que:  "salvo  determinación  expresa  en  contrario,  la 
competencia para declarar la nulidad o la lesividad se entenderá delegada conjuntamente con 
la  competencia  para  contratar.  No  obstante,  la  facultad  de  acordar  una indemnización  por 
perjuicios en caso de nulidad no será susceptible de delegación, debiendo resolver sobre la 
misma, en todo caso, el órgano delegante; a estos efectos, si se estimase pertinente reconocer 
una indemnización, se elevará el expediente al órgano delegante, el cual, sin necesidad de 
avocación previa y expresa, resolverá lo procedente sobre la declaración de nulidad conforme a 
lo previsto en la Ley 39/2015".
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Las consecuencias que produce la nulidad del contrato se encuentran previstas en el 
artículo  42.1  de  la  LCSP,  de  acuerdo  con  el  cual “la  declaración  de  nulidad  de  los  actos 
preparatorios del contrato o de la adjudicación, cuando sea firme, llevará en todo caso consigo 
la  del  mismo  contrato,  que  entrará  en  fase  de  liquidación,  debiendo  restituirse  las  partes 
recíprocamente las cosas que hubiesen recibido en virtud del mismo y si esto no fuese posible 
se devolverá su valor. La parte que resulte culpable deberá indemnizar a la contraria de los 
daños y perjuicios que haya sufrido”.

En  el  caso  de  que  se  proceda  a  declarar  la  nulidad  del  contrato,  también  se 
determinarán las consecuencias de la liquidación del contrato, que trae consigo la nulidad del 
mismo,  es  decir,  tanto  la  restitución  de  las  prestaciones,  y  en  el  caso  de  además,  fuera 
necesario determinar algún tipo de indemnización, a satisfacer por la parte que resulte culpable 
de la nulidad, se abrirá una pieza separada para la fijación de las misma.

El  plazo para resolver  y  notificar  el  procedimiento de revisión de oficio,  es de seis 
meses, de acuerdo con lo previsto en el artículo 106.5 de la Ley 39/2015.

Por ello, y conforme facultades delegadas por resolución de la Alcaldía 330/2019, de 28 
de junio, la Junta de Gobierno Local con la asistencia de siete de sus nueve miembros de  
derecho, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

Primero.-  Incoar  expediente  de  revisión  de  oficio  de  un  contrato  anterior a  la  Ley 
9/2017,  de  Prórroga  Tácita,  tipo  de  contrato:  servicio  y  procedimiento:  abierto, cuyas 
prestaciones, importes y contratista, aparecen relacionados en el cuadro que figura en la parte 
expositiva del presente acuerdo.

Segundo.- Dar audiencia por plazo de 10 días a la empresa TELEFONICA DE ESPAÑA 
S.A.-TELEFONICA MOVILES S.A. UTE DXCII con NIF U87939062.

Tercero.- Dar traslado del expediente, una vez finalizado el trámite de audiencia de los 
interesados, a los Servicios Municipales para que informen las alegaciones presentadas, y tras 
ello sea emitido el procedente informe-propuesta.

Cuarto.- Solicitar, en su caso y realizados todos los trámites anteriores, adjuntando la 
propuesta de resolución, el Dictamen del Consejo Consultivo de Andalucía; y una vez recibido,  
en su caso, el expresado dictamen , someter la propuesta de resolución a la Junta de Gobierno 
Local, como órgano competente, por ser el órgano de contratación. 

Quinto.- El órgano encargado de la tramitación de este expediente será la Secretaría 
municipal Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra.

Sexto.- Comunicar la presente resolución a Intervención y Secretaría municipales, así 
como al Servicio de Contratación.

 

8º  URBANISMO/EXPTE.  16808/2019.  IMPOSICIÓN  DE  SANCIÓN  POR 
ACTUACIONES SIN CONTAR CON LA PRECEPTIVA LICENCIA EN TERRENOS UBICADOS 
EN EL PARAJE DENOMINADO PALMETE, QUE SE CORRESPONDE CON UNA PARTE DE 
LA PARCELA -- DEL POLÍGONO 1.- NOTA: Este acuerdo contiene datos de carácter personal 
objeto de protección, por lo que su contenido se omite en cumplimiento del artículo 8 de la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre,  de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales.

 

9º  URBANISMO/EXPTE.  10776/2020.  RESOLUCIÓN  DE  EXPEDIENTE  DE 
PROTECCIÓN DE LA LEGALIDAD URBANÍSTICA POR ACTUACIONES SIN CONTAR CON 
LICENCIA MUNICIPAL EN PARCELA N.º 88 DE LA PARCELACIÓN URBANÍSTICA ILEGAL 
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CONOCIDA COMO ALBARAKA O EL NEVERO.- Examinado el expediente que se tramita 
sobre protección de la legalidad urbanística por actuaciones sin contar con licencia municipal 
en parcela n.º 88 de la parcelación urbanística ilegal conocida como Albaraka o El Nevero, y 
resultando:

Mediante  resolución  del  Concejal-delegado  de  Urbanismo  nº  3421/2021,  de  3  de 
diciembre, se acordó “incoar a María del Carmen Cabrita Muñoz (titular según el Boletín de 
denuncia de Inspección Territorial y Actas de Inspección del Seprona), Diego Gómez Durán 
(titular catastral), a la entidad Goyeneta Renta Patrimonio SLU (titular registral) y a Eva María 
Moreno  Carrascosa,  expediente  de  protección  de  la  legalidad  urbanística  conforme  a  los 
artículos 182 y siguientes de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de 
Andalucía  (LOUA)  y  los  artículos  45  y  siguientes  del  Decreto  60/2010,  de  16  de  marzo, 
Reglamento de Disciplina Urbanística de la Comunidad Autónoma de Andalucía (RDUA), por 
actuaciones  consistentes  en  ejecución de  instalación  de  caravana,  instalación  de  módulo, 
ejecución de porche, ejecución de construcción de chapa e instalación de fosa séptica, que se 
han  ejecutado  sin  contar  con  la  preceptiva  licencia  en  parcela  n.º  88  de  la  parcelación  
urbanística ilegal conocida como “Albaraka” o “El Nevero”, que se corresponde con parte de la  
parcela 1 del polígono 32, cuya referencia catastral es 41004A032000010000IO, y que formaría 
parte de la finca registral nº 58.037, siendo incompatibles con la ordenación urbanística vigente. 
De este modo, se advierte de la necesidad de reposición de la realidad física alterada al no ser 
las  actuaciones  susceptibles  de  legalización;  todo  ello,  sin  perjuicio  del  procedimiento 
sancionador que se inicie por infracción urbanística contra las personas responsables según 
establece  el  artículo  63  del  RDUA.”.  Además,  en  la  resolución  de  incoación  se  acordó  la 
concesión de trámite de audiencia a los interesados y se acordó dar traslado a la Fiscalía del 
Área de Dos Hermanas (Diligencias de Investigación n.º 63/20) y al Juzgado Decano de Alcalá 
de Guadaíra por haberse interpuesto denuncia ante ese Juzgado.

Según la resolución de incoación las actuaciones sin contar con la preceptiva licencia 
consisten:

- Instalación de caravana.

- Instalación de módulo de chapa de 7,50x2,30 metros.

- Ejecución de porche con estructura metálica y placa sándwich de unos 4 x 4 metros.

- Ejecución de construcción de chapa de unos 3 x 1,80 metros cuadrados.

- Ejecución de fosa séptica.

Respecto  a  la  parcela  1  del  polígono  32,  con  referencia  catastral 
41004A032000010000IO, finca registral 58.037, parcelación urbanística ilegal conocida como 
Albaraka o El Nevero, consta expediente de protección de la legalidad urbanística n.º 603/2019, 
habiéndose  ordenado  a  Diego  Gómez  Durán  y  a  Eva  María  Moreno  Carrascosa  (en  su 
condición de propietarios o poseedores actuales de los terrenos afectados) y a Goyeneta Renta 
Patrimonio  SLU  (en  su  condición  de  propietario  junto  a  Diego  Gómez  Durán  del  muro  
medianero construido), la restauración del orden jurídico perturbado mediante la reposición a 
su estado originario de la situación física alterada respecto a las actuaciones que se están 
ejecutando -parcelación y urbanización-. Asimismo, consta la tramitación de otros expedientes 
de protección de la legalidad urbanística por la ejecución de diversas actuaciones sin contar 
con la preceptiva licencia en la parcelación urbanística ilegal.

Consta  en  el  expediente  la  notificación  de  la  citada  resolución  de  incoación  a  los 
interesados.  La notificación a  Diego Gómez Durán y Eva María  Moreno Carrascosa se ha 
practicado mediante edicto en el BOE nº 313, de fecha 30 de diciembre de 2021, al no haberse  
podido notificar en el último domicilio conocido. Se ha de indicar que en otro expediente de  
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protección de legalidad urbanística tramitado en este Ayuntamiento (en concreto el expediente 
número 603/2019), constan escritos remitidos por la Jefatura Policía Local de Dos Hermanas 
(por  ser  conocido  sus  últimos  domicilios  en  ese  municipio),  poniendo  en  conocimiento  la 
imposibilidad de llevar a cabo la notificación de la resolución de incoación a Diego Gómez 
Durán y Eva María Moreno Carrascosa, a pesar de la labor de investigación llevada a cabo a 
tal efecto.

Transcurrido el trámite de audiencia, consta los siguientes escritos:

1. Instancia general presentada con fecha de entrada 4 de marzo de 2022 (número de 
registro de entrada electrónico 5326) por Antonio Reina Romero, en nombre y representación 
María del Carmen Cabrita Muñoz, incorporando escrito de alegaciones que pueden resumirse de 
la siguiente manera:

a) Se ratifica íntegramente en las alegaciones formuladas mediante escrito presentado 
con fecha 18 de junio  de 2020 en el  expediente  de protección de la  legalidad urbanística 
13681/2019, así como del resto de alegaciones postuladas posteriormente. Entiende que existe 
duplicidad de expedientes al consistir en los mismos hechos, por lo que solicita la nulidad de 
las actuaciones.

b) Realiza una serie de manifestaciones a fin de justificar la apariencia de la legalidad 
de la urbanización.

c)  Respecto al  fondo del  asunto,  hace constar que no ha ejecutado el  cierre de la 
parcela pues ya se encontraba hecha. Sobre la instalación de las edificaciones en la parcela 
indica que son móviles, de fácil retirada.

d) Entiende desproporcionada la resolución adoptada por este Ayuntamiento, a la vista 
del resto de elementos existentes en otras parcelas de la urbanización y la consolidación de los 
suelos como urbanos con el consentimiento tácito de este Ayuntamiento.

e)  Error  en  la  valoración  y  presupuestos  estimados  de  la  restitución  y  de  la  obra  
ejecutada. Además, hace constar que no está de acuerdo por los altos precios establecidos en 
el informe técnico, que demuestran un afán recaudatorio de esta Administración.

f) Sobre los causantes del daño, indica que la parcela se adquiere de buena fe y con 
apariencia de legalidad, quebrantándose los principios de buena fe y confianza legítima con el 
consentimiento de este Ayuntamiento que ha permitido la consolidación de un asentamiento 
urbano. Asimismo, cita a Eva María Moreno Carrascosa, Diego Gómez Durán como personas 
intervinientes en la compra de la parcela bajo apariencia de legalidad.

2. Instancia general presentada con fecha de entrada 8 de agosto de 2022 (número de 
registro de entrada electrónico 20987) por Antonio Reina Romero, en nombre y representación 
María del Carmen Cabrita Muñoz, incorporando escrito de alegaciones que pueden resumirse 
de la siguiente manera:

a) Se ratifica íntegramente en las alegaciones formuladas mediante escrito presentado 
con fecha 18 de junio  de 2020 en el  expediente  de protección de la  legalidad urbanística 
13681/2019, las presentadas con fecha 18 de marzo de 2021 (nº de registro 16751), y las  
presentadas el día 4 de marzo de 2022 (nº de registro 5326). Entiende que existe duplicidad de 
expedientes al consistir en los mismos hechos, por lo que solicita la nulidad de las actuaciones.

b) Realiza nuevas alegaciones al escrito presentado con fecha de registro de entrada 4 
de marzo de 2022:

b.1. Falta de motivación de la resolución de incoación. Vicio de nulidad del artículo 47.1  
a) y e) de la de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo común de las 
Administraciones Públicas (en adelante Ley 39/2015)
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b.2. Aplicación del Decreto ley 3/2019, de 24 de septiembre, de medidas urgentes para 
la adecuación ambiental y territorial de las edificaciones irregulares en la Comunidad Autónoma 
de Andalucía.

b.3. Aplicación del principio de proporcionalidad y de menor demolición.

b.4. Afán recaudatorio de la Administración por el ICIO.

De conformidad con el  artículo 49.1 del RDUA se ha emitido informe del arquitecto 
técnico municipal de la Sección de Disciplina Urbanística de fecha 12 de agosto de 2022 para  
la  resolución  del  expediente  de  protección  de  la  legalidad  urbanística,  ratificándose  en  su 
informe técnico emitido para la resolución de incoación.

Por el Servicio Jurídico de la Delegación de Urbanismo se ha emitido informe de fecha 
13 de octubre de 2022, cuyos fundamentos de derecho son los siguientes: [1.- Con fecha 23 de 
diciembre  de  2021  entró  en  vigor  la  Ley  7/2021,  de  1  de  diciembre,  de  impulso  para  la 
sostenibilidad  del  territorio  de  Andalucía  (en  adelante  LISTA).  Resultará  de  aplicación  lo 
previsto en la letra c).1ª de la disposición transitoria primera de la LISTA, que establece las 
siguientes reglas: “c) Disciplina urbanística:

1.ª Los procedimientos  que,  al  momento  de  entrada  en vigor  de  la  presente  Ley, 
estuvieran ya iniciados, se tramitarán y resolverán con arreglo a la legislación en vigor en el 
momento de su iniciación”.

El presente procedimiento consta incoado con anterioridad a la entrada en vigor de la 
LISTA, por lo que, según lo establecido en la citada disposición transitoria, debe resolverse 
conforme  a  la  legislación  en  vigor  en  el  momento  de  su  incoación,  es  decir,  resulta  de 
aplicación la LOUA y RDUA. 

Ahora bien, la LISTA sí resultará de aplicación para el caso que, transcurrido el plazo 
voluntario establecido en la resolución del expediente, no se haya procedido a la reposición de 
la realidad física alterada, es decir, la ejecución forzosa de las medidas de adecuación de la  
realidad a la ordenación urbanística en los términos previstos en el artículo 154 de la LISTA.

2.-  Visto el escrito de alegaciones presentado por  resentada con fecha de entrada 4 de 
marzo de 2022, procede valorarlo de la siguiente forma:

2.1.- En cuanto a la alegación descrita en la letra a), el informe del arquitecto técnico 
municipal de la Sección de Disciplina Urbanística de fecha 12 de agosto de 2022 propone su 
desestimación al indicar que el “expediente 13681/2019 de protección de la legalidad urbanística 
se incoo por la ejecución de un cerramientode fábrica de bloques, y el presente por la ejecución de 
fosa séptica, construcción de chapa, porche conestructura metálica y placas tipo sandwich, módulo 
de chapa y caravana, por lo que no se trata de los mismos hechos”.

En la parcela n.º 88 constan dos expedientes de protección de la legalidad urbanística:

-  Expediente  13681/2019,  cuyo  objeto  es  la  ejecución  del  cerramiento  en  base  al 
informe de Inspección Territorial con boletín de denuncia número 137/2019, 27 de julio. Este 
expediente se ha resuelto mediante acuerdo de la Junta de Gobierno Local de fecha 29 de 
enero de 2021, ordenándose la restitución de la realidad física alterada. Este mismo órgano ha 
desestimado el recurso potestativo de reposición interpuesto mediante acuerdo de 11 de junio 
de 2021.

-  Expediente  10776/2020  (el  procedimiento  que  nos  obedece),  cuyo  objeto  es  la 
ejecución de instalación de caravana, instalación de módulo, ejecución de porche, ejecución de 
construcción de chapa e instalación de fosa séptica en base al Acta de inspección del Seprona 
número 2020-100521-00000137 de 15 de julio de 2020 y el informe de Inspección Territorial  
con boletín de denuncia número 97/2020, de 27 de mayo .
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Por  tanto,  el  presente  procedimiento  se  incoa  contra  otras  actuaciones  distintas  al 
cerramiento en la parcela n.º 88 en base al informe de Inspección Territorial y acta del Seprona 
emitidas con posteroridad a la ejecución del cerramiento.

En consecuencia, procede la desestimación de la alegación.

2.2.- En cuanto a la alegación descrita en la letra b), la parcela nº 88 se localiza en la 
parcelación urbanística ilegal conocida como “Albaraka” o “El Nevero”, que se corresponde con 
parte de la parcela 1 del polígono 32, cuya referencia catastral es 41004A032000010000IO,  
finca registral 58.037. En relación a estos terrenos este Ayuntamiento ha tramitado expediente 
de protección de la legalidad urbanística n.º 603/2019, habiéndose ordenado la restitución de la 
realidad física alterada mediante acuerdo de la Junta de Gobierno Local de fecha 31 de julio de  
2019,  por  estar  ejecutándose  obras  de  parcelación  y  urbanización,  constando  anotación 
preventiva  en  el  Registro  de  la  Propiedad de  la  incoación  del  procedimiento  con  solicitud 
expresa de que tenga efectos de prohibición absoluta de disponer. 

El citado acuerdo de la Junta de Gobierno Local de fecha 31 de julio de 2019 también 
dispuso dar traslado del presente acuerdo y remitir copia del expediente al Ministerio Fiscal  
(Diligencias de Investigación n.º 11/2019), a los efectos previstos en el artículo 56 del Real 
Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la 
Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana y el artículo 37.3 del RDUA, así como al Juzgado Decano 
de  Alcalá  de  Guadaíra  para  su  conocimiento.  Así,  consta  en  el  expediente  Decreto  de 
Conclusión y Diligencia de Investigación n.º 11/2019 por la Fiscalía de Dos Hermanas de fecha 
25 de junio de 2019 en el  que se acordaba interponer denuncia penal  por delito contra la 
ordenación  del  territorio  del  artículo  319  del  Código  Penal,  consistiendo  los  hechos 
presuntamente delictivos en la parcelación y urbanización de la parcela 1 del polígono 32. 

Además,  en  la  parcelación  urbanística  ilegal  descrita  existen  otros  expedientes  de 
protección de la legalidad urbanística,  así  como procedimientos judiciales en vía Penal  por 
delitos contra la Ordenación del Territorio, por la ejecución de actuaciones sin contar con la 
preceptiva licencia, siendo no compatibles con la ordenación urbanística y sin ser susceptibles 
de legalización, por lo que es incierto que este Ayuntamiento permita una situación consolidada 
de actuaciones en dichos terrenos.

Cabe citar la sentencia de la Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 
5ª, del Tribunal Supremo, de 1 de octubre 2009 (Rec. 2163/2005) que establece que “aunque el 
recurrente  invoca  la  doctrina  del  Tribunal  Supremo  sobre  el  imperativo  de  lo  fáctico  para 
concluir que el suelo ha de ser clasificado como suelo urbano consolidado, ha de notarse que 
en el caso de urbanizaciones ilegales ni siquiera se impone la clasificación de los terrenos 
como suelo  urbano.  En efecto,  para que unos terrenos merezcan la  clasificación de suelo 
urbano  no  es  suficiente  con  que  cuenten  con  los  servicios  urbanísticos  en  condiciones 
adecuadas para servir a la edificación, sino que es necesario también que la existencia de esos 
servicios proceda de la ejecución de un plan, lo que aquí no ocurrió, ya que de otra forma se  
llegaría  al  resultado  jurídicamente  inadmisible,  de  que  las  ilegalidades  urbanísticas  se 
impondrían por la fuerza de los hechos. En este sentido ver la sentencia del Tribunal Supremo 
de 11 julio 1989, en la que se afirma que en el caso de que la consecución de esos servicios 
hubiera  tenido  lugar  de  manera  subrepticia  o  fraudulenta  queda al  arbitrio  del  planificador 
municipal clasificar o no de suelo urbano esos terrenos, y la de 6 mayo 1997 según la cual los 
servicios adquiridos por la vía de hecho no imponen la clasificación de los terrenos como suelo 
urbano. Parece, pues, que acuerdo con la principal línea jurisprudencial, la fuerza normativa de 
lo fáctico no impone la  clasificación como suelo urbano de los terrenos que hubieran sido 
urbanizados ilegalmente. Ello pone de manifiesto que la obligación de la Administración de 
clasificar como urbanos los terrenos que disponen de los servicios urbanísticos enunciados en 
la legislación urbanística no tiene realmente su origen en una especial capacidad vinculadora 

 

C
ód

. V
al

id
ac

ió
n:

 A
R

N
7E

9A
SR

G
K5

3J
C

SQ
R

C
G

XT
K5

5 
Ve

rif
ic

ac
ió

n:
 h

ttp
s:

//c
iu

da
da

lc
al

a.
se

de
le

ct
ro

ni
ca

.e
s/

 
D

oc
um

en
to

 fi
rm

ad
o 

el
ec

tró
ni

ca
m

en
te

 d
es

de
 la

 p
la

ta
fo

rm
a 

es
Pu

bl
ic

o 
G

es
tio

na
 | 

Pá
gi

na
 3

5 
de

 9
9 



 

de la realidad física, sino única y exclusivamente en la propia legalidad. Por ello, cuando se ha  
actuado ilegalmente, la Administración no tiene obligación de clasificar los terrenos como suelo 
urbano”.

En consecuencia, procede la desestimación de la alegación.

2.3.-  En  cuanto  a  la  alegación  descrita  en  la  letra  c),  respecto  a  la  ejecución  del 
cerramiento no es objeto del presente procedimiento tal como se ha expuesto en el punto 2.1. 
En  todo  caso,  el  informe  del  arquitecto  técnico  municipal  de  la  Sección  de  Disciplina 
Urbanística de fecha 12 de agosto de 2022 que “la ejecución del cerramiento perimetral del 
terreno realizado en la parcela, constituye la materialización efectiva de la parcelación urbanística 
de los terrenos, además de ser la ejecución de estas actuaciones un acto sujeto a licencia, y como 
se indicaba en el informe técnico de fecha 31 de julio de 2.020, al estar en el ámbito de una 
parcelación urbanística ilegal, el artículo 87.4 del vigente PGOU, indica que la existencia de una 
parcelación urbanística lleva aparejada la denegación de las licencias que pudieran solicitarse”.

Respecto a que el resto de actuaciones son móviles y de facil retirada, el citado informe 
técnico propone su desestimación por cuanto son “actuaciones encaminadas a la materialización 
de una parcelación urbanística, en la que se implanta un uso residencial con las actuaciones allí 
ejecutadas,  estando  estas  actuaciones  sujetas  a  licencia  urbanística,  no  siendo  las  mismas 
legalizables por las razones indicadas en el informe técnico de fecha 31 de julio de 2.020”.

En consecuencia, procede la desestimación de la alegación.

2.4.- Respecto a la alegación descrita en la letra d), cabe remitirnos a lo expuesto en el 
punto 2.2,  siendo completamente incierto que esta  Administración permita  la consolidación de 
actuaciones  en  la  parcelación  ilegal  conocida  como  “Albaraka”  o  “El  Nevero”,  ni  exista 
consentimiento de ello. El informe del arquitecto técnico municipal  de la Sección de Disciplina 
Urbanística de fecha 12 de agosto de 2022 propone su desestimación señalando que “el vigente 
PGOU, clasifica los terrenos de referencia como SUELO NO URBANIZABLE DE CARÁCTER 
NATURAL O RURAL, siendo este el único aplicable a fecha del vigente informe técnico, y que 
estamos ante una parcelación urbanística ilegal”.

La orden de demolición no resulta desproporcionada, ya que conforme a lo dispuesto 
en los artículos 182 y 183 de la LOUA, ha de procederse a la medida de reposición de la 
realidad  física  alterada  cuando  se  trate  de  actuaciones  incompatibles  con  la  ordenación 
urbanística (como ocurre en el presente caso).

La sentencia  del  Tribunal  Superior  de Justicia  de Andalucía  de Málaga,  Sala  de lo 
Contencioso-Administrativo, de fecha 18 de febrero de 2019 (recurso 357/2016) ha afirmado 
que:  “El  Tribunal  Supremo,  ha  declarado  repetidamente  que  en  los  casos  de  actuaciones 
contrarias al planeamiento urbanístico es imprescindible restaurar la realidad física alterada o 
transformada por la acción ilegal, de manera que no existe la posibilidad de optar entre dos o 
más medios distintos y no es, por tanto, aplicable el principio de proporcionalidad (Sentencias 
de 28 de abril de 2000 , 15 de octubre de 2001, 23 de octubre de 2001 y 2 de octubre de 2002).  
Y la de 2-10-02 declara: En los casos de actuaciones que, como la que se enjuicia, contradicen 
el  planeamiento urbanístico la  Administración resulta  obligada a restaurar  la  realidad física 
alterada o transformada por medio de la acción ilegal. No tiene posibilidad de optar entre dos o  
más medios  distintos  (así  se  declara,  por  ejemplo,  en los  mismos casos  resueltos  en  las 
sentencias de 16 de mayo de 1990 (14) y de 3 de diciembre de 1991) por lo que no resulta de 
aplicación el principio de proporcionalidad. La vinculación positiva de la Administración Pública 
a la Ley (art. 103.1 CE) obliga a ésta a respetar la Ley: es decir, a ordenar la demolición". 

Resulta significativa la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, Sala de lo  
Contencioso-administrativo,  de  18  de  noviembre  de2004,  Rec.  535/2002,  partiendo  de 
actuaciones dentro de una parcelación ilegal (similar al caso que nos obedece) se pronunció 
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sobre el alcance de la orden de demolición, expresando lo siguiente: “A lo que ha de añadirse 
que como tiene declarado el Tribunal Supremo en la sentencia de 8 de mayo de 2001, en 
ámbitos como el urbanístico “las potestades administrativas tienen una escasa funcionabilidad 
discrecional, siendo esencialmente regladas debiendo someterse los órganos administrativos 
en su ejercicio al imperio de la Ley, evitando que el desarrollo urbano de las ciudades queda al 
capricho de los particulares, que pretenden imponer por la fuerza de los hechos resultados 
urbanísticos que no se acomoden a la legalidad, u operan al margen, o en contra de principios 
que la materializan, siempre de espaldas al interés público que debe imperar en la Ordenación 
Urbanística del Territorio. De aquí que en última instancia, si bien la orden de demolición debe 
configurarse como una medida excepcional, ello no implica que la misma no deba aplicarse y  
con la finalidad reparadora ya referida en aras, en todo caso de la defensa del principio de 
legalidad, por lo que sólo desde el principio de proporcionalidad podría hacerse evitable la 
demolición (arts. 103 a 106 de la Constitución, 1, 4 del Título Preliminar del Código Civil; 84.2 
de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local 7/85; art. 6 del Reglamento de Servicios 
de  las  Corporaciones  Locales),  que  evidentemente  no  concurren  en  este  caso  pues ni  el 
ordenamiento jurídico posibilita en este caso elegir  uno entre varios medios utilizables, y el 
único medio utilizado a sí  resulta a tales fines inadecuado ni  excesivo en relación con las 
características  del  caso  contemplado,  y  más  si  se  quiere  impedir  que  estas  situaciones 
heteróclitas y reiteradas sigan produciéndose". En nuestro caso, la orden de demolición queda 
legitimada  al  tratarse  de  obras  no  legalizables  dentro  de  una  parcelación  ilegal,  su 
incumplimiento  conllevaría  a  la  vulneración  del  principio  de  legalidad  e  iría  en  contra  del  
carácter de naturaleza reparadora que tienen los expedientes de protección de la legalidad 
urbanística, además, como bien determina la sentencia el desarrollo urbano de las ciudades no 
puede quedar a la libre voluntad de los particulares y más aún si cabe en suelo clasificado 
como no urbanizable.

Todo lo expuesto es corroborado por los artículos 192.1 de la LOUA y 61.1 del RDUA,  
resultando  obligada  la  Administración  a  tomar  las  medidas  oportunas  a  fin  de  reponer  la  
situación física alterada por aquella actuación ilícita.

En consecuencia, procede la desestimación de la alegación.

2.5.- Respecto a la alegación descrita en la letra e), reproducir lo indicado en el informe del 
arquitecto técnico municipal de la Sección de Disciplina Urbanística de fecha 12 de agosto de 2022, 
proponiendo su desestimación al señalar que “el presupuesto como bien se indica en el informe 
técnico de fecha 31 de julio de 2.020, que sirve de base para la incoación del expediente de 
protección de la legalidad, es estimativo y se utilizan para su estimación la Base de Costes de la 
Junta  de  Andalucía  y  los  valores  de  la  Ordenanza  Fiscal  Reguladora  del  Impuesto  sobre 
Construcciones, Instalaciones y Obras, que son valores de bancos de precios públicos, no obstante 
este técnico no tendría inconveniente en aplicar otros si estos fueran aportados, pero no es el caso, 
dado que no se aporta otra base de costes alternativa a aplicar”.

Cabe citar la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Las Islas Baleares de 27 de 
abril  de 2015, Rec.  29/2015 que, en cuanto a la valoración de las obras realizada por los 
servicios  técnicos  (pudiéndose  extender  a  la  valoración  de  la  ejecución  material  de  la 
restitución), no infringe ninguna disposición normativa (como resulta en el presente caso en 
relación a la normativa autonómica de aplicación) “ya que el órgano decisor (en este caso, el  
Consell  Executiu)  puede servirse  de los  informes emitidos  por  sus  propios  servicios  a  los 
efectos de adoptar una decisión al respecto, máxime cuando uno de los puntos controvertidos 
por las partes era la valoración de las obras ejecutadas sin licencia. Este motivo también debe 
ser rechazado, al no concurrir causa de nulidad ni anulabilidad alguna (…) El espíritu o finalidad 
de la regla privilegiada era fomentar el restablecimiento voluntario de la legalidad urbanística, a 
fin de evitar la necesidad de acometer la ejecución forzosa por parte de la Administración, al 
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conllevar  actuaciones  largas  y  costosas.  Por  consiguiente,  si  el  propietario  restablecía  la  
situación física antes de que finalizase el  plazo fijado por la Administración,  en su caso,  o 
incluso  antes  de  ser  requerido  o  sancionado  por  la  Administración,  como  aquí  sucede,  el 
resultado es el mismo, se evita la ejecución forzosa”.

En todo caso, lo determinante es que una vez se produzca la resolución del expediente 
ordenando la reposición de la realidad física alterada, ésta se lleve a efecto, con el propósito de 
evitar la adopción de medidas de ejecución forzosa.

En consecuencia, procede la desestimación de la alegación.

2.6.-  Respecto  a  la  alegación  descrita  en  la  letra  f),  reiterarnos  en  los  fundamentos 
expuestos en los puntos 2.2. y 2.4, por lo que no existe quebrantamiento de los principios de 
confianza legítima y buena fe.

Además, respecto a dichos principios la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid, Sala de lo Contencioso-administrativo, de 31 de octubre de 2017 (Rec. 149/2017) ha 
afirmado lo siguiente: “El primer motivo de la apelación debe ser rechazado. Como recuerda la 
sentencia del Tribunal Supremo de 14 de noviembre de 2011 citando a la dictada en fecha de 
10-5-99, la doctrina sobre el principio de protección de la confianza legítima, relacionado con 
los más tradicionales en nuestro ordenamiento de la seguridad jurídica y la buena fe en las  
relaciones entre la Administración y los particulares,  y que comporta,  según la doctrina del 
Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas y la jurisprudencia de esta Sala, el que la  
autoridad pública no pueda adoptar medidas que resulten contrarias a la esperanza inducida 
por  la  razonable  estabilidad  en  las  decisiones  de  aquélla,  y  en  función  de  las  cuales  los 
particulares han adoptado determinadas decisiones. O dicho en otros términos, la virtualidad 
del principio invocado puede suponer la anulación de un acto o norma y, cuando menos, obliga 
a responder, en el marco comunitario de la alteración(sin conocimiento anticipado, sin medidas 
transitorias suficientes para que los sujetos puedan acomodar su conducta y proporcionadas al  
interés  público  en juego,  y  sin  las  debidas  medidas  correctoras  o  compensatorias)  de  las 
circunstancias habituales y estables, generadoras de esperanzas fundadas de mantenimiento. 
Sin embargo, el principio de confianza legítima no garantiza la perpetuación de la situación 
existente;  la  cual  puede  ser  modificada  en  el  marco  de  la  facultad  de  apreciación  de  las 
instituciones y poderes públicos para imponer nuevas regulaciones apreciando las necesidades 
del  interés  general.  En  este  caso  las  alegaciones  del  apelante  no  pueden tener  favorable 
acogida,  pues  difícilmente  puede  admitirse  la  aplicación  de  los  principios  de  buena  fe  y 
confianza legítima respecto de quien ha realizado una actuación al margen de la legalidad, 
pues  el  apelante  ejecutó  obras  de  ampliación  sin  la  preceptiva  licencia  urbanística,  que 
excedían  del  objeto  de  las  obras  de  mera  reforma  interior  que  podían  ser  objeto  de  la 
comunicación  previa  que llevó  a  cabo.  El  hecho  de que haya,  según manifiesta,  miles  de 
viviendas en la zona con ampliaciones similares supuestamente toleradas por el Ayuntamiento, 
no es óbice que para que se cumpla la legalidad urbanística,  pues la igualdad solo puede 
predicarse en la legalidad. Además, más allá de fotografías de otras viviendas, se carece de 
material probatorio alguno que acredite que las obras realizadas en aquellas otras viviendas se 
hallen en la misma situación jurídica que las del apelante hasta el punto de haber llevado a 
aquél al convencimiento legítimo de actuar amparado por la legalidad”. 

En esa misma línea, la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, Sala de lo  
Contencioso-administrativo, de 4 mayo de 2016 (Rec. 619/2015) ha afirmado lo siguiente: “En 
lo atinente a la interdicción de la arbitrariedad administrativa (art.  9.3 CE) y al principio de 
confianza legítima por no actuar frente a aquellos otros cerramientos existentes en el mismo 
edificio, debe afirmarse que no hay constancia probatoria alguna de tal afirmación, por lo que 
estas  alegaciones  carecen  de  fundamentación  válida  y  que  la  supuesta  inactividad 
administrativa al respecto, de existir, además de poder ser denunciada por cualquier ciudadano 
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en ejercicio de la acción pública (como en este caso aconteció con la denuncia formulada por 
una vecina), no puede convalidar situaciones urbanísticas contrarias a la legalidad (arts. 9.3 y 
103.1 CE) como la que aquí se enjuicia”. 

Por último, reiteramos que estamos ante un expediente de protección de la legalidad 
urbanística resultando esta  Administración obligada a adoptar las medidas que permitan la 
restauración del orden jurídico perturbado, conforme a la normativa urbanística de aplicación, 
sin que pueda entrar a valorar cuestiones de otra índole que afectan a la esfera privada con 
relación a las personas que cita el alegante como intervinientes en el momento de la compra.

En consecuencia, procede la desestimación de la alegación.

3.-  Visto el escrito de alegaciones presentado por resentada con fecha de entrada 8 de 
agosto de 2022, procede valorarlo de la siguiente forma:

3.1.-  Respecto  a  la  alegación  descrita  en  la  letra  a),  reiterarnos  en  los  fundamentos 
expuestos en el punto 2.1.

En consecuencia, procede la desestimación de la alegación.

3.2.- Respecto a la alegación descrita en la letra b.1, en cumplimiento de lo dispuesto en el 
artículo 39.2 del RDUA, constan emitidos el informe técnico y el informe jurídico para la resolución 
de incoación del expediente.

En la resolución de incoación se reproducen el informe técnico y jurídico emitidos, por 
lo que resulta suficientemente motivado el mismo. En este sentido, el artículo 88.6 de la Ley 
39/2015 establece que “la aceptación de informes o dictámenes servirá de motivación a la 
resolución  cuando  se  incorporen  al  texto  de  la  misma”,  sin  que  resulte,  de  este  modo, 
vulnerado lo dispuesto en el artículo 35 de esa misma Ley sobre la motivación de los actos 
administrativos. Así, se notificó a la alegante el certificado de la resolución de incoación.

Cabe  citar  la  sentencia  del  Tribunal  Superior  de  Justicia  de  Madrid,  Sala  de  lo 
Contencioso-administrativo,  Sección  6ª,  de  23  de  octubre  2018,  Recurso  1189/2016,  que 
recoge la doctrina constitucional sobre la motivación de los actos, afirmando que "no es exigible 
una pormenorizada respuesta a todas las alegaciones de las partes, sino que basta que la 
motivación cumpla la doble finalidad de exteriorizar el fundamento de la decisión adoptada y 
permitir su eventual control jurisdiccional". En el presente caso, conforme a los fundamentos 
transcritos en la resolución de incoación, los recurrentes han tenido conocimiento del carácter 
no legalizable de las actuaciones ejecutadas sin contar con la licencia preceptiva. Es más, la  
sentencia del Tribunal Supremo de 20 de julio de 2016, Recurso 4174/2014) ha admitido que 
“la  motivación  por  referencias  a  informes,  dictámenes  o  memorias,  señalando  que  las 
consideraciones jurídicas generales o estandarizadas no pueden obstar por sí solas a una clara 
y congruente motivación”.

Entiende la alegante que por la falta de motivación incurre la resolución de incoación en 
dos vicios de nulidad. El primero de ellos previsto en el artículo 47.1 a) de la Ley 39/2015 al  
producirse la vulneración del derecho fundamental de tutela efectiva; pues bien, tal como se ha 
expuesto  en  los  párrafos  anteriores,  el  acuerdo  está  suficientemente  motivado  y  ha  sido 
notificado a la alegante, por lo que no resulta lesionado el derecho alegado. El segundo de 
ellos previsto en el artículo 47.1 e) de la Ley 39/2015 al prescindirse de una norma esencial  
como es la contenida en el artículo 35.1 de esta Ley, ya que el acuerdo carece de motivación;  
pues  bien,  en  la  tramitación  del  presente  procedimiento  de  protección  de  la  legalidad 
urbanística se han cumplido con las reglas de este procedimiento previstas en el artículo 39 del 
RDUA que no cita la alegante y, el acuerdo impugnado, como acto administrativo, cumple el  
requisito de motivación previsto en el artículo 35.1 de la Ley 39/2015.

De este modo, la resolución impugnada es válida y eficaz sin que quepa su nulidad 
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conforme a los artículos 47.1 a) y e) de la LOUA que cita el recurrente.

En consecuencia, procede la desestimación de la alegación.

3.3.- Respecto a la alegación descrita en la letra b.2, de conformidad con lo dispuesto en 
el  artículo  34.1  de la  LOUA,  esta  Administración  está  obligada  a dar  cumplimiento  de  las 
disposiciones del planeamiento vigente, así como la vinculación de los terrenos, instalaciones, 
construcciones o edificaciones “al  destino que resulte de su clasificación y calificación y al 
régimen urbanístico que consecuentemente les sea de aplicación”. La sentencia del Tribunal 
Superior de Justicia de Andalucía de Málaga de fecha 22 de julio de 2019 (Rec. 629/2015) ha 
dictado  que  “las  normas  de  planeamiento  pertenecen  a  la  categoría  de  las  normas 
denominadas imperativas o cogentes y, en cuanto a su protección, de las plusquamperfectae, 
como recuerdan las SSTS 28 abril y 19 mayo y 30 junio 2000 y 15 enero y 19 febrero 2002 y  
establece el artículo 34.c) de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de 
Andalucía,  de conformidad con el  cual  la aprobación de los instrumentos de planeamiento, 
entre otros efectos, produce el de la obligatoriedad del cumplimiento de sus disposiciones por 
todos los sujetos, públicos y privados, siendo nulas cualesquiera reservas de dispensación. En 
virtud  de  su  coercibilidad,  la  transgresión  de  las  mismas  desencadena  el  mecanismo 
encaminado al restablecimiento del orden jurídico perturbado que establecen los artículos 182 y 
183 de la Ley 7/2002”. O la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de Málaga 
de fecha 5 de junio de 2017 (Rec. 2109/2015) que considera que “para determinar la legalidad 
de una resolución administrativa quepa estar a hipotéticos ordenamientos futuros, sino que hay 
que estar al vigente en el momento de su dictado (tempus regit actus)”.

En  el  presente  caso,  no  se  trata  de  una  edificación  irregular  al  ser  objeto  de  un 
procedimiento de protección de la legalidad urbanística, por lo que no resulta de aplicación el  
Decreto-Ley 3/2019, de 24 de septiembre, de medidas urgentes para la adecuación ambiental y 
territorial de las edificaciones irregulares en la Comunidad Autónoma de Andalucía (artículo 1.1 
y 1.2.d del citado Decreto-Ley 3/2019). 

En consecuencia, procede la desestimación de la alegación.

3.4.-  Respecto  a  la  alegación  descrita  en  la  letra  b.3,  es  conocido  que  la  doctrina 
jurisprudencial permite en determinados supuestos la aplicación del principio de proporcionalidad 
ante infracciones de legalidad urbanística, excepto en los casos de actuaciones que contradigan el 
planeamiento  urbanístico  (como  es  el  presente  caso,  siendo  no  legalizables),  por  lo  que  la 
Administración resulta obligada a exigir la restauración la realidad física o transformada por medio 
de la acción legal, sin que se pueda optarse por otro medio, ya que la vinculación positiva de la 
Administración a la Ley (artículo 103 de la Constitución) obliga a respetar a ésta (en el presente 
caso, ordenar la demolición). Como señala la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de noviembre 
de 2001 (recurso 4990/1997), “el principio de proporcionalidad no puede evitar el resultado querido 
por la norma, que en el presente caso es la demolición de lo abusivamente construido o, según 
sentencia del mismo Tribunal de fecha 18 de febrero de 1992 y 10 de abril de 1996 donde afirma 
que las obras realizadas sin licencias y no susceptibles de legalización no resultan subsumibles en 
ninguno de los supuestos de aplicación del principio de proporcionalidad”.

Conforme a lo dispuesto en los artículos 182 y 183 de la LOUA, ha de procederse a la 
medida  de  reposición  de  la  realidad  física  alterada  cuando  se  trate  de  actuaciones 
incompatibles con la ordenación urbanística (como ocurre en el presente caso) sin que, por 
tanto, pueda aplicarse el principio de proporcionalidad mediante su legalización al tratarse de 
disconformidades sustanciales e incompatibles con la ordenación urbanística aplicable.

La  sentencia  del  Tribunal  Superior  de  Justicia  de  Andalucía  de  Sevilla,  Sala  de  lo 
Contencioso  Administrativo,  de  fecha  17  de  septiembre  de  2015  (recurso  442/2015),  ha 
afirmado que los principios de proporcionalidad y de menor su demolición tienen su encaje en 
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los artículos 182.3 de la  LOUA y 48.4  del  RDUA. Asimismo,  cabe citar  las sentencias del  
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de Granada, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
de  fechas  4  de  mayo  y  23  de  diciembre  de  2015  (recursos  565/2013  y  452/2014 
respectivamente), que vienen a afirmar el carácter excepcional del principio de proporcionalidad 
-previsto  en  los  artículos  citados-,  debiendo  interpretarse  restrictivamente  al  exigir  la 
concurrencia acumulativa de todos y cada uno de los elementos señalados por la normativa.

Por su parte, la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de Málaga, 
Sala de lo Contencioso-Administrativo, de fecha 18 de febrero de 2019 (recurso 357/2016) ha 
afirmado  que:  “El  Tribunal  Supremo,  ha  declarado  repetidamente  que  en  los  casos  de 
actuaciones contrarias al planeamiento urbanístico es imprescindible restaurar la realidad física 
alterada o transformada por la acción ilegal, de manera que no existe la posibilidad de optar  
entre dos o más medios distintos y no es, por tanto, aplicable el principio de proporcionalidad 
(Sentencias de 28 de abril de 2000 , 15 de octubre de 2001, 23 de octubre de 2001 y 2 de 
octubre de 2002). Y la de 2-10-02 declara: En los casos de actuaciones que, como la que se 
enjuicia, contradicen el planeamiento urbanístico la Administración resulta obligada a restaurar 
la realidad física alterada o transformada por medio de la acción ilegal. No tiene posibilidad de 
optar entre dos o más medios distintos (así  se declara, por ejemplo, en los mismos casos 
resueltos en las sentencias de 16 de mayo de 1990 (14) y de 3 de diciembre de 1991) por lo 
que no resulta  de aplicación el  principio  de proporcionalidad.  La vinculación positiva  de la 
Administración Pública a la Ley (art.  103.1 CE) obliga a ésta a respetar la Ley: es decir,  a 
ordenar la demolición". 

Resulta significativa la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, Sala de lo  
Contencioso-administrativo,  de  18  de  noviembre  de2004,  Rec.  535/2002,  partiendo  de 
actuaciones dentro de una parcelación ilegal (similar al caso que nos obedece) se pronunció 
sobre el alcance de la orden de demolición, expresando lo siguiente: “A lo que ha de añadirse 
que como tiene declarado el Tribunal Supremo en la sentencia de 8 de mayo de 2001, en 
ámbitos como el urbanístico “las potestades administrativas tienen una escasa funcionabilidad 
discrecional, siendo esencialmente regladas debiendo someterse los órganos administrativos 
en su ejercicio al imperio de la Ley, evitando que el desarrollo urbano de las ciudades queda al 
capricho de los particulares, que pretenden imponer por la fuerza de los hechos resultados 
urbanísticos que no se acomoden a la legalidad, u operan al margen, o en contra de principios 
que la materializan, siempre de espaldas al interés público que debe imperar en la Ordenación 
Urbanística del Territorio. De aquí que en última instancia, si bien la orden de demolición debe 
configurarse como una medida excepcional, ello no implica que la misma no deba aplicarse y  
con la finalidad reparadora ya referida en aras, en todo caso de la defensa del principio de 
legalidad, por lo que sólo desde el principio de proporcionalidad podría hacerse evitable la 
demolición (arts. 103 a 106 de la Constitución, 1, 4 del Título Preliminar del Código Civil; 84.2 
de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local 7/85; art. 6 del Reglamento de Servicios 
de  las  Corporaciones  Locales),  que  evidentemente  no  concurren  en  este  caso  pues ni  el 
ordenamiento jurídico posibilita en este caso elegir  uno entre varios medios utilizables, y el 
único medio utilizado a sí  resulta a tales fines inadecuado ni  excesivo en relación con las 
características  del  caso  contemplado,  y  más  si  se  quiere  impedir  que  estas  situaciones 
heteróclitas y reiteradas sigan produciéndose". En nuestro caso, la orden de demolición queda 
legitimada  al  tratarse  de  obras  no  legalizables  dentro  de  una  parcelación  ilegal,  su 
incumplimiento  conllevaría  a  la  vulneración  del  principio  de  legalidad  e  iría  en  contra  del  
carácter de naturaleza reparadora que tienen los expedientes de protección de la legalidad 
urbanística, además, como bien determina la sentencia el desarrollo urbano de las ciudades no 
puede quedar al capricho de los particulares y más aún si cabe en suelo clasificado como no 
urbanizable.
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De otra, indicar que el principio de menor demolición es conocido como expresión del 
principio de proporcionalidad; en este sentido, citar la sentencia del Tribunal Supremo de 6 de 
abril de 1993 afirmando precisamente que "por apoyarse (este principio de menor demolición) 
en razones de justicia, equidad o proporcionalidad no puede servir  de cobijo para eludir  el 
cumplimiento  de  normas  jurídicas  imperativas  y,  de  paso,  mantener,  perpetuamente,  tal 
situación de flagrante ilegalidad".

Todo lo expuesto es corroborado por los artículos 192.1 de la LOUA y 61.1 del RDUA,  
resultando  obligada  la  Administración  a  tomar  las  medidas  oportunas  a  fin  de  reponer  la  
situación física alterada por aquella actuación ilícita creada por la alegante.

En consecuencia, procede la desestimación de la alegación.

3.5.-  Respecto a la alegación descrita  en la letra b.4,  ratificarnos en los fundamentos 
derechos recogidos en la resolución de incoación que constata la realización del hecho imponible 
del ICIO, resultando la procedencia de girar su liquidación y sin que los argumentos de la alegante 
desdigan su contenido.

En consecuencia, procede la desestimación de la alegación,

4.- Los artículos 169.1 de la LOUA y 8 del RDUA disponen que están sujetos a previa  
licencia urbanística municipal, sin perjuicio de las demás autorizaciones o informes que sean 
procedentes con arreglo a la ley o a la legislación sectorial aplicable, los actos de construcción,  
edificación e instalación y de uso del suelo, incluidos el subsuelo y el vuelo y en particular los 
actos que enumera.

5.- En aplicación de los artículos 39.4 y 5 del RDUA y 18 de la Ley 39/2015, se hace 
constar que no constan facilitados datos identificativos de otras personas que pudieran resultar  
afectadas por el presente procedimiento. 

6.- De acuerdo con lo previsto por los artículos 182.1 de la LOUA y 45.1 del RDUA, el 
restablecimiento  del  orden  jurídico  perturbado  tendrá  lugar  mediante  la  legalización  del 
correspondiente acto o uso o, en su caso, la reposición a su estado originario de la realidad 
física  alterada.  Dicho  procedimiento  se  instruirá  y  resolverá  con  independencia  del 
procedimiento sancionador que se incoe, aunque de forma coordinada, conforme a lo dispuesto 
por los artículos 186 y 192 de la LOUA y artículos 54 y 61 del RDUA.

A la vista de los informes técnicos obrantes en el expediente, las actuaciones objeto del 
presente procedimiento  son incompatibles con el ordenamiento urbanístico vigente y, por lo 
tanto, no pueden ser objeto de legalización, lo que implica la restitución de la realidad física  
alterada  mediante  la  demolición  de  lo  construido  ilegalmente  y  retirada  de  lo  instalado 
ilegalmente  (artículo  49.2.a  del  RDUA).  Se  hace constar  que,  en la  parte  expositiva  de la 
resolución de incoación, notificada a los interesados, se reproduce el informe técnico y que el 
informe técnico municipal de fecha 12 de agosto de 2022 se ratifica en su informe emitido para 
la incoación 

Según  la  doctrina  jurisprudencial  consolidada,  cuando  las  obras  o  usos  fueran 
compatibles se ha de requerir al infractor la legalización en un plazo de dos meses, mientras 
que para el caso de que fueran incompatibles -como ocurre en el presente expediente- se 
determinará sin más su reposición si bien, previamente, deberá realizarse una mínima actividad 
instructora y  audiencia  al  infractor  conforme establecen los artículos 78,  79 y 84 de la  ley 
30/1992, de 26 de noviembre -hoy artículos concordantes de la de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas- (sentencia 
del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña de fecha 3 de diciembre de 2006). Efectivamente, 
el Tribunal Supremo, en una ya antigua sentencia de 30 de enero de 1985, ponente Eugenio 
Díaz Eimil, dejó dicho: “Estando plenamente acreditada la imposibilidad de legalización de la 
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obra de autos por su incuestionable condición de ilegal, el reconocimiento implícito que de ello  
hace  el  recurrente  al  reducir  su  impugnación  al  ámbito  estrictamente  formal,  sin  formular 
alegación  de  índole  material  que  contradiga  dicha  ilegalidad,  pone  de  manifiesto  la 
improcedencia de acordar una nulidad que solamente produciría efectos dilatorios y provocaría 
una repetición innecesaria de actuaciones administrativas y judiciales, con los consiguientes 
costes económicos, de las que se obtendría como único resultado una idéntica decisión de 
derribo que la aquí enjuiciada y ello constituye razón última que justifica la no aceptación de la 
pretensión de nulidad del  demandante y  apelante,  cuyo derecho de defensa no ha sufrido  
limitación alguna ni en el expediente administrativo, ni en este proceso”.

El mismo criterio fue acogido posteriormente por la sentencia del Tribunal Superior de 
Justicia de Madrid de 20 de marzo de 2003, recurso 6406/1998: “El Tribunal Supremo, en otros 
casos,  ha  declarado  que en el  caso  de que las obras  sean  manifiestamente contrarias  al  
ordenamiento urbanístico, no tiene sentido el requerimiento previo de legalización. Por tanto, la  
omisión de dicho trámite en estos casos carece de virtualidad anulatoria. Así, la Sentencia de  
29 de octubre de 1994, declaraba que la regla general que preside el artículo 185 de la citada  
Ley  del  Suelo  es  que  la  restauración  de  la  legalidad  urbanística  conculcada  por  obras 
terminadas sin licencia o contraviniéndola, precisa del previo expediente de legalización de las 
mismas, instrumentado mediante el requerimiento de la Alcaldía a tal efecto en que se otorgue 
el  plazo  de  dos  meses  para  dicha  legalización,  pero  no  es  menos  cierto  que  la  misma 
jurisprudencia (Sentencias de 26 de febrero y 28 de marzo de 1988, así como la que recoge la 
Sentencia  impugnada,  de 30  de enero  de  1985),  excepcionan dicho  previo  expediente  de 
legalización cuando aparece clara  la  ilegalidad e improcedente la obra cuya demolición se 
ordena, pues carecería de sentido abrir un trámite de legalización de aquello que de modo 
manifiesto  y  a  través  de lo  ya  actuado no puede legalizarse,  por  contravenir  el  Plan o  el 
Ordenamiento  urbanístico”;  y  concluye  la  sentencia:  “Por  lo  tanto,  cuándo  las  obras  sean 
manifiestamente ilegalizables por contravenir la ordenación urbanística, puede prescindirse de 
la orden de petición de licencia y del  correspondiente expediente administrativo,  siempre y 
cuando  el  administrado  haya  tenido  oportunidad  de  ser  oído  en  relación  con  la  legalidad 
urbanística de las obras que ha ejecutado sin licencia” (en el mismo sentido, sentencia del  
mismo tribunal de 20 de septiembre de 2007, recurso 408/2007).

Este  parece  ser  el  criterio  acogido  en  la  normativa  urbanística  de  aplicación,  en 
concreto en los artículos 182 de la LOUA y 47 del RDUA que señalan que se requerirá al 
interesado para que inste la legalización de las obras o usos que pudieran ser compatibles con 
la ordenación urbanística vigente.

De este modo, en caso de que fueran incompatibles no procede requerir la legalización. 
Por  tanto,  no  cabiendo  la  posibilidad  de  la  legalización  de  las  actuaciones,  procede  la 
resolución  del  expediente  de  protección  de  la  legalidad  urbanística,  ordenando  a  los 
interesados de la necesidad de reposición de la realidad física alterada conforme a lo dispuesto 
en el artículo 47.1 del RDUA.

7.- La resolución del expediente conllevará la orden de restitución de la realidad física  
alterada  por  ser  las  actuaciones  incompatibles  con  la  ordenación  urbanística,  sin  ser 
susceptibles de legalización. Esta orden restauradora ha de dirigirse contra el propietario o 
poseedor actual. Para ello, cabe citar la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid  
de fecha 11 de mayo 2000 (recurso 2496 BIS/1996) que ha afirmado lo siguiente:  “Ha de 
señalarse que supuestos como el presente la acción dirigida para restaurar la legalidad ha de 
entenderse con el propietario o poseedor actual, aun cuando no haya sido el responsable de 
las  obras  realizadas  sin  licencia,  por  cuanto  sólo  él  tiene  la  posibilidad  de  proceder  a  la 
restauración  del  orden  urbanístico  infringido.  De  forma  que  incluso  en  los  supuestos  de 
transmisión de la finca en la que se han realizado obras contrarias a la legalidad urbanística, 
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será el  nuevo propietario el  que venga obligado a realizar  las actividades necesarias para 
legalizar dichas obras o en supuesto de que dichas obras sean ilegalizables, o que no se haya 
procedido a su legalización será el propietario actual de la finca en cuestión el obligado a la 
demolición de dichas obras. También el supuesto de la existencia de la relación arrendaticia, 
será  el  propietario  de  la  finca,  el  que  una  vez  concluida  la  relación  vendrá  obligado  a  la 
realización de las mencionadas medidas de protección de la legalidad. Incluso en el supuesto 
de que la relación arrendaticia se encuentre vigente la Ley otorga acción al arrendador, para 
prohibir la realización de dichas obras o para conseguir del arrendatario la demolición de las 
obras realizadas. Todo lo dicho anteriormente, ha de entenderse sin perjuicio de las acciones 
civiles que para reclamar el valor de las obras de demolición puedan tener los interesados. Se 
constituyen así las acciones de protección de la legalidad a modo de obligaciones por «propter 
rem», que han de ser cumplidas por aquel que tiene el que la titularidad efectiva de la finca al  
momento de ejercitarse por la entidad pública las acciones que el ordenamiento jurídico le 
otorga para la protección de la legalidad. Y ello en virtud de operar en esta materia el principio  
de subrogación, en el que el particularismo individual resulta indiferente, sin perjuicio como 
hemos dicho de las acciones civiles que pudieran ejercitarse. En conclusión, en el expediente 
de  protección  de  la  legalidad,  los  propietarios  vienen  obligados  a  realizar  las  acciones 
tendentes a dicha restauración con independencia, de haber ejecutado las obras o haberlas 
promovido,  lo  que no quiere  decir  que  estos  principios rijan  en el  seno del  procedimiento 
sancionador, cuyos principios informantes son de una naturaleza jurídica distinta". La Sentencia 
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de fecha 3 de febrero de 2011 (recurso 115/2010)  
ha dictaminado que “la acción dirigida para restaurar  la legalidad ha de entenderse con el 
propietario o poseedor actual, aún cuando no haya sido el responsable de las obras realizadas 
sin licencia,  por cuanto solo él tiene la posibilidad de proceder a la restauración del  orden 
urbanístico infringido. De forma que incluso en los supuestos de transmisión de la finca en la 
que se han realizado obras contrarias a la legalidad urbanística, será el nuevo propietario el 
que venga obligado  a realizar  las actividades necesarias  para legalizar  dichas obras o  en 
supuesto de que dichas obras sean ilegalizables, o que no se haya procedido a su legalización 
será el propietario actual de la finca en cuestión el obligado a la demolición de dichas obras. 
Todo lo dicho anteriormente, ha de entenderse sin perjuicio de las acciones civiles que para 
reclamar el valor de las obras de demolición puedan tener los interesados. Se constituyen así 
las acciones de protección de la legalidad a modo de obligaciones por "propter rem", que han 
de ser cumplidas por aquel que tiene el que la titularidad efectiva de la finca al momento de 
ejercitarse por la entidad pública las acciones que el ordenamiento jurídico le otorga para la 
protección  de  la  legalidad.  Y  ello  en  virtud  de  operar  en  esta  materia  el  principio  de 
subrogación, en el que el particularismo individual resulta indiferente, sin perjuicio como hemos 
dicho de las acciones civiles que pudieran ejercitarse.  En conclusión,  en el  expediente  de 
protección de la legalidad urbanística, los propietarios vienen obligados a realizar las acciones 
tendentes a dicha restauración con independencia, de haber ejecutado las obras o haberlas 
promovido,  lo  que no quiere  decir  que  estos  principios rijan  en el  seno del  procedimiento 
sancionador, cuyos principios informantes son de una naturaleza jurídica distinta”. En el mismo 
sentido que la anterior, se citan las sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 
fecha  12  de  noviembre  de  2014  (recurso  484/2013)  y  de  25  de  julio  de  2018  (recurso 
1014/2017).

La sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de fecha 4 de marzo de 
2013 (recurso 94/2011), ha afirmado lo siguiente: “En lo referente al principio de culpabilidad, 
ha de señalarse que supuestos como el presente la acción dirigida para restaurar la legalidad 
ha de entenderse con el propietario o poseedor actual, aun cuando no haya sido el responsable  
de las obras realizadas sin licencia, por cuanto sólo él tiene la posibilidad de proceder a la  
restauración  del  orden  urbanístico  infringido.  De  forma  que,  incluso,  en  los  supuestos  de 
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transmisión de la finca en la que se ha realizado obras contrarias a la legalidad urbanística,  
será el  nuevo propietario el  que venga obligado a realizar  las actividades necesarias para 
legalizar dichas obras o en el supuesto de que dichas obras sean ilegalizables, o que no se 
haya procedido a su legalización, será el propietario actual de la finca en cuestión el obligado a 
la demolición de dichas obras. Todo lo dicho anteriormente, ha de entenderse sin perjuicio de 
las acciones civiles que para reclamar el valor de las obras de demolición puedan tener los  
interesados.  Se  constituyen  así  las  acciones  de  protección  de  la  legalidad  a  modo  de 
obligaciones "propter rem", que han de ser cumplidas por aquel que tiene la titularidad efectiva 
de la finca al momento de ejercitarse por la entidad pública las acciones que el ordenamiento 
jurídico le otorga para la protección de la legalidad”.

El  sujeto  pasivo  de  la  acción  protectora  de  la  legalidad  urbanística  se  configura  a 
manera de una obligación propter rem, es decir, debe ser cumplida por el propietario actual de  
la finca al  momento de ejercitar la acción de restablecimiento que el  ordenamiento otorga. 
Como quedó expresado en la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Canarias de 15 de 
septiembre de 2014 (Rec. 51/2014), cuando se trata “de obras terminadas y en donde lo que se  
exige es la restitución o restablecimiento a la situación anterior, el único capacitado legalmente  
para efectuar el requerimiento de demolición de la administración es el poseedor y propietario  
de  la  construcción  o  si  este  no  lo  hiciera,  la  propia  administración  mediante  ejecución 
subsidiaria”.

Respecto del presente expediente, se ha de indicar que la entidad Goyeneta Renta 
Patrimonio SLU, finalmente, no resulta afectada, por cuanto las actuaciones se encuentran en 
terrenos  que  no  son  ya  de  su  propiedad  por  transmisión  en  escritura  pública,  según  ha 
quedado acreditado en el expediente de protección de la legalidad urbanística nº 603/2019, 
considerándose esta entidad junto a Diego Gómez Durán de un muro medianero, pero no de la  
finca objeto del presente expediente, aunque siga siendo titular registral.

De este modo, la orden de restitución que se ha de acordar en el presente expediente, 
debe seguirse contra Diego Gómez Durán -como titular catastral-, María del Carmen Cabrita 
Muñoz (titular según el Boletín de denuncia de Inspección Territorial y Actas de Inspección del 
Seprona) y Eva María Moreno Carrascosa -como vendedora en documento privado de una 
participación en proindiviso-. Asimismo, resulta de aplicación lo dispuesto en el artículo 38 del 
RDUA, relativo al carácter real de las medidas de protección de la legalidad urbanística, por lo 
que la  orden de restitución alcanzará a los terceros adquirentes de las parcelas afectadas 
objeto del presente expediente.

De esta manera, la orden de restitución, como obligación de carácter real, ha de ser  
cumplida por aquellos que tengan la titularidad efectiva de los terrenos afectados y terceros 
adquirentes.

8.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 21.4 de la Ley 39/2015, el plazo 
máximo en el que ha de notificarse la resolución expresa que recaiga en el procedimiento de 
protección de la legalidad urbanística será de un año a contar desde la fecha de su iniciación 
conforme  disponen  los  artículos  182.5  de  la  LOUA  y  45.2  del  RDUA,  entendiéndose, 
transcurrido  dicho  plazo,  la  caducidad  del  procedimiento  con  los  efectos  previstos  en  los 
artículos 25.2 y 95 de la citada Ley 39/2015.

9.- En lo concerniente a la resolución de finalización del procedimiento de reposición de 
la realidad física alterada, resulta de aplicación lo dispuesto en los artículos 184.2 de la LOUA y 
50.1 del RDUA, debiendo dicha resolución indicar el plazo concedido -no superior a dos meses- 
para el cumplimiento voluntario de la restitución de la finca a su estado originario, advirtiéndose 
que,  transcurrido  dicho  plazo,  se  procederá  a  la  imposición  de  multas  coercitivas  o  a  la 
ejecución  subsidiaria  por  este  Ayuntamiento  a  costa  de  los  interesados  en  los  términos 
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previstos en la LISTA, tal como se ha expuesto en el fundamento de derecho 1º. Según el 
artículo 154.3 de la LISTA, el importe de las multas coercitivas ascenderá al 10% del valor de 
las obras de reposición, con un máximo de 10.000 € y, en todo caso, como mínimo, de 1.000 €.

En  el  caso  ejecución  subsidiaria,  se  advierte  que,  si  fuera  necesario,  previo 
requerimiento a los interesados, se procederá al desalojo de la construcción o edificación en el 
día indicado por el órgano actuante conforme establece el artículo 50.2 del RDUA. Este deber  
incluye el de retirar cuantos bienes muebles y semovientes se hallen en el inmueble objeto de 
la medida de reposición de la realidad física alterada, teniendo, de lo contrario, los mismos el 
carácter de bienes abandonados a los efectos de proceder a la ejecución de la resolución sin 
mayores dilaciones.

En este  caso,  se  adoptarán  las  medidas  pertinentes  en  orden  al  cumplimiento  del 
acuerdo  de  restauración  de  la  situación  física  perturbada,  recabándose,  en  su  caso,  la 
autorización  judicial  procedente  para  la  entrada  en  domicilio  por  entenderse  denegado  el 
acceso en el caso de que no constare autorización expresa, así como el auxilio de la Policía 
Local y de las Fuerzas de Seguridad del Estado en el caso de que se estimara necesario.

Por  otra  parte,  informar  que,  conforme  dispone  el  artículo  50.4  del  RDUA,  si  los 
responsables de la alteración de la realidad repusieran ésta por sí mismos a su estado anterior 
en los términos dispuestos por la correspondiente resolución, tendrán derecho a la reducción 
en  un  50%  de  la  multa  que  deba  imponerse  o  se  haya  impuesto  en  el  procedimiento  
sancionador.

10.-  La  resolución  del  presente  expediente  resulta  necesario  que  se  traslade  a  la 
Fiscalía  del  Área  de  Dos Hermanas  (Diligencias  de  Investigación  n.º  63/20)  y  al  Juzgado 
Decano de Alcalá de Guadaíra por haberse interpuesto denuncia ante ese Juzgado.

11.- De acuerdo con lo previsto en el artículo 50.3 del RDUA, de la resolución que 
ordene  la  reposición  de  la  realidad  física  alterada  ha  de  darse  traslado  por  el  órgano 
competente  a  las  compañías  suministradoras  de  servicios  urbanos  para  que  retiren 
definitivamente  el  suministro  solamente  respecto  a  las  actuaciones  objeto  del  presente 
expediente.

12.-  En la Delegación de Urbanismo constan escritos presentados por la Secretaría 
General de la Consejería de Fomento, Infraestructuras y Ordenación del Territorio con registros 
de  entrada  20  de  septiembre  y  10  de  diciembre  de  2019  (su  expediente  de  referencia 
115/41/19/0173)  relativo  a  las  actuaciones  urbanísticas  que  se  vienen  desarrollando  en  la 
parcela  1  del  polígono  32,  con  referencia  catastral  41004A032000010000IO,  paraje  “El 
Nevero”. En cumplimiento de lo anterior, consta oficio dirigido a esa Secretaría de fecha 15 de 
enero de 2020, comprometiéndose este Ayuntamiento a trasladar los diferentes acuerdos que 
se vayan adoptando que ordenen la restitución de la legalidad urbanística sobre los terrenos 
identificados, como concurre en el presente expediente. 

13.-  Es  órgano  competente  para  la  resolución  del  expediente  de  protección  de  la 
legalidad urbanística la Junta de Gobierno de Local por las facultades conferidas mediante 
resolución de Alcaldía nº 330/2019, de 28 de junio, sobre nombramiento de miembros de la  
Junta de Gobierno Local y delegación de atribuciones].

Por todo  ello,  a  la  vista  de los  informes emitidos  y  que obran en su  expediente  y 
conforme facultades delegadas por resolución de la Alcaldía 330/2019, de 28 de junio, la Junta 
de Gobierno Local con la asistencia de siete de sus nueve miembros de derecho, en votación 
ordinaria y por unanimidad, acuerda:

Primero.- Desestimar  íntegramente  las alegaciones  presentadas mediante  instancia 
general  con fechas de entrada 4 de marzo y 8 de agosto de 2022 (números de registro de 
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entrada electrónico 5326 y 20987) por Antonio Reina Romero, en nombre y representación 
María del Carmen Cabrita Muñoz, contra la resolución del Concejal-delegado de Urbanismo nº 
3421/2021,  de 3 de diciembre,  conforme a la  motivación expresada en la  parte  expositiva 
(fundamentos de derecho 2º y 3º del informe jurídico transcrito en la parte expositiva).

Segundo.-  Resolver  el  expediente  de  protección  de  la  legalidad  urbanística  n.º 
10776/2020, ordenando a María del Carmen Cabrita Muñoz, Diego Gómez Durán y Eva María 
Moreno Carrascosa, la restauración del orden jurídico perturbado mediante la reposición a su 
estado originario  de la situación física alterada respecto a las actuaciones consistentes en 
ejecución de instalación de caravana, instalación de módulo, ejecución de porche, ejecución de 
construcción de chapa e instalación de fosa séptica, ejecutadas sin contar con la preceptiva 
licencia en parcela n.º 88 de la parcelación urbanística ilegal conocida como “Albaraka” o “El 
Nevero”,  que  se  corresponde  con  parte  de  la  parcela  1  del  polígono  32,  cuya  referencia 
catastral es 41004A032000010000IO, y que formaría parte de la finca registral nº 58.037, al ser 
incompatibles con la ordenación urbanística y no legalizables, lo que implica según los informes 
emitidos  por  el  arquitecto  técnico  de  la  Sección  de  Disciplina  Urbanística  obrantes  en  el 
expediente, la demolición de lo ilegalmente construido. El plazo para el comienzo se establece 
en 15 días y el plazo para la ejecución de las mismas de 30 días. 

En todo caso, se advierte que la orden de restitución, como obligación de carácter real, 
ha de ser cumplida por aquellos que tengan la titularidad efectiva de los terrenos afectados y  
terceros adquirentes.

Tercero.- Advertir a los interesados que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 50.1 
del  RDUA,  transcurrido  el  plazo  concedido  en  el  acuerdo  segundo  para  el  cumplimiento 
voluntario de la restitución de la finca a su estado originario, en cualquier momento se podrán 
llevar  a  cabo  por  este  Ayuntamiento  su  ejecución  subsidiaria  a  costa  de  los  interesados 
siguiendo los criterios establecidos en el artículo 154.3 de la LISTA. A tales efectos se indica  
que,  según  los  informes  emitidos  por  el  arquitecto  técnico  de  la  Sección  de  Disciplina 
Urbanística obrantes en el expediente, el presupuesto estimativo de la restitución asciende a 
8.794,74 €.

En el caso ejecución subsidiaria, advertir que, si fuera necesario, previo requerimiento a 
los interesados, se procederá al desalojo de la construcción o edificación en el día indicado por 
el órgano actuante conforme establece el artículo 50.2 del RDUA. Este deber, incluye el de 
retirar cuantos bienes muebles y semovientes se hallen en el inmueble objeto de la medida de  
reposición de la realidad física alterada, teniendo, de lo contrario, los mismos el carácter de 
bienes abandonados a los efectos de proceder a la ejecución de la resolución sin mayores 
dilaciones.

En  este  caso  se  adoptarán  las  medidas  pertinentes  en  orden  al  cumplimiento  del 
acuerdo de restauración de la situación física perturbada, recabándose la autorización judicial 
en su caso procedente para la entrada en domicilio por entenderse denegado el acceso en el  
caso de que no constare autorización expresa, así como el auxilio de la Policía Local y de las  
Fuerzas de Seguridad del Estado en el caso de que se estimara necesario.

Cuarto.- Advertir a los interesados que, de acuerdo con el artículo 154.3 de la LISTA, el 
incumplimiento de la resolución que orden las medidas para adecuar la realidad a la ordenación 
urbanística,  mientras  dure,  a  la  imposición  de  hasta  doce  multas  coercitivas  con  una 
periodicidad mínima de un mes y cuantía, en cada ocasión, del 10% del valor de las obras de 
reposición con un máximo de 10.000 € y como mínimo de 1.000 €. En todo caso, transcurrido el 
plazo derivado de la duodécima multa coercitiva se procederá a la ejecución subsidiaria. 

Asimismo,  informar  que,  conforme  dispone  el  artículo  50.4  del  RDUA,  si  los 
responsables de la alteración de la realidad repusieran ésta por sí mismos a su estado anterior 
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en los términos dispuestos por la correspondiente resolución, tendrán derecho a la reducción 
en  un  50%  de  la  multa  que  deba  imponerse  o  se  haya  impuesto  en  el  procedimiento  
sancionador, o a la devolución del importe correspondiente de la que ya hubieran satisfecho, o  
en su caso a la minoración o extinción de las sanciones accesorias referidas en el artículo 209 
de la LOUA.

Quinto.-  Notificar  el  presente  acuerdo  a  María  del  Carmen  Cabrita  Muñoz,  Diego 
Gómez Durán y Eva María Moreno Carrascosa.

Sexto.-  Dar  traslado  del  presente  acuerdo  a  las  compañías  suministradoras  de 
servicios  urbanos  para  que  retiren  definitivamente  el  suministro  solamente  respecto  a  las 
actuaciones descritas en el presente acuerdo.

Séptimo.- Dar traslado del presente acuerdo a la Secretaría General de la Consejería 
de  Fomento,  Infraestructuras  y  Ordenación  del  Territorio  (expediente  de  referencia 
115/41/19/0173).

Octavo.- Dar traslado del presente acuerdo a la Fiscalía del Área de Dos Hermanas 
(Diligencias de Investigación n.º 63/20) y al Juzgado Decano de Alcalá de Guadaíra.

Noveno.- Dar traslado del presente acuerdo al servicio de Inspección y Policía Local 
para su conocimiento.

 

10º  URBANISMO/EXPTE.  8530/2021.  RESOLUCIÓN  DE  EXPEDIENTE  DE 
PROTECCIÓN DE LA LEGALIDAD URBANÍSTICA POR ACTUACIONES SIN CONTAR CON 
LICENCIA  MUNICIPAL  EN  TERRENOS  UBICADOS  EN  EL  PARAJE  VALDECABRAS, 
REFERENCIA CATASTRAL ES 41004A038000200000IO.- Examinado el expediente que se 
tramita sobre protección de la legalidad urbanística por actuaciones sin contar con licencia 
municipal  en  terrenos  ubicados  en  el  paraje  Valdecabras,  referencia  catastral  es 
41004A038000200000IO, y resultando:

Mediante  resolución  del  Concejal-delegado  de  Urbanismo  nº  3539/2021,  de  14  de 
diciembre,  se  acordó  “incoar  a  Esperanza  Bejarano  González  (titular  según  informe  de 
Inspección Territorial) y Campos Nazarenos SAT (titular catastral), expediente de protección de 
la legalidad urbanística conforme a los artículos 182 y siguientes de la Ley 7/2002, de 17 de 
diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía (LOUA) y los artículos 45 y siguientes del 
Decreto 60/2010, de 16 de marzo,  Reglamento de Disciplina Urbanística de la  Comunidad 
Autónoma de Andalucía (RDUA), por actuaciones consistentes en ejecución de construcción de 
vivienda, que se están ejecutando sin contar con la preceptiva licencia en terrenos ubicados en  
el paraje Valdecabras, referencia catastral es 41004A038000200000IO, siendo incompatibles 
con la ordenación urbanística vigente. De este modo, se advierte de la necesidad de reposición 
de la realidad física alterada al no ser las actuaciones susceptibles de legalización; todo ello,  
sin perjuicio del procedimiento sancionador que se inicie por infracción urbanística contra las 
personas responsables según establece el artículo 63 del RDUA”. Además, en la resolución de 
incoación  se  acordó  la  concesión  de  trámite  de  audiencia  a  los  interesados  y  ordenó  la 
suspensión de las actuaciones.  También,  se acordó dar  traslado al  Ministerio  Fiscal,  a los 
efectos previstos en el artículo 56 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el  
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana (en adelante,  
Texto Refundido de la Ley del Suelo) y el artículo 37.3 del RDUA, al entenderse que existen 
indicios de delito.

Consta  en  el  expediente  la  notificación  de  la  citada  resolución  de  incoación  a  los 
interesados. 

Transcurrido el trámite de audiencia, consta los siguientes escritos de alegaciones:
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1.  Escrito  de alegaciones presentado con fecha de entrada 15 de febrero de 2022 
(número de registro 3650) por Miguel Blanco Barea, en nombre y representación de Campos 
Nazarenos SAT, pudiendo resumirse de la siguiente manera:

- Falta de autoría y responsabilidad de la obra. Solicita el archivo del procedimiento 
respecto a la alegante.

2.  Escrito  de alegaciones presentado con fecha de entrada 22 de febrero de 2022 
(número  de  registro  5861)  por  Esperanza  Bejarano  González,  pudiendo  resumirse  de  la 
siguiente manera:

a)  Sobre  la  imputación  realizada  por  esta  Administración  manifiestan:  1)  la  antigua 
construcción  estaba  en  un  estado  deplorable  y  deprimente  que  impedía  su  uso  normal  y 
adecuado;  2)  sobre  la  edificación  posterior  señala  que  la  vivienda  sigue  presentando  la 
tipología típica de la campiña sevillana aislada vinculada al uso de los terrenos y explotación de 
los terrenos de toda la finca, encajando en el entorno rural; 3) la realidad de la construcción 
anterior impedía su uso y rehabilitación si no era conforme se ha actuado, pues se encontraba 
en estado ruinoso, no habiendo otra manera posible de proceder para conservar la vivienda tal 
como existía antes de 1.975; 4) la obra es susceptible de legalización al tener encaje en el  
entorno rural. A tal efecto, aporta informe de arquitecto técnico.

b) Defecto de eficacia del PGOU y, en suma, de la normativa urbanística municipal que 
se aplica. Se indica que el PGOU, publicado en el BOP número 68 de fecha 24 de marzo de 
1995, no contiene la planimetría afectante a los suelos rústicos.

c) La edificación constituye la vivienda de la alegante y su familia.

d) Imposibilidad material y jurídica de llevar a cabo la restitución, por lo que resulta de 
aplicación  el  artículo  51  del  RDUA y  el  artículo  15.3  del  Decreto-ley  3/2019,  de  24  de  
septiembre, de medidas urgentes para la adecuación ambiental y territorial de las edificaciones 
irregulares  en  la  Comunidad  Autónoma  de  Andalucía.  La  demolición  es  una  medida 
desproporcionada resultando de aplicación el principio de proporcionalidad.

e) Disconformidad en la valoración y presupuestos estimados de la restitución y de la 
obra ejecutada. Improcedencia del ICIO.

f)  Los terrenos y obras imputadas guardan una unidad y  continuidad con las fincas 
colindantes. Quebrantamiento del principio de confianza legítima y del principio de interdicción 
de la arbitrariedad de los poderes públicos.

g)  Falta de la  debida motivación de la  resolución de incoación.  Incurre  en vicio  de 
nulidad previsto en el artículo 47.1 e) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo común de las Administraciones Públicas (en adelante Ley 39/2015) o,  en su 
caso, la anulabilidad.

h) Vicio de nulidad previsto en el artículo 47.1 a) de la Ley 39/2015 por incompetencia 
del  órgano  que  ha  dictado  la  resolución.  Entiende  que  la  resolución  de  incoación  es  de  
competencia del Alcalde sin que pueda ser delegada, todo ello en aplicación de lo dispuesto en 
el artículo 181 de la LOUA y artículos 21.1 k), 21.3, 23 y 71 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de  
Bases de Régimen Local.

i) Solicita la nulidad de la resolución dictada, subsidiariamente su anulabilidad y, en todo 
caso, declarando se no conformidad a derecho y ordenando el archivo de las actuaciones.

De conformidad con el  artículo 49.1 del RDUA se ha emitido informe del arquitecto 
técnico municipal de la Sección de Disciplina Urbanística de fecha 10 de mayo de 2022 para la  
resolución del expediente de protección de la legalidad urbanística, ratificándose en su informe 
técnico emitido para la resolución de incoación.
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Por el Servicio Jurídico de la Delegación de Urbanismo se ha emitido informe de fecha 
14 de octubre de 2022, cuyos fundamentos de derecho son los siguientes: [1.- Con fecha 23 de 
diciembre  de  2021  entró  en  vigor  la  Ley  7/2021,  de  1  de  diciembre,  de  impulso  para  la 
sostenibilidad  del  territorio  de  Andalucía  (en  adelante  LISTA).  Resultará  de  aplicación  lo 
previsto en la letra c).1ª de la disposición transitoria primera de la LISTA, que establece las 
siguientes reglas: “c) Disciplina urbanística:

1.ª Los procedimientos  que,  al  momento  de  entrada  en vigor  de  la  presente  Ley, 
estuvieran ya iniciados, se tramitarán y resolverán con arreglo a la legislación en vigor en el 
momento de su iniciación”.

El presente procedimiento consta incoado con anterioridad a la entrada en vigor de la 
LISTA, por lo que, según lo establecido en la citada disposición transitoria, debe resolverse 
conforme  a  la  legislación  en  vigor  en  el  momento  de  su  incoación,  es  decir,  resulta  de 
aplicación la LOUA y RDUA. 

Ahora bien, la LISTA sí resultará de aplicación para el caso que, transcurrido el plazo 
voluntario establecido en la resolución del expediente, no se haya procedido a la reposición de 
la realidad física alterada, es decir, la ejecución forzosa de las medidas de adecuación de la  
realidad a la ordenación urbanística en los términos previstos en el artículo 154 de la LISTA.

2.- Visto el escrito de alegaciones presentado por de Campos Nazarenos SAT, procede 
valorarlo de la siguiente forma:

La entidad alegante es titular catastral de los terrenos afectados según la información 
catastral  obrante en el expediente, por lo que se ha dado cumplimiento a lo previsto en el 
artículo 39.5 del  RDUA, al  disponer que en relación a los expedientes de protección de la 
legalidad  urbanística  “las  actuaciones  se  seguirán  contra  la  persona  que  aparezca  como 
propietaria  del  inmueble  afectado  en  el  momento  del  inicio  del  procedimiento  de 
restablecimiento de la legalidad. A estos efectos, y salvo prueba en contrario, la Administración 
actuante  podrá  considerar  propietaria  a  la  persona  que  figure  como  tal  en  los  Registros 
Públicos que produzcan presunción de titularidad, o, en su defecto, a quien aparezca con tal 
carácter  en  registros  fiscales,  o  al  poseedor  en  concepto  de  dueño  que  lo  sea  pública  y 
notoriamente”. 

En todo caso, resulta de aplicación lo dispuesto en el artículo 38 del RDUA, relativo al  
carácter real de las medidas de protección de la legalidad urbanística, por lo que la orden de  
restitución alcanzará a los terceros adquirentes de las parcelas afectadas objeto del presente 
expediente.

De esta manera, la orden de restitución, como obligación de carácter real, ha de ser  
cumplida por aquellos que tengan la titularidad efectiva de los terrenos afectados y terceros 
adquirentes.

En cuanto a la responsabilidad, el presente procedimiento de protección de la legalidad 
urbanística es de naturaleza reparadora, limitándose este Ayuntamiento a adoptar las medidas 
necesarias para el restablecimiento del orden jurídico perturbado y la realidad física alterada 
por actuaciones que se han ejecutado sin contar con la preceptiva licencia de conformidad con 
lo establecido en los artículos 181 de la LOUA y los artículos 45 y siguientes del RDUA, sin que 
pueda entrar a valorar cuestiones propias del expediente sancionador que se incoe contra las 
personas responsables.  En este sentido,  los artículos 186.2 de la  LOUA y 54.2 del  RDUA 
establecen  que  el  procedimiento  de  protección  de  la  legalidad  urbanística  se  instruirá  y 
resolverá con independencia del procedimiento sancionador que hubiera sido incoado, pero de 
forma coordinada con éste.

En consecuencia, procede la desestimación de la alegación.
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3.-  Visto  el  escrito  de  alegaciones  presentado  por  Esperanza  Bejarano  González, 
procede valorarlo de la siguiente forma:

3.1.-  Respecto a cada uno de los puntos de la alegación descrita en la letra a),  el 
informe del arquitecto técnico municipal de la Sección de Disciplina Urbanística de fecha 10 de 
mayo de 2022 propone su desestimación al indicar que “al respecto que las obras ejecutadas 
han sido las de demolición de una construcción existente, y la ejecución de una de nueva 
planta  en  el  mismo lugar,  no  siendo  nunca  obras  de  conservación  y  mantenimiento  estas 
(según definición de estas en el artículo 29 del vigente PGOU), sino de nueva planta (según 
definición de estas en el artículo 31 del vigente PGOU).

Respecto al informe aportado, se dice que las construcciones son legalizables por tener 
la misma encaje en el entorno rural, pero no se justifica urbanísticamente de ninguna manera,  
ni se indican los artículos de la ordenación urbanística en la que se justifica dicha afirmación, 
haciendo una afirmación  sin  argumentación urbanística alguna.  Por contra  este  técnico  se 
ratifica en su análisis de la legalidad realizado en el informe técnico de fecha 25 de mayo de 
2.021,  no  siendo  compatibles  con  la  ordenación  urbanística  vigente  estas  actuaciones, 
considerándose no legalizables, por tratarse el uso residencial de la vivienda de nueva planta 
ejecutada, de un uso característico no permitido por el artículo 132 del vigente PGOU para el 
Suelo No Urbanizable de Carácter Natural o Rural, además si la edificación que allí  existía 
estaba ejecutada (terminada) con anterioridad al año 1975, conforme al Decreto-Ley 3/2.019, 
de 24 de septiembre de edificaciones irregulares, su régimen urbanístico se asimilaría a las 
edificaciones con licencia urbanística y en consecuencia podría considerarse en situación legal, 
pero las obras que se permitirían en esta situación sobre las edificaciones en dicho régimen 
urbanístico  en  Suelo  No  Urbanizable,  conforme  al  artículo  107  del  PGOU,  serían  las  de 
conservación,  rehabilitación  o  reforma  de  edificaciones,  construcciones  o  instalaciones 
existentes, mientras que lo que se ha ejecutado sería la demolición de lo que existía y y de 
nueva planta, por lo que excederían de lo permitido, razón por la que serían no legalizables  
igualmente”.

En consecuencia, procede la desestimación de la alegación.

3.2.- Respecto a la alegación descrita en la letra b), los planes urbanísticos son normas 
jurídicas de rango reglamentario y, de conformidad con el principio de publicidad de las normas 
dispuesto en el artículo 9.3 de la CE, han de ser publicadas.

La redacción actual del artículo 70.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las 
Bases de Régimen Local (conforme a lo previsto en la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de 
medidas para la modernización del gobierno local), establece que “los acuerdos que adopten 
las  corporaciones  locales  se  publican  o  notifican  en  la  forma  prevista  por  la  Ley.  Las 
ordenanzas,  incluidos el  articulado de las normas de los planes urbanísticos,  así  como los 
acuerdos correspondientes a éstos cuya aprobación definitiva sea competencia de los entes 
locales, se publicarán en el "Boletín Oficial" de la provincia y no entrarán en vigor hasta que se  
haya publicado completamente su texto y haya transcurrido el plazo previsto en el artículo 65.2 
salvo los presupuestos y las ordenanzas fiscales que se publican y entran en vigor en los 
términos establecidos en la Ley 39/1988, de 28 de diciembre Reguladora de las Haciendas 
Locales.  Las  Administraciones  públicas  con  competencias  urbanísticas  deberán  tener,  a 
disposición de los ciudadanos que lo soliciten, copias completas del planeamiento vigente en 
su ámbito territorial”.

La redacción en su día vigente del  artículo 70.2 de la LBRL, en el  momento de la  
publicación PGOU de Alcalá de Guadaíra con fecha 24 de marzo de 1995, era la siguiente: 
“Los  acuerdos  que  adopten  las  corporaciones  locales  se  publican  o  notifican  en  la  forma 
prevista  por  la  Ley.  Las  Ordenanzas,  incluidos  el  articulado  de  las  normas  de  los  planes 
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urbanísticos, así como los acuerdos correspondientes a éstos cuya aprobación definitiva sea 
competencia de los Entes locales,  se publican en el  «Boletín Oficial» de la Provincia y no  
entran en vigor hasta que se haya publicado completamente su texto y haya transcurrido el 
plazo previsto en el artículo 65.2. Idéntica regla es de aplicación a los presupuestos, en los  
términos  del  artículo  112.3  de  esta  Ley.  Las  Administraciones  Públicas  con  competencias 
urbanísticas deberán tener, a disposición de los ciudadanos que lo soliciten, copias completas 
del planeamiento vigente en su ámbito territorial”.

De  este  modo,  la  publicación  en  materia  de  planes  urbanísticos  se  refiere 
expresamente  al  articulado  de  las normas urbanísticas,  sin  que deba contener  los planos, 
siendo, además, un presupuesto de eficacia pero no de validez.

En cuanto a la publicación de los planos y fichas, la Jurisprudencia ha mantenido dos 
líneas diferenciadas:

Una  primera  donde  se  afirma  que  carecen  de  valor  normativo  y  no  precisa  su 
publicación (sentencia del Tribunal Supremo de 24 de enero de 2002, Rec 35/1998 posterior a 
la publicación del PGOU vigente de Alcalá de Guadaíra). Así en esta sentencia se determina 
que “Es indudable, en todo caso, que la publicación formal y necesaria determina la entrada en 
vigor de la norma publicada, y así se viene exigiendo en la jurisprudencia que se cita en el  
motivo, para las ordenanzas y disposiciones de todos los planes de urbanismo que participan 
de la naturaleza de norma jurídica, conforme al artículo 70.2 de la Ley 7/1985 antes y después  
de su reforma por la Ley 39/1994, de 30 Dic. (últimamente en las sentencias de 20 Sep. y 30 
Jun. 2000), siendo pertinente precisar que consideramos que dicho precepto tiene fundamento 
en el artículo 149.1.8ª de la Constitución. La necesidad de publicación no alcanza a los demás 
documentos o elementos que forman parte del Plan siempre que no sea normas ni participen 
de su naturaleza, como planos, gráficos o textos no normativos”. 

Y una segunda reflejada en la sentencia del Tribunal Supremo de 1 de diciembre de 
2008, Rec 7619/2004, que ha afirmado que “Es cierto que, en esa línea de interpretación a que 
aluden los recurrentes, esta Sala ha declarado en repetidas ocasiones que es innecesaria la 
publicación  formal  de  aquellos  documentos  o  elementos  del  Plan  que  no  son  normas 
urbanísticas sino simples fichas,  listados  u  otros  documentos carentes de valor  normativo. 
Cabe mencionar en este sentido, junto a otras que citan los recurrentes en sus escritos, las  
sentencias de esta Sala de 27 de julio de 2001 (casación 8876/96), 7 de diciembre de 2001 
(casación 4394/97) 25 de febrero de 2002 (casación 7960/02, 18 de junio de 2002 (casación 
6992/98) y 16 de abril de 2003 (casación 6692/99). Ahora bien, lo declarado en esas sentencias 
no significa que las fichas correspondientes a las distintas unidades o ámbitos superficiales de 
actuación queden en todo caso excluidas de la exigencia de publicación, pues será así sólo en 
la medida en que tales fichas carezcan de contenido normativo. Por ello, cuando la controversia 
se refiere a fichas que incluyen determinaciones con indudable valor normativo la decisión de 
esta Sala ha consistido en afirmar respecto de ellas la necesidad de su publicación - puede 
verse nuestra sentencia de 21 de junio de 2000”. 

Pues bien,  la sentencia del  Tribunal Supremo de fecha 8 de octubre de 2010 (Rec 
4289/2006)  ha  precisado  que  las  líneas  jurisprudenciales  expuestas  anteriormente  no  son 
contradictorias, sino que obedecen a una “evolución y progreso” de las mismas, habiéndose 
“matizado la primera por otra que atiende a la naturaleza de la ficha o plano, tomando en 
consideración el contenido de estos documentos que integran el plan”. Como sigue diciendo “si 
bien las fichas o planos no tienen por qué tener contenido normativo, pues están llamados a 
cumplir una función subalterna, sin embargo, en determinados casos lo cierto es que tienen tal 
carácter normativo, y en esa medida han de ser objeto de publicación”. ¿Cuándo se produce 
esta  circunstancia?  Pues,  como  indica  la  sentencia,  “cuando  las  normas  urbanísticas  no 
resultan descifrables ni entendibles por sus constantes remisiones a las fichas, haciendo de 
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éstas no un instrumento auxiliar de la norma, sino un elemento esencial para su compresión, al  
tiempo  que  se  les  confiere  un  contenido  normativo  impropio,  en  tal  caso  les  alcanza  la 
exigencia de la publicación que se extiende a todo cuanto tenga contenido normativo”.

Un  último  pronunciamiento  jurisprudencial  reseñable  lo  constituye  la  sentencia  del 
Tribunal Supremo de 21 de septiembre de 2012 (recurso 880/2009), que tiene dicho que “no 
puede admitirse que la publicación alcance, en todo caso, a todos los planos, como si de un 
bloque  normativo  se  tratara,  ni  que  se  deba  comprender  siempre  a  los  planos  de  los  
instrumentos  de  planeamiento  general,  sin  acreditar  antes  la  naturaleza  normativa  de  los 
mismos”. 

El PGOU de Alcalá de Guadaíra publicado con fecha 24 de marzo de 1995 cumple con 
lo dispuesto en la normativa citada anteriormente, la cual no exige la publicación de los planos, 
pero también con la jurisprudencia referida, habiéndose publicado el contenido normativo del 
Plan (incluidas las fichas que comprenden las unidades de ejecución o de áreas a desarrollar,  
así como el catálogo, que incluye algún dato de carácter normativo). Dentro de su articulado 
publicado se encuentra el artículo 65 sobre “el régimen propio del suelo no urbanizable se 
recoge en el Título quinto de estas Normas” aplicable a nuestro caso, sin que deba acudirse a  
la planimetría del Suelo No Urbanizable para la comprensión del régimen normativo que le es 
de aplicación. 

En consecuencia, procede la desestimación de la alegación.

3.3.-  Respecto  a  las  alegaciones  descritas  en  las  letras  c)  y  d),  el  presente  
procedimiento  de  protección  de  la  legalidad  urbanística  es  de  naturaleza  reparadora, 
limitándose este Ayuntamiento a adoptar las medidas necesarias para el restablecimiento del 
orden jurídico perturbado y la realidad física alterada por actuaciones que se han ejecutado sin 
contar con la preceptiva licencia de conformidad con lo establecido en los artículos 181 de la 
LOUA y los artículos 45 y siguientes del RDUA.

La restitución, como obligación real, ha de ser cumplida por las personas que tengan la 
titularidad efectiva de los terrenos, siendo de aplicación lo dispuesto en el artículo 38 del RDUA 
y jurisprudencia que se cita. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 34.1 de la LOUA,  
esta Administración está obligada a dar cumplimiento de las disposiciones del planeamiento 
vigente, así como la vinculación de los terrenos, instalaciones, construcciones o edificaciones 
“al  destino  que  resulte  de  su  clasificación  y  calificación  y  al  régimen  urbanístico  que 
consecuentemente les sea de aplicación”. La sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Andalucía de Málaga de fecha 22 de julio de 2019 (Rec. 629/2015) ha dictado que “las normas 
de planeamiento pertenecen a la categoría de las normas denominadas imperativas o cogentes 
y, en cuanto a su protección, de las plusquamperfectae, como recuerdan las SSTS 28 abril y 19  
mayo y 30 junio 2000 y 15 enero y 19 febrero 2002 y establece el artículo 34.c) de la Ley  
7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía, de conformidad con el 
cual la aprobación de los instrumentos de planeamiento, entre otros efectos, produce el de la 
obligatoriedad del cumplimiento de sus disposiciones por todos los sujetos, públicos y privados, 
siendo  nulas  cualesquiera  reservas  de  dispensación.  En  virtud  de  su  coercibilidad,  la 
transgresión de las mismas desencadena el mecanismo encaminado al restablecimiento del 
orden  jurídico  perturbado que establecen  los  artículos  182  y  183 de la  Ley  7/2002”.  O la 
sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de Málaga de fecha 5 de junio de 2017 
(Rec.  2109/2015)  que  considera  que  “para  determinar  la  legalidad  de  una  resolución 
administrativa  quepa estar  a  hipotéticos  ordenamientos  futuros,  sino  que  hay  que  estar  al 
vigente en el momento de su dictado (tempus regit actus)”.

En cuanto a la imposibilidad material y jurídica, el artículo 51.1 del RDUA establece que 
“si concurriesen causas de imposibilidad material o legal de ejecutar la resolución que acordara 
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la reposición de la realidad física alterada en sus propios términos, el órgano competente para 
su ejecución adoptará las medidas necesarias que aseguren en lo posible la efectividad del 
restablecimiento del  orden jurídico perturbado,  sin perjuicio  de la potestad jurisdiccional  de 
hacer ejecutar lo juzgado, en los casos en que haya recaído resolución judicial firme”. La finca 
viene ocupada por la unidad familiar no son motivos eximentes para el cumplimiento de la 
restauración de la realidad física alterada al  tratarse de actuaciones sin contar  licencia,  no 
compatibles con la ordenación urbanística ni susceptibles de legalización y tampoco es causa 
de imposibilidad prevista en el artículo 51.1 del RDUA.

Resulta interesante destacar la sentencia del Tribunal Supremo de la Sala Segundo de 
lo Penal de fecha 21 de junio de 2012 (Rec 2261/2011) que ha afirmado que la disciplina 
urbanística “trasciende de lo que pudiera considerarse un puro problema de construcciones y 
licencias a ventilar por los interesados con la administración. En el urbanismo se encierra nada 
más y menos, que el equilibro de las ciudades y de los núcleos de población en general y como 
el  concepto de ciudad es abstracto,  también incorpora el  equilibrio físico y psíquico de las 
personas que en ellas viven:  la armonía,  la convivencia,  las exigencias inexcusables de la 
ecología, de la naturaleza y del hombre, que tiene que coexistir buscando el ser humano el 
equilibrio mismo con el medio ambiente que le rodea y en el que vive. La humanidad, inmersa 
en sus exigencias respecto al modo de vivir de todos, al "habitat" de cada uno, que sin dejar de 
ser titular, de ese inmueble o parte de él, también afecta a todos los demás ciudadanos, ha 
tomado ya conciencia del problema. Todo ello exige unos planes y el sometimiento riguroso a 
unas normas. Con el sistema se pone en juego nuestro porvenir. Por ello es un acto muy grave  
que las normas que se han establecido pensando en la justicia, en la certeza y en el bien 
común, después, mediante actos injustos, se incumplan”.

Por otra parte, no se trata de una edificación irregular al ser objeto de un procedimiento 
de protección de la legalidad urbanística, por lo que no resulta de aplicación el Decreto-Ley 
3/2019, de 24 de septiembre, de medidas urgentes para la adecuación ambiental y territorial de 
las edificaciones irregulares en la Comunidad Autónoma de Andalucía (artículo 1.1 y 1.2.d del 
citado  Decreto-Ley  3/2019).  Ni  tampoco  resulta  de  aplicación  el  artículo  15.3  del  citado 
Decreto-Ley.

En cuanto al  principio  de proporcionalidad,  es conocido que la  doctrina jurisprudencial 
permite en determinados supuestos la aplicación del principio de proporcionalidad ante infracciones 
de legalidad urbanística, excepto en los casos de actuaciones que contradigan el planeamiento 
urbanístico (como es el presente caso, siendo no legalizables), por lo que la Administración resulta 
obligada a exigir la restauración la realidad física o transformada por medio de la acción legal, sin 
que se pueda optarse por otro medio, ya que la vinculación positiva de la Administración a la Ley 
(artículo  103  de  la  Constitución)  obliga  a  respetar  a  ésta  (en  el  presente  caso,  ordenar  la 
demolición). Como señala la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de noviembre de 2001 (recurso 
4990/1997), “el principio de proporcionalidad no puede evitar el resultado querido por la norma, que 
en el presente caso es la demolición de lo abusivamente construido o, según sentencia del mismo 
Tribunal de fecha 18 de febrero de 1992 y 10 de abril  de 1996 donde afirma que las obras 
realizadas sin licencias y no susceptibles de legalización no resultan subsumibles en ninguno de los 
supuestos de aplicación del principio de proporcionalidad”.

Conforme a lo dispuesto en los artículos 182 y 183 de la LOUA, ha de procederse a la 
medida  de  reposición  de  la  realidad  física  alterada  cuando  se  trate  de  actuaciones 
incompatibles con la ordenación urbanística (como ocurre en el presente caso) sin que, por 
tanto, pueda aplicarse el principio de proporcionalidad mediante su legalización al tratarse de 
disconformidades sustanciales e incompatibles con la ordenación urbanística aplicable.

La  sentencia  del  Tribunal  Superior  de  Justicia  de  Andalucía  de  Sevilla,  Sala  de  lo 
Contencioso  Administrativo,  de  fecha  17  de  septiembre  de  2015  (recurso  442/2015),  ha 
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afirmado que los principios de proporcionalidad y de menor su demolición tienen su encaje en 
los artículos 182.3 de la  LOUA y 48.4  del  RDUA. Asimismo,  cabe citar  las sentencias del  
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de Granada, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
de  fechas  4  de  mayo  y  23  de  diciembre  de  2015  (recursos  565/2013  y  452/2014 
respectivamente), que vienen a afirmar el carácter excepcional del principio de proporcionalidad 
-previsto  en  los  artículos  citados-,  debiendo  interpretarse  restrictivamente  al  exigir  la 
concurrencia acumulativa de todos y cada uno de los elementos señalados por la normativa.

Por su parte, la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de Málaga, 
Sala de lo Contencioso-Administrativo, de fecha 18 de febrero de 2019 (recurso 357/2016) ha 
afirmado  que:  “El  Tribunal  Supremo,  ha  declarado  repetidamente  que  en  los  casos  de 
actuaciones contrarias al planeamiento urbanístico es imprescindible restaurar la realidad física 
alterada o transformada por la acción ilegal, de manera que no existe la posibilidad de optar  
entre dos o más medios distintos y no es, por tanto, aplicable el principio de proporcionalidad 
(Sentencias de 28 de abril de 2000 , 15 de octubre de 2001, 23 de octubre de 2001 y 2 de 
octubre de 2002). Y la de 2-10-02 declara: En los casos de actuaciones que, como la que se 
enjuicia, contradicen el planeamiento urbanístico la Administración resulta obligada a restaurar 
la realidad física alterada o transformada por medio de la acción ilegal. No tiene posibilidad de 
optar entre dos o más medios distintos (así  se declara, por ejemplo, en los mismos casos 
resueltos en las sentencias de 16 de mayo de 1990 (14) y de 3 de diciembre de 1991) por lo 
que no resulta  de aplicación el  principio  de proporcionalidad.  La vinculación positiva  de la 
Administración Pública a la Ley (art.  103.1 CE) obliga a ésta a respetar la Ley: es decir,  a 
ordenar la demolición". 

Resulta significativa la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, Sala de lo  
Contencioso-administrativo,  de  18  de  noviembre  de2004,  Rec.  535/2002,  partiendo  de 
actuaciones dentro de una parcelación ilegal (similar al caso que nos obedece) se pronunció 
sobre el alcance de la orden de demolición, expresando lo siguiente: “A lo que ha de añadirse 
que como tiene declarado el Tribunal Supremo en la sentencia de 8 de mayo de 2001, en 
ámbitos como el urbanístico “las potestades administrativas tienen una escasa funcionabilidad 
discrecional, siendo esencialmente regladas debiendo someterse los órganos administrativos 
en su ejercicio al imperio de la Ley, evitando que el desarrollo urbano de las ciudades queda al 
capricho de los particulares, que pretenden imponer por la fuerza de los hechos resultados 
urbanísticos que no se acomoden a la legalidad, u operan al margen, o en contra de principios 
que la materializan, siempre de espaldas al interés público que debe imperar en la Ordenación 
Urbanística del Territorio. De aquí que en última instancia, si bien la orden de demolición debe 
configurarse como una medida excepcional, ello no implica que la misma no deba aplicarse y  
con la finalidad reparadora ya referida en aras, en todo caso de la defensa del principio de 
legalidad, por lo que sólo desde el principio de proporcionalidad podría hacerse evitable la 
demolición (arts. 103 a 106 de la Constitución, 1, 4 del Título Preliminar del Código Civil; 84.2 
de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local 7/85; art. 6 del Reglamento de Servicios 
de  las  Corporaciones  Locales),  que  evidentemente  no  concurren  en  este  caso  pues ni  el 
ordenamiento jurídico posibilita en este caso elegir  uno entre varios medios utilizables, y el 
único medio utilizado a sí  resulta a tales fines inadecuado ni  excesivo en relación con las 
características  del  caso  contemplado,  y  más  si  se  quiere  impedir  que  estas  situaciones 
heteróclitas y reiteradas sigan produciéndose". En nuestro caso, la orden de demolición queda 
legitimada  al  tratarse  de  obras  no  legalizables  dentro  de  una  parcelación  ilegal,  su 
incumplimiento  conllevaría  a  la  vulneración  del  principio  de  legalidad  e  iría  en  contra  del  
carácter de naturaleza reparadora que tienen los expedientes de protección de la legalidad 
urbanística, además, como bien determina la sentencia el desarrollo urbano de las ciudades no 
puede quedar al capricho de los particulares y más aún si cabe en suelo clasificado como no 
urbanizable.
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De otra, indicar que el principio de menor demolición es conocido como expresión del 
principio de proporcionalidad; en este sentido, citar la sentencia del Tribunal Supremo de 6 de 
abril de 1993 afirmando precisamente que "por apoyarse (este principio de menor demolición) 
en razones de justicia, equidad o proporcionalidad no puede servir  de cobijo para eludir  el 
cumplimiento  de  normas  jurídicas  imperativas  y,  de  paso,  mantener,  perpetuamente,  tal 
situación de flagrante ilegalidad".

Todo lo expuesto es corroborado por los artículos 192.1 de la LOUA y 61.1 del RDUA,  
resultando  obligada  la  Administración  a  tomar  las  medidas  oportunas  a  fin  de  reponer  la  
situación física alterada por aquella actuación ilícita creada por la alegante.

En consecuencia, procede la desestimación de las alegaciones.

3.4.- Respecto a la alegación descrita en la letra e), el informe del arquitecto técnico  
municipal de la Sección de Disciplina Urbanística con fecha 10 de mayo de 2022 propone su 
desestimación al indicar que “los presupuestos dados en el informe técnico, como bien se indica 
en el mismo, son presupuestos estimativos calculados en base a la Ordenanza Fiscal Reguladora 
del Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras, para el año 2016, del Ayuntamiento de 
Alcalá de Guadaíra, y los valores de la Base de Costes de la Construcción de Andalucía de 2010 de 
la Junta de Andalucía, aplicando estos valores por ser representativos de valores aprobados por 
organismos oficiales, pero este técnico no tiene inconveniente en aceptar otros si los mismos se 
aportan y justifican por el interesado, hecho este que no se ha producido, pese a aportar un informe 
pericial firmado por un Arquitecto Técnico colegiado, el cual no aporta presupuesto alguno ni valores 
alternativos a los aplicados por este técnico que suscribe. Por otro lado, el presupuesto estimativo 
de la restitución se da para el supuesto de que el propietario no cumple con la orden de ejecución 
dada,  y  tubiese  que  ser  contratada  la  restitución  por  parte  de  la  Administración,  siendo  el 
presupuesto indicado en el informe técnico el presupuesto base de licitación para la contratación de 
dicha obra, girándosele al interesado el coste por el se adjudique la obra, pudiendo contratar el  
propietario la obra de restitución el mismo, en cuyo caso la Administración no entrará en cuanto le 
haya costado la misma. Respecto al presupuesto de la obra realizada, se aplica el módulo de valor 
obra residencial ejecutada, por metro cuadrado, aprobado por la Ordenanza Fiscal.

Hay que aclarar sobre los presupuestos, que cuando uno hace un presupuesto, se toman 
de las bases de costos los precios simples de los materiales, maquinaria y mano de obra, y con 
ellos se calculan los precios unitarios de las diferentes unidades de obras (por ejemplo metro 
cuadrado de cerramiento contituido por la fábrica de ladrillo, aislamientos, revestimientos, pinturas, 
partes proporcianales, etc), que se obtienen de la suma de los materiales que quedan integrados en 
la unidad de obra en concreto, mas el coste de la mano de obra y maquinaria que se necesita para 
ejecutar esa partida o unidad de obra (aplicando el coste por hora por el rendimiento de la misma 
en la ejecución de esa partida o unidad de obra). Y por eso lo que se indican son unidades (por 
ejemplo metro cuadrado o metro cúbico) por precios de la unidad de obra o partida.

Y en lo que se refiere a la aplicación del beneficio industrial, dada la ignorancia en la  
materia, aclarar que no se aplica por que el uso de la construcción sea industrial, sino que 
cuando se elabora un presupuesto, el mismo como ya se ha indicado se hace aplicando al 
coste de las partidas de obras los valores que cuesta hacer las mismas, por el número de  
unidades que hay, y eso es el presupuesto de ejecución material (PEM), que es lo que costaría  
hacer la obra, pero cuando se contrata esa obra, la empresa que lo realiza tiene que tener unos  
gastos generales de la empresa (GG) y un beneficio industrial (BI), que está establecido en un 
19%, y que hay que aplicar al PEM que se obtiene, y sobre esto aplicar el IVA vigente, siendo 
esta la razón de la aplicación de este concepto”.

En cuanto al ICIO, ratificarnos en los fundamentos derechos recogidos en la resolución 
de incoación que constata  la realización del hecho imponible, resultando la procedencia de 
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girar su liquidación y sin que los argumentos de la alegante desdigan su contenido.

En consecuencia, procede la desestimación de la alegación.

3.5.- Respecto a la alegación descrita en la letra f), el informe del arquitecto técnico  
municipal de la Sección de Disciplina Urbanística de fecha 10 de mayo de 2022 propone su 
desestimación al indicar que “el PGOU vigente clasifica los terrenos de referencia como SUELO 
NO URBANIZABLE DE CARÁCTER NATURAL O RURAL,  siendo las actuaciones objeto  del 
presente expediente no legalizables por las razones indicadas en el informe técnico de fecha 26 de 
mayo de 2.021”.

En cuanto a los principios alegados, cabe citar la sentencia del Tribunal Superior de 
Justicia de Madrid,  Sala de lo Contencioso-administrativo,  de 31 de octubre de 2017 (Rec. 
149/2017) que ha afirmado lo siguiente: “El primer motivo de la apelación debe ser rechazado.  
Como recuerda la sentencia del Tribunal Supremo de 14 de noviembre de 2011 citando a la 
dictada  en  fecha  de 10-  5-99,  la  doctrina  sobre el  principio  de protección de la  confianza  
legítima,  relacionado  con  los  más  tradicionales  en  nuestro  ordenamiento  de  la  seguridad 
jurídica  y  la  buena  fe  en  las  relaciones  entre  la  Administración  y  los  particulares,  y  que 
comporta,  según  la  doctrina  del  Tribunal  de  Justicia  de  las  Comunidades  Europeas  y  la  
jurisprudencia de esta Sala, el que la autoridad pública no pueda adoptar medidas que resulten 
contrarias a la esperanza inducida por la razonable estabilidad en las decisiones de aquélla, y  
en función de las cuales los particulares han adoptado determinadas decisiones. O dicho en 
otros términos, la virtualidad del principio invocado puede suponer la anulación de un acto o 
norma y,  cuando menos, obliga a responder,  en el  marco comunitario de la alteración (sin 
conocimiento  anticipado,  sin  medidas  transitorias  suficientes  para  que  los  sujetos  puedan 
acomodar su conducta y proporcionadas al interés público en juego, y sin las debidas medidas 
correctoras o  compensatorias)  de las circunstancias habituales y  estables,  generadoras de 
esperanzas fundadas de mantenimiento. Sin embargo, el principio de confianza legítima no 
garantiza la perpetuación de la situación existente; la cual puede ser modificada en el marco de 
la  facultad  de  apreciación  de  las  instituciones  y  poderes  públicos  para  imponer  nuevas 
regulaciones apreciando las necesidades del interés general.

En este caso las alegaciones del apelante no pueden tener favorable acogida, pues 
difícilmente puede admitirse la aplicación de los principios de buena fe y confianza legítima 
respecto de quien ha realizado una actuación al  margen de la legalidad,  pues el  apelante 
ejecutó obras de ampliación sin la preceptiva licencia urbanística, que excedían del objeto de 
las obras de mera reforma interior que podían ser objeto de la comunicación previa que llevó a 
cabo. El hecho de que haya, según manifiesta, miles de viviendas en la zona con ampliaciones 
similares supuestamente toleradas por el Ayuntamiento, no es óbice que para que se cumpla la 
legalidad urbanística, pues la igualdad solo puede predicarse en la legalidad. Además, más allá 
de fotografías de otras viviendas, se carece de material probatorio alguno que acredite que las  
obras realizadas en aquellas otras viviendas se hallen en la misma situación jurídica que las del  
apelante  hasta  el  punto  de  haber  llevado  a  aquél  al  convencimiento  legítimo  de  actuar 
amparado por la legalidad”.

En esa misma línea, citar la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, Sala 
de lo  Contencioso-administrativo,  de 4 mayo de 2016 (Rec.  619/2015) que ha afirmado lo 
siguiente: “En lo atinente a la interdicción de la arbitrariedad administrativa (art. 9.3 CE) y al 
principio de confianza legítima por no actuar frente a aquellos otros cerramientos existentes en  
el mismo edificio, debe afirmarse que no hay constancia probatoria alguna de tal afirmación,  
por lo que estas alegaciones carecen de fundamentación válida y que la supuesta inactividad 
administrativa al respecto, de existir, además de poder ser denunciada por cualquier ciudadano 
en ejercicio de la acción pública (como en este caso aconteció con la denuncia formulada por 
una vecina), no puede convalidar situaciones urbanísticas contrarias a la legalidad (arts. 9.3 y 
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103.1 CE) como la que aquí se enjuicia”.

Por tanto, en el caso que nos obedece no resulta vulnerado los principios alegados 
(interdicción de la  arbitrariedad y confianza legítima) por  cuanto ha resultado acreditada la 
adopción de las medidas de restauración de la legalidad urbanística contra la alegante por 
realizar  actuaciones  sin  contar  con  la  preceptiva  licencia,  siendo  no  compatibles  con  la 
ordenación urbanística.

En consecuencia, procede la desestimación de la alegación.

3.6.-  Respecto  a  la  alegación  descrita  en  la  letra  g),  en  la  resolución  alegada  se 
reproduce el informe jurídico emitido que sirve de base para la declaración de caducidad e 
inicio de nuevo procedimiento. En este sentido, el artículo 88.6 de la Ley 39/2015 establece que 
“la  aceptación  de  informes o  dictámenes servirá  de  motivación  a  la  resolución  cuando se 
incorporen al texto de la misma”, sin que resulte, de este modo, vulnerado lo dispuesto en el 
artículo 35 de esa misma Ley sobre la motivación de los actos administrativos.  Así,  se ha 
notificado a la alegante la resolución que incorpora el informe jurídico emitido.

Cabe  citar  la  sentencia  del  Tribunal  Superior  de  Justicia  de  Madrid,  Sala  de  lo 
Contencioso-administrativo,  Sección  6ª,  de  23  de  octubre  2018,  Recurso  1189/2016,  que 
recoge la doctrina constitucional sobre la motivación de los actos, afirmando que "no es exigible 
una pormenorizada respuesta a todas las alegaciones de las partes, sino que basta que la 
motivación cumpla la doble finalidad de exteriorizar el fundamento de la decisión adoptada y 
permitir su eventual control jurisdiccional". En el presente caso, conforme a los fundamentos 
transcritos en la resolución de incoación, el recurrente ha tenido conocimiento de los motivos 
que  justifican  la  declaración  de  caducidad  e  inicio  de  nuevo  procedimiento.  Es  más,  la 
sentencia del Tribunal Supremo de 20 de julio de 2016, Recurso 4174/2014) ha admitido que 
“la  motivación  por  referencias  a  informes,  dictámenes  o  memorias,  señalando  que  las 
consideraciones jurídicas generales o estandarizadas no pueden obstar por sí solas a una clara 
y congruente motivación”.

Por tanto, la resolución no incurre en el vicio de nulidad previsto en el artículo 47.1 e) 
de la Ley 39/2015, puesto que como acto administrativo cumple el  requisito de motivación 
previsto en el artículo 35.1 de la Ley 39/2015. De este modo, la resolución de incoación es 
válida y eficaz sin que quepa su nulidad. Respecto a la anulabilidad alegada, el artículo 48 de la 
Ley  39/2015  establece  lo  siguiente:  “1.  Son  anulables  los  actos  de  la  Administración  que 
incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluso la desviación de poder. 2. No 
obstante, el defecto de forma sólo determinará la anulabilidad cuando el acto carezca de los 
requisitos formales  indispensables  para  alcanzar  su  fin  o  dé lugar  a  la  indefensión de los 
interesados. 3. La realización de actuaciones administrativas fuera del tiempo establecido para 
ellas sólo implicará la anulabilidad del acto cuando así lo imponga la naturaleza del término o 
plazo”.  La  alegante  no  indica  expresamente  el  vicio  de  anulabilidad  de  la  resolución  de 
incoación. En todo caso, no se incurre en vicio de anulabilidad en atención a los argumentos 
expuestos anteriormente.

En consecuencia, procede la desestimación de la alegación.

3.7.- Respecto a la alegación descrita en la letra h), tanto la incoación como la posterior  
resolución de expedientes de protección de la  legalidad urbanística no constituyen para la 
Corporación  ejercicio  de  acciones  administrativas,  sino  de  potestades  administrativas  en 
materia de disciplina urbanística.

Respecto a la competencia para la incoación del expediente, ésta se entiende atribuida 
a la Alcaldía, ya que puede iniciar el procedimiento incluso simultáneamente a la resolución de  
suspensión de las actuaciones (artículo 42.8 del RDUA). Además, la competencia para incoar y 
resolver expedientes de restitución de la legalidad urbanística está atribuida a la Alcaldía como 
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competencia residual, conforme a lo dispuesto en el artículo 21.1 s) de la Ley 7/1985, de 2 de  
abril, de Bases de Régimen Local, sin que resulte la misma tribuida al Pleno en el artículo 22, 
pudiéndose delegar conforme a lo previsto en el artículo 21.3 del citado texto legal. 

En consecuencia, procede la desestimación de la alegación sin que se produzca el vicio 
de nulidad alegado.

3.8.- Respecto a la alegación descrita en la letra i), vistos los fundamentos expuestos 
anteriormente proponiendo la desestimación de las alegaciones, no procede lo solicitado en el 
escrito de alegaciones presentado, siendo el acuerdo válido y eficaz, conforme a derecho, por 
lo que no ha lugar a la nulidad de pleno derecho del acuerdo impugnado, ni en motivo alguno  
de anulabilidad, sin que proceda el archivo del expediente.

4.- Los artículos 169.1 de la LOUA y 8 del RDUA disponen que están sujetos a previa  
licencia urbanística municipal, sin perjuicio de las demás autorizaciones o informes que sean 
procedentes con arreglo a la ley o a la legislación sectorial aplicable, los actos de construcción,  
edificación e instalación y de uso del suelo, incluidos el subsuelo y el vuelo y en particular los 
actos que enumera.

5.- En aplicación de los artículos 39.4 y 5 del RDUA y 18 de la Ley 39/2015, se hace 
constar que no constan facilitados datos identificativos de otras personas que pudieran resultar  
afectadas por el presente procedimiento. 

6.- De acuerdo con lo previsto por los artículos 182.1 de la LOUA y 45.1 del RDUA, el 
restablecimiento  del  orden  jurídico  perturbado  tendrá  lugar  mediante  la  legalización  del 
correspondiente acto o uso o, en su caso, la reposición a su estado originario de la realidad 
física  alterada.  Dicho  procedimiento  se  instruirá  y  resolverá  con  independencia  del 
procedimiento sancionador que se incoe, aunque de forma coordinada, conforme a lo dispuesto 
por los artículos 186 y 192 de la LOUA y artículos 54 y 61 del RDUA.

A la vista de los informes técnicos obrantes en el expediente, las actuaciones objeto del 
presente procedimiento  son incompatibles con el ordenamiento urbanístico vigente y, por lo 
tanto, no pueden ser objeto de legalización, lo que implica la restitución de la realidad física  
alterada mediante la demolición de lo construido ilegalmente (artículo 49.2.a del RDUA). Se 
hace  constar  que,  en  la  parte  expositiva  de  la  resolución  de  incoación,  notificada  a  los 
interesados, se reproduce el informe técnico y que el informe técnico municipal de fecha 10 de 
mayo de 2022 se ratifica en su informe emitido para la incoación 

Según  la  doctrina  jurisprudencial  consolidada,  cuando  las  obras  o  usos  fueran 
compatibles se ha de requerir al infractor la legalización en un plazo de dos meses, mientras 
que para el caso de que fueran incompatibles -como ocurre en el presente expediente- se 
determinará sin más su reposición si bien, previamente, deberá realizarse una mínima actividad 
instructora y  audiencia  al  infractor  conforme establecen los artículos 78,  79 y 84 de la  ley 
30/1992, de 26 de noviembre -hoy artículos concordantes de la de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas- (sentencia 
del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña de fecha 3 de diciembre de 2006). Efectivamente, 
el Tribunal Supremo, en una ya antigua sentencia de 30 de enero de 1985, ponente Eugenio 
Díaz Eimil, dejó dicho: “Estando plenamente acreditada la imposibilidad de legalización de la 
obra de autos por su incuestionable condición de ilegal, el reconocimiento implícito que de ello  
hace  el  recurrente  al  reducir  su  impugnación  al  ámbito  estrictamente  formal,  sin  formular 
alegación  de  índole  material  que  contradiga  dicha  ilegalidad,  pone  de  manifiesto  la 
improcedencia de acordar una nulidad que solamente produciría efectos dilatorios y provocaría 
una repetición innecesaria de actuaciones administrativas y judiciales, con los consiguientes 
costes económicos, de las que se obtendría como único resultado una idéntica decisión de 
derribo que la aquí enjuiciada y ello constituye razón última que justifica la no aceptación de la 
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pretensión de nulidad del  demandante y  apelante,  cuyo derecho de defensa no ha sufrido  
limitación alguna ni en el expediente administrativo, ni en este proceso”.

El mismo criterio fue acogido posteriormente por la sentencia del Tribunal Superior de 
Justicia de Madrid de 20 de marzo de 2003, recurso 6406/1998: “El Tribunal Supremo, en otros 
casos,  ha  declarado  que en el  caso  de que las obras  sean  manifiestamente contrarias  al  
ordenamiento urbanístico, no tiene sentido el requerimiento previo de legalización. Por tanto, la  
omisión de dicho trámite en estos casos carece de virtualidad anulatoria. Así, la Sentencia de  
29 de octubre de 1994, declaraba que la regla general que preside el artículo 185 de la citada  
Ley  del  Suelo  es  que  la  restauración  de  la  legalidad  urbanística  conculcada  por  obras 
terminadas sin licencia o contraviniéndola, precisa del previo expediente de legalización de las 
mismas, instrumentado mediante el requerimiento de la Alcaldía a tal efecto en que se otorgue 
el  plazo  de  dos  meses  para  dicha  legalización,  pero  no  es  menos  cierto  que  la  misma 
jurisprudencia (Sentencias de 26 de febrero y 28 de marzo de 1988, así como la que recoge la 
Sentencia  impugnada,  de 30  de enero  de  1985),  excepcionan dicho  previo  expediente  de 
legalización cuando aparece clara  la  ilegalidad e improcedente la obra cuya demolición se 
ordena, pues carecería de sentido abrir un trámite de legalización de aquello que de modo 
manifiesto  y  a  través  de lo  ya  actuado no puede legalizarse,  por  contravenir  el  Plan o  el 
Ordenamiento  urbanístico”;  y  concluye  la  sentencia:  “Por  lo  tanto,  cuándo  las  obras  sean 
manifiestamente ilegalizables por contravenir la ordenación urbanística, puede prescindirse de 
la orden de petición de licencia y del  correspondiente expediente administrativo,  siempre y 
cuando  el  administrado  haya  tenido  oportunidad  de  ser  oído  en  relación  con  la  legalidad 
urbanística de las obras que ha ejecutado sin licencia” (en el mismo sentido, sentencia del  
mismo tribunal de 20 de septiembre de 2007, recurso 408/2007).

Este  parece  ser  el  criterio  acogido  en  la  normativa  urbanística  de  aplicación,  en 
concreto en los artículos 182 de la LOUA y 47 del RDUA que señalan que se requerirá al 
interesado para que inste la legalización de las obras o usos que pudieran ser compatibles con 
la ordenación urbanística vigente.

De este modo, en caso de que fueran incompatibles no procede requerir la legalización. 
Por  tanto,  no  cabiendo  la  posibilidad  de  la  legalización  de  las  actuaciones,  procede  la 
resolución  del  expediente  de  protección  de  la  legalidad  urbanística,  ordenando  a  los 
interesados de la necesidad de reposición de la realidad física alterada conforme a lo dispuesto 
en el artículo 47.1 del RDUA.

7.- La resolución del expediente conllevará la orden de restitución de la realidad física  
alterada  por  ser  las  actuaciones  incompatibles  con  la  ordenación  urbanística,  sin  ser 
susceptibles de legalización. Esta orden restauradora ha de dirigirse contra el propietario o 
poseedor actual. Para ello, cabe citar la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid  
de fecha 11 de mayo 2000 (recurso 2496 BIS/1996) que ha afirmado lo siguiente:  “Ha de 
señalarse que supuestos como el presente la acción dirigida para restaurar la legalidad ha de 
entenderse con el propietario o poseedor actual, aun cuando no haya sido el responsable de 
las  obras  realizadas  sin  licencia,  por  cuanto  sólo  él  tiene  la  posibilidad  de  proceder  a  la 
restauración  del  orden  urbanístico  infringido.  De  forma  que  incluso  en  los  supuestos  de 
transmisión de la finca en la que se han realizado obras contrarias a la legalidad urbanística, 
será el  nuevo propietario el  que venga obligado a realizar  las actividades necesarias para 
legalizar dichas obras o en supuesto de que dichas obras sean ilegalizables, o que no se haya 
procedido a su legalización será el propietario actual de la finca en cuestión el obligado a la 
demolición de dichas obras. También el supuesto de la existencia de la relación arrendaticia, 
será  el  propietario  de  la  finca,  el  que  una  vez  concluida  la  relación  vendrá  obligado  a  la 
realización de las mencionadas medidas de protección de la legalidad. Incluso en el supuesto 
de que la relación arrendaticia se encuentre vigente la Ley otorga acción al arrendador, para 

 

C
ód

. V
al

id
ac

ió
n:

 A
R

N
7E

9A
SR

G
K5

3J
C

SQ
R

C
G

XT
K5

5 
Ve

rif
ic

ac
ió

n:
 h

ttp
s:

//c
iu

da
da

lc
al

a.
se

de
le

ct
ro

ni
ca

.e
s/

 
D

oc
um

en
to

 fi
rm

ad
o 

el
ec

tró
ni

ca
m

en
te

 d
es

de
 la

 p
la

ta
fo

rm
a 

es
Pu

bl
ic

o 
G

es
tio

na
 | 

Pá
gi

na
 6

0 
de

 9
9 



 

prohibir la realización de dichas obras o para conseguir del arrendatario la demolición de las 
obras realizadas. Todo lo dicho anteriormente, ha de entenderse sin perjuicio de las acciones 
civiles que para reclamar el valor de las obras de demolición puedan tener los interesados. Se 
constituyen así las acciones de protección de la legalidad a modo de obligaciones por «propter 
rem», que han de ser cumplidas por aquel que tiene el que la titularidad efectiva de la finca al  
momento de ejercitarse por la entidad pública las acciones que el ordenamiento jurídico le 
otorga para la protección de la legalidad. Y ello en virtud de operar en esta materia el principio  
de subrogación, en el que el particularismo individual resulta indiferente, sin perjuicio como 
hemos dicho de las acciones civiles que pudieran ejercitarse. En conclusión, en el expediente 
de  protección  de  la  legalidad,  los  propietarios  vienen  obligados  a  realizar  las  acciones 
tendentes a dicha restauración con independencia, de haber ejecutado las obras o haberlas 
promovido,  lo  que no quiere  decir  que  estos  principios rijan  en el  seno del  procedimiento 
sancionador, cuyos principios informantes son de una naturaleza jurídica distinta". La Sentencia 
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de fecha 3 de febrero de 2011 (recurso 115/2010)  
ha dictaminado que “la acción dirigida para restaurar  la legalidad ha de entenderse con el 
propietario o poseedor actual, aún cuando no haya sido el responsable de las obras realizadas 
sin licencia,  por cuanto solo él tiene la posibilidad de proceder a la restauración del  orden 
urbanístico infringido. De forma que incluso en los supuestos de transmisión de la finca en la 
que se han realizado obras contrarias a la legalidad urbanística, será el nuevo propietario el 
que venga obligado  a realizar  las actividades necesarias  para legalizar  dichas obras o  en 
supuesto de que dichas obras sean ilegalizables, o que no se haya procedido a su legalización 
será el propietario actual de la finca en cuestión el obligado a la demolición de dichas obras. 
Todo lo dicho anteriormente, ha de entenderse sin perjuicio de las acciones civiles que para 
reclamar el valor de las obras de demolición puedan tener los interesados. Se constituyen así 
las acciones de protección de la legalidad a modo de obligaciones por "propter rem", que han 
de ser cumplidas por aquel que tiene el que la titularidad efectiva de la finca al momento de 
ejercitarse por la entidad pública las acciones que el ordenamiento jurídico le otorga para la 
protección  de  la  legalidad.  Y  ello  en  virtud  de  operar  en  esta  materia  el  principio  de 
subrogación, en el que el particularismo individual resulta indiferente, sin perjuicio como hemos 
dicho de las acciones civiles que pudieran ejercitarse.  En conclusión,  en el  expediente  de 
protección de la legalidad urbanística, los propietarios vienen obligados a realizar las acciones 
tendentes a dicha restauración con independencia, de haber ejecutado las obras o haberlas 
promovido,  lo  que no quiere  decir  que  estos  principios rijan  en el  seno del  procedimiento 
sancionador, cuyos principios informantes son de una naturaleza jurídica distinta”. En el mismo 
sentido que la anterior, se citan las sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 
fecha  12  de  noviembre  de  2014  (recurso  484/2013)  y  de  25  de  julio  de  2018  (recurso 
1014/2017).

La sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de fecha 4 de marzo de 
2013 (recurso 94/2011), ha afirmado lo siguiente: “En lo referente al principio de culpabilidad, 
ha de señalarse que supuestos como el presente la acción dirigida para restaurar la legalidad 
ha de entenderse con el propietario o poseedor actual, aun cuando no haya sido el responsable  
de las obras realizadas sin licencia, por cuanto sólo él tiene la posibilidad de proceder a la  
restauración  del  orden  urbanístico  infringido.  De  forma  que,  incluso,  en  los  supuestos  de 
transmisión de la finca en la que se ha realizado obras contrarias a la legalidad urbanística,  
será el  nuevo propietario el  que venga obligado a realizar  las actividades necesarias para 
legalizar dichas obras o en el supuesto de que dichas obras sean ilegalizables, o que no se 
haya procedido a su legalización, será el propietario actual de la finca en cuestión el obligado a 
la demolición de dichas obras. Todo lo dicho anteriormente, ha de entenderse sin perjuicio de 
las acciones civiles que para reclamar el valor de las obras de demolición puedan tener los  
interesados.  Se  constituyen  así  las  acciones  de  protección  de  la  legalidad  a  modo  de 
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obligaciones "propter rem", que han de ser cumplidas por aquel que tiene la titularidad efectiva 
de la finca al momento de ejercitarse por la entidad pública las acciones que el ordenamiento 
jurídico le otorga para la protección de la legalidad”.

El  sujeto  pasivo  de  la  acción  protectora  de  la  legalidad  urbanística  se  configura  a 
manera de una obligación propter rem, es decir, debe ser cumplida por el propietario actual de  
la finca al  momento de ejercitar la acción de restablecimiento que el  ordenamiento otorga. 
Como quedó expresado en la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Canarias de 15 de 
septiembre de 2014 (Rec. 51/2014), cuando se trata “de obras terminadas y en donde lo que se  
exige es la restitución o restablecimiento a la situación anterior, el único capacitado legalmente  
para efectuar el requerimiento de demolición de la administración es el poseedor y propietario  
de  la  construcción  o  si  este  no  lo  hiciera,  la  propia  administración  mediante  ejecución 
subsidiaria”.

De este modo, la orden de restitución que se ha de acordar en el presente expediente, 
debe  seguirse  contra  Esperanza  Bejarano  González  (titular  según  informe  de  Inspección 
Territorial)  y  Campos  Nazarenos  SAT (titular  catastral).  Asimismo,  resulta  de  aplicación  lo 
dispuesto en el artículo 38 del RDUA, relativo al carácter real de las medidas de protección de  
la legalidad urbanística, por lo que la orden de restitución alcanzará a los terceros adquirentes 
de las parcelas afectadas objeto del presente expediente.

De esta manera, la orden de restitución, como obligación de carácter real, ha de ser  
cumplida por aquellos que tengan la titularidad efectiva de los terrenos afectados y terceros 
adquirentes.

8.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 21.4 de la Ley 39/2015, el plazo 
máximo en el que ha de notificarse la resolución expresa que recaiga en el procedimiento de 
protección de la legalidad urbanística será de un año a contar desde la fecha de su iniciación 
conforme  disponen  los  artículos  182.5  de  la  LOUA  y  45.2  del  RDUA,  entendiéndose, 
transcurrido  dicho  plazo,  la  caducidad  del  procedimiento  con  los  efectos  previstos  en  los 
artículos 25.2 y 95 de la citada Ley 39/2015.

9.- En lo concerniente a la resolución de finalización del procedimiento de reposición de 
la realidad física alterada, resulta de aplicación lo dispuesto en los artículos 184.2 de la LOUA y 
50.1 del RDUA, debiendo dicha resolución indicar el plazo concedido -no superior a dos meses- 
para el cumplimiento voluntario de la restitución de la finca a su estado originario, advirtiéndose 
que,  transcurrido  dicho  plazo,  se  procederá  a  la  imposición  de  multas  coercitivas  o  a  la 
ejecución  subsidiaria  por  este  Ayuntamiento  a  costa  de  los  interesados  en  los  términos 
previstos en la LISTA, tal como se ha expuesto en el fundamento de derecho 1º. Según el 
artículo 154.3 de la LISTA, el importe de las multas coercitivas ascenderá al 10% del valor de 
las obras de reposición, con un máximo de 10.000 € y, en todo caso, como mínimo, de 1.000 €.

En  el  caso  ejecución  subsidiaria,  se  advierte  que,  si  fuera  necesario,  previo 
requerimiento a los interesados, se procederá al desalojo de la construcción o edificación en el 
día indicado por el órgano actuante conforme establece el artículo 50.2 del RDUA. Este deber  
incluye el de retirar cuantos bienes muebles y semovientes se hallen en el inmueble objeto de 
la medida de reposición de la realidad física alterada, teniendo, de lo contrario, los mismos el 
carácter de bienes abandonados a los efectos de proceder a la ejecución de la resolución sin 
mayores dilaciones.

En este  caso,  se  adoptarán  las  medidas  pertinentes  en  orden  al  cumplimiento  del 
acuerdo  de  restauración  de  la  situación  física  perturbada,  recabándose,  en  su  caso,  la 
autorización  judicial  procedente  para  la  entrada  en  domicilio  por  entenderse  denegado  el 
acceso en el caso de que no constare autorización expresa, así como el auxilio de la Policía 
Local y de las Fuerzas de Seguridad del Estado en el caso de que se estimara necesario.
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Por  otra  parte,  informar  que,  conforme  dispone  el  artículo  50.4  del  RDUA,  si  los 
responsables de la alteración de la realidad repusieran ésta por sí mismos a su estado anterior 
en los términos dispuestos por la correspondiente resolución, tendrán derecho a la reducción 
en  un  50%  de  la  multa  que  deba  imponerse  o  se  haya  impuesto  en  el  procedimiento  
sancionador.

10.-  La resolución de incoación acordó dar traslado del expediente a la Fiscalía del 
Área de Dos Hermanas, a los efectos previstos en el artículo 56 del Real Decreto Legislativo 
7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y 
Rehabilitación  Urbana  y  el  artículo  37.3  del  RDUA,  y  al  Seprona  para  su  conocimiento  y 
efectos. 

Consta oficio de Fiscalía del Área de Dos Hermanas con fecha de entrada 8 de agosto 
de 2022, comunicando la interposición de denuncia al Juzgado Decano de Alcalá de Guadaíra 
por las Diligencias de Investigación 25/22.

Por tanto, la resolución del presente expediente ha de darse traslado a Fiscalía del 
Área de Dos Hermanas (Diligencias de Investigación 25/22) y al Juzgado Decano de Alcalá de 
Guadaíra. 

11.- De acuerdo con lo previsto en el artículo 50.3 del RDUA, de la resolución que 
ordene  la  reposición  de  la  realidad  física  alterada  ha  de  darse  traslado  por  el  órgano 
competente  a  las  compañías  suministradoras  de  servicios  urbanos  para  que  retiren 
definitivamente  el  suministro  solamente  respecto  a  las  actuaciones  objeto  del  presente 
expediente.

12.-  Es  órgano  competente  para  la  resolución  del  expediente  de  protección  de  la 
legalidad urbanística la Junta de Gobierno de Local por las facultades conferidas mediante 
resolución de Alcaldía nº 330/2019, de 28 de junio, sobre nombramiento de miembros de la  
Junta de Gobierno Local y delegación de atribuciones].

Por todo  ello,  a  la  vista  de los  informes emitidos  y  que obran en su  expediente  y 
conforme facultades delegadas por resolución de la Alcaldía 330/2019, de 28 de junio, la Junta 
de Gobierno Local con la asistencia de siete de sus nueve miembros de derecho, en votación 
ordinaria y por unanimidad, acuerda:

Primero.- Desestimar íntegramente las alegaciones presentadas mediante escrito con 
fecha de entrada 15 de febrero de 2022 (número de registro 3650) por Miguel Blanco Barea, en 
nombre  y  representación  de  Campos  Nazarenos  SAT,  contra  la  resolución  del  Concejal-
delegado de Urbanismo nº 3539/2021, de 14 de diciembre, conforme a la motivación expresada 
en la parte expositiva (fundamento de derecho 2º del informe jurídico transcrito en la parte 
expositiva).

Segundo.- Desestimar íntegramente las alegaciones presentadas mediante escrito con 
fecha de entrada 22 de febrero de 2022 (número de registro 5861) por Esperanza Bejarano 
González, contra la resolución del Concejal-delegado de Urbanismo nº 3539/2021, de 14 de 
diciembre, conforme a la motivación expresada en la parte expositiva (fundamento de derecho 
3º del informe jurídico transcrito en la parte expositiva).

Tercero.-  Resolver  el  expediente  de  protección  de  la  legalidad  urbanística  nº 
8530/2021,  ordenando  a  Esperanza  Bejarano  González  y  Campos  Nazarenos  SAT,  la 
restauración del orden jurídico perturbado mediante la reposición a su estado originario de la 
situación física alterada respecto a las actuaciones consistentes en ejecución de construcción 
de vivienda, que se están ejecutando sin contar con la preceptiva licencia en terrenos ubicados 
en el paraje Valdecabras, referencia catastral es 41004A038000200000IO, al ser incompatibles 
con la ordenación urbanística y no legalizables, lo que implica según los informes emitidos por 
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el  arquitecto  técnico de la  Sección de Disciplina Urbanística obrantes en el  expediente,  la 
demolición de lo ilegalmente construido. El plazo para el comienzo se establece en 15 días y el 
plazo para la ejecución de las mismas de 30 días. 

En todo caso, se advierte que la orden de restitución, como obligación de carácter real, 
ha de ser cumplida por aquellos que tengan la titularidad efectiva de los terrenos afectados y  
terceros adquirentes.

Cuarto.- Advertir a los interesados que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 50.1 
del  RDUA,  transcurrido  el  plazo  concedido  en  el  acuerdo  tercero  para  el  cumplimiento 
voluntario de la restitución de la finca a su estado originario, en cualquier momento se podrán 
llevar  a  cabo  por  este  Ayuntamiento  su  ejecución  subsidiaria  a  costa  de  los  interesados 
siguiendo los criterios establecidos en el artículo 154.3 de la LISTA. A tales efectos se indica  
que,  según  los  informes  emitidos  por  el  arquitecto  técnico  de  la  Sección  de  Disciplina 
Urbanística obrantes en el expediente, el presupuesto estimativo de la restitución asciende a 
15.550,92 €.

En el caso ejecución subsidiaria, advertir que, si fuera necesario, previo requerimiento a 
los interesados, se procederá al desalojo de la construcción o edificación en el día indicado por 
el órgano actuante conforme establece el artículo 50.2 del RDUA. Este deber, incluye el de 
retirar cuantos bienes muebles y semovientes se hallen en el inmueble objeto de la medida de  
reposición de la realidad física alterada, teniendo, de lo contrario, los mismos el carácter de 
bienes abandonados a los efectos de proceder a la ejecución de la resolución sin mayores 
dilaciones.

En  este  caso  se  adoptarán  las  medidas  pertinentes  en  orden  al  cumplimiento  del 
acuerdo de restauración de la situación física perturbada, recabándose la autorización judicial 
en su caso procedente para la entrada en domicilio por entenderse denegado el acceso en el  
caso de que no constare autorización expresa, así como el auxilio de la Policía Local y de las  
Fuerzas de Seguridad del Estado en el caso de que se estimara necesario.

Quinto.- Advertir a los interesados que, de acuerdo con el artículo 154.3 de la LISTA, el 
incumplimiento de la resolución que orden las medidas para adecuar la realidad a la ordenación 
urbanística,  mientras  dure,  a  la  imposición  de  hasta  doce  multas  coercitivas  con  una 
periodicidad mínima de un mes y cuantía, en cada ocasión, del 10% del valor de las obras de 
reposición con un máximo de 10.000 € y como mínimo de 1.000 €. En todo caso, transcurrido el 
plazo derivado de la duodécima multa coercitiva se procederá a la ejecución subsidiaria. 

Asimismo,  informar  que,  conforme  dispone  el  artículo  50.4  del  RDUA,  si  los 
responsables de la alteración de la realidad repusieran ésta por sí mismos a su estado anterior 
en los términos dispuestos por la correspondiente resolución, tendrán derecho a la reducción 
en  un  50%  de  la  multa  que  deba  imponerse  o  se  haya  impuesto  en  el  procedimiento  
sancionador, o a la devolución del importe correspondiente de la que ya hubieran satisfecho, o  
en su caso a la minoración o extinción de las sanciones accesorias referidas en el artículo 209 
de la LOUA.

Sexto.-  Notificar  el  presente  acuerdo  a  Esperanza  Bejarano  González  y  Campos 
Nazarenos SAT.

Séptimo.-  Dar  traslado  del  presente  acuerdo  a  las  compañías  suministradoras  de 
servicios  urbanos  para  que  retiren  definitivamente  el  suministro  solamente  respecto  a  las 
actuaciones descritas en el presente acuerdo.

Octavo.-  Dar traslado del presente acuerdo a la Fiscalía del Área de Dos Hermanas 
(Diligencias de Investigación 25/22) y al Juzgado Decano de Alcalá de Guadaíra.

Noveno.- Dar traslado del presente acuerdo al servicio de Inspección y Policía Local.
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11º  URBANISMO/EXPTE  4756/2020-URSU.  IMPOSICIÓN  DE  SANCIÓN  POR 
ACTUACIONES CONSISTENTES EN EJECUCIÓN DE CERRAMIENTO EN PARCELA -- DE 
LA  PARCELACIÓN  URBANÍSTICA  ILEGAL  CONOCIDA  COMO  ALBARAKA  O  EL 
NEVERO.- NOTA: Este acuerdo contiene datos de carácter personal objeto de protección, por 
lo que su contenido se omite en cumplimiento del artículo 8 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de  
diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales.

 

12º  URBANISMO/EXPTE.  11867/2022-UROY.  LICENCIA SOLICITADA POR JUAN 
CAMACHO REINA PARA CONSTRUCCIÓN DE NAVE AGRÍCOLA Y ALBERCA EN NÚCLEO 
AISLADO  EL  JUNCO,  PARCELA  CON  REFERENCIA  CATASTRAL 
0649807TG5304N0001ER.-  Examinado  el  expediente  que  se  tramita  relativo  a  la  Licencia 
solicitada por Juan Camacho Reina para construcción de nave agrícola y alberca en Núcleo 
aislado El Junco, parcela referencia catastral  0649807TG5304N0001ER, y resultando:

Con fecha de entrada 17 de junio  de 2022 Antonio  García  Calderón,  en nombre y 
representación de Juan Camacho Reina, solicita licencia de obra mayor para construcción de 
nave  agrícola  y  alberca  en  Núcleo  aislado  "El  Junco",  parcela  con  referencia  catastral 
0649807TG5304N0001ER y fincas registrales 10.926 y 10.928.

Consta informe de la arquitecta municipal Jefa de Servicio con fecha 23 de septiembre 
de 2022 favorable a la concesión de la licencia conforme al proyecto básico sin visar, redactado 
por arquitecto y en atención a los condicionantes que en el mismo se señalan.

Por el Servicio Jurídico de la Delegación de Urbanismo se ha emitido informe con fecha 
14 de octubre 2022, favorable a la concesión de la licencia solicitada, en atención a que su  
objeto  constituye  una  actuación  ordinaria  en  suelo  rústico  autorizable  mediante  licencia 
urbanística municipal de obra, conforme resulta de la propia intervención en el expediente del 
servicio técnico de la Delegación de Urbanismo y del informe técnico emitido.

En cuanto al órgano competente, el informe jurídico señala que “tratándose de una 
solicitud de licencia de obra mayor cuyos suelos afectan íntegramente a suelo no urbanizable 
(suelo rústico según LISTA), la concesión de la misma es competencia de la Junta de Gobierno 
Local  según  resulta  de  la  resolución  de  Alcaldía  nº  330/2019  de  28  de  junio,  sobre 
nombramiento de miembros de la Junta de Gobierno Local y delegaciones de atribuciones”.

Por todo  ello,  a  la  vista  de los  informes emitidos  y  que obran en su  expediente  y 
conforme facultades delegadas por resolución de la Alcaldía 330/2019, de 28 de junio, la Junta 
de Gobierno Local con la asistencia de siete de sus nueve miembros de derecho, en votación 
ordinaria y por unanimidad, acuerda:

Primero.- Conceder la licencia de obra mayor solicitada por Juan Camacho Reina para 
construcción de nave agrícola y alberca en Núcleo aislado "El Junco", parcela con referencia 
catastral 0649807TG5304N0001ER y fincas registrales 10.926 y 10.92,  conforme al proyecto 
básico sin visar, redactado por arquitecto, quedando sujeta a las siguientes condiciones:

1.- Con anterioridad al inicio de las obras, deberá presentar VISADOS tanto el Estudio 
de Seguridad y Salud como el correspondiente Proyecto de Ejecución. Al referido Proyecto se  
acompañarán la declaración de concordancia visada entre Proyecto Básico y el de Ejecución,  
los  proyectos  parciales  u  otros  documentos  técnicos  sobre  tecnologías  específicas  o 
instalaciones  del  edificio  que  lo  complementen  o  desarrollen,  así  como  aquella  otra 
documentación  prevista  por  las  normas  sectoriales  que  haya  de  presentarse  ante  el 
Ayuntamiento para la ejecución de obras.

2.- A las prescripciones del informe emitido el día 19 de septiembre de 2022 por la 
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Compañía Suministradora Emasesa, cuya copia se adjunta.

3.-  Con  carácter  previo  al  inicio  de  la  obra  deberá  contactar  con  la  Empresa 
Suministradora  Sevillana-Endesa,  a  fin  de  que  ésta  le  certifique  la  suficiencia  energética 
eléctrica a la nueva edificación.

4.-  Una  vez  finalizadas  las  obras,  deberá  presentar  declaración  responsable  de 
ocupación/utilización, debiendo aportar:

Acreditación  de  presentación  del  modelo  900D  correspondiente  a  la  regularización 
catastral del bien inmueble.

 Certificado final de obra suscrito por la dirección técnica de la obra.

 Certificación emitida por la empresa suministradora Emasesa, de la correcta 
ejecución de la acometida a la red de suministro.

 Certificación  emitida  por  Sevillana-Endesa,  de  la  correcta  ejecución  de  la 
acometidas a la red de suministro.

 Certificado de correcta gestión de residuos que emite el Gestor de valorización 
o eliminación de Residuos de Construcción y Demolición autorizados por la Consejería  de 
Medio  Ambiente  y  Ordenación  del  Territorio  de  la  Junta  de  Andalucía 
(http://www.juntadeandalucia.es/mediambiente/site/portalweb) - 6 m3 volumen de RCD´s. 

 Tras la presentación de declaración responsable de ocupación/utilización y la 
posterior  conformidad  de  la  misma,  las  devoluciones  de  garantías  presentadas  serán 
tramitadas de oficio.

5.-  La presente autorización se concede sin perjuicio de las restantes autorizaciones 
que, en su caso, resulten procedentes.

Segundo.- Se deja constancia de las siguientes circunstancias respecto de la licencia 
concedida: 

- Plazo de inicio de la obra: Máximo legal 12 meses

- Duración de la obra: Máximo legal 36 meses

- Georreferenciación o en su caso coordenadas UTM:

NAVE AGRÍCOLA

Pto Coord. X Coord. Y

0 250552.35 4134718.03

1 250561.41 4134718.78

2 250561.87 4134713.30

3 250552.81 4134712.55

 

Tercero.- Notificar este acuerdo a Juan Camacho Reina a los efectos oportunos y con 
advertencia de los recursos que procedan.

Cuarto.- Dar traslado a ARCA (3.2.11) del  presento acuerdo,  a efectos de girar  las 
liquidaciones de Tasa e ICIO correspondientes, conforme a los siguientes datos identificativos:
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- Datos del sujeto pasivo: Juan Camacho Reina (DNI: 34077239W)

- PEM: 39.510 €.

- Clasificación del Suelo: Suelo rústico

- Solicitud bonificación ICIO: No

Quinto.- Proceder  a  los  demás  trámites  que  en  relación  con  la  propuesta  sean 
procedentes.

 

13º  URBANISMO/EXPTE.  16631/2022-URJC.  APROBACIÓN  INICIAL  DE 
MODIFICACIÓN DE LOS ESTATUTOS DE LA JUNTA DE COMPENSACIÓN DE LA UNIDAD 
DE EJECUCIÓN O ESTE DEL SUP R1 MONTECARMELO.- Examinado el expediente que se 
tramita para la aprobación inicial de modificación de los estatutos de la Junta de Compensación 
de la unidad o este del SUP R1 Montecarmelo, y resultando:

Por  acuerdo de la  Comisión Municipal  de Gobierno de 14 de noviembre de 2003 se 
aprobaron definitivamente las bases de actuación y estatutos de la Junta de Compensación de la 
unidad de ejecución oeste del SUP R1 “Montecarmelo” conforme al texto aprobado inicialmente y 
publicado en el Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla n.º 231, de 4 de octubre de 2003 (Expdte.  
11-G/03). Dicha aprobación definitiva fue publicada en el BOP de Sevilla n.º 2, de 3 de enero de 
2004. 

Mediante acuerdo de la Junta de Gobierno Local de 7 de mayo de 2004 se acordó “aprobar 
la  constitución  de  la  Junta  de  Compensación  de  la  unidad  de  ejecución  oeste  del  SUP R1 
“Montecarmelo”, realizada mediante escritura pública en Sevilla el día 4 de marzo de 2004, ante el 
notario del Ilustre Colegido de Sevilla D. José Luis Ferrero Hormigo”. 

La citada entidad consta inscrita en el Registro de Entidades Urbanísticas Colaboradoras de 
la provincia de Sevilla, al folio 139 del Libro III de la Sección 1ª número de orden 226, por resolución 
del órgano autonómico competente de fecha de 12 de enero de 2005.

Mediante acuerdo de la Junta de Gobierno Local de 13 de abril de 2018 se acordó “ratificar 
el proyecto de reparcelación de la unidad de ejecución oeste del SUO 6 “Montecarmelo”, aprobado 
por la Asamblea General de la Junta de Compensación en sesión celebrada de fecha 12 de julio de 
2017, presentado en el Ayuntamiento el día 23 de marzo de 2018, en los términos que consta en el 
citado  expediente  10525/2017  diligenciado  con  código  seguro  de  verificación  (CSV) 
3LSW7JFW3NC7HLAHSNT4S5KHP, para su validación en https://ciudadalcala.sedelectronica.es”.

Mediante acuerdo de la Junta de Gobierno Local de 25 de octubre de 2019 se acordó 
“aprobar el cambio de domicilio social de la Junta de Compensación de la unidad de ejecución 
oeste  del  SUP R1 “Montecarmelo”  en virtud  del  acuerdo  adoptado  por  la  Asamblea  General 
extraordinaria de dicha Junta de fecha 23 de julio de 2019, quedando fijado en la Avenida Diego 
Martínez  Barrio  número  4,  Edificio  Viapol-Center,  planta  4ª,  módulo  4  de  Sevilla”.  Consta  la 
inscripción en el Registro de Entidades Urbanísticas Colaboradoras, por resolución del órgano 
autonómico competente de fecha 23 de julio de 2022.

Mediante escrito con fecha de entrada de 15 de julio de 2022 (n.º de registro electrónico 
19239), Antonio Santana Gómez, en su calidad de Secretario del Consejo Rector de la Junta de 
Compensación de la unidad de ejecución oeste del SUP R1 “Montecarmelo”, expone que mediante 
Asamblea General celebrada con fechas 29 de octubre de 2020 y 6 de julio de 20211, se ha iniciado 
la tramitación de la modificación de los artículos 18, 27.2, 32 y 30 de los estatutos: los tres primeros 
para permitir la celebración de las sesiones de los órganos de la Junta mediante multiconferencia 
telefónica o videoconferencia y el último para permitir que el mandato de los cargos del Consejo 
Rector sea más amplio que el actualmente previsto. Asimismo, aporta documento suscrito el día 7 
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de julio de 2022 por el Secretario del Consejo Rector con el visto bueno del Presidente de la Junta 
de Compensación, certificando la celebración de la Asamblea General en las fechas indicadas, 
aprobándose por unanimidad (concurriendo los socios que representan el 94,93%) la modificación 
de los artículos 18, 27.2, 32 y 30 de los estatutos en los términos que resultan.

Por el Servicio Jurídico de la Delegación de Urbanismo se ha emitido informe de fecha 
18 de  octubre  de  2022,  cuyos  fundamentos  de  derecho  son  los  siguientes:  [I.-  Según  la 
certificación de fecha 7 de julio de 2022 suscrita por el Secretario del Consejo Rector con el  
visto bueno del Presidente de la Junta de Compensación, en la Asamblea General celebrada el 
día 29 de octubre de 2020 se adoptó, entre otros y en lo que aquí interesa, acuerdo relativo a la  
aprobación de una modificación de los estatutos a fin de incluir expresamente en su articulado 
la  posibilidad  de  celebración  de  las  sesiones  de  los  órganos  de  la  Junta  mediante 
multiconferencia telefónica o videoconferencia. Así, recoge la modificación de los estatutos en 
los siguientes términos:

Artículo  18  Bis:  “Las  sesiones  de  los  órganos  estatutarios  de  esta  Junta  de 
Compensación podrán celebrarse por videoconferencia o por conferencia telefónica múltiple, 
siempre que todos los miembros del órgano dispongan de los medios necesarios, el secretario 
del órgano reconozca su identidad y así lo exprese en el acta, que remitirá de inmediato a las 
direcciones de correo electrónico de cada uno de los concurrentes. La misma regla será de 
aplicación a las comisiones delegadas y a las demás comisiones obligatorias o voluntarias que 
estuvieran constituidas. La sesión se entenderá celebrada en el domicilio social”.

Artículo 27.2 Bis: “Los acuerdos de la Asamblea General podrán adoptarse mediante 
votación por escrito y sin sesión siempre que lo decida el Presidente y deberán adoptarse así 
cuando  lo  solicite,  al  menos,  dos  de  los  miembros  del  órgano.  La  misma  regla  será  de 
aplicación a las comisiones delgadas y a las demás comisiones obligatorias o voluntarias que 
tuviera constituida. La sesión se entenderá celebrada en el domicilio social. Será de aplicación 
a todos estos acuerdos lo establecido en el artículo 100 del Real Decreto 1784/1996, de 19 de 
julio”.

Artículo 32.4: “Los acuerdos del Consejo de Administración podrán adoptarse mediante 
votación por escrito y sin sesión siempre que lo decida el Presidente y deberán adoptarse así 
cuando  lo  solicite,  al  menos,  dos  de  los  miembros  del  órgano.  La  misma  regla  será  de 
aplicación a las comisiones delgadas y a las demás comisiones obligatorias o voluntarias que 
tuviera constituida. La sesión se entenderá celebrada en el domicilio social. Será de aplicación 
a todos estos acuerdos lo establecido en el artículo 100 del Real Decreto 1784/1996, de 19 de 
julio”.

Por tanto, la modificación acordada consiste en la incorporación de un nuevo artículo 18 
bis, en la incorporación de un nuevo apartado 2.bis al artículo 27 y en la adición de un cuarto 
punto al artículo 32. Así, la redacción de dichos artículos queda con el siguiente tenor literal, si 
bien, resulta conveniente añadir a la redacción acordada para los artículos 27.2.bis y 32.4 el 
objeto de la regulación del Real Decreto, por el que se aprueba el Reglamento del Registro 
Mercantil:

“Artículo  18  Bis.  “Las  sesiones  de  los  órganos  estatutarios  de  esta  Junta  de 
Compensación podrán celebrarse por videoconferencia o por conferencia telefónica múltiple, 
siempre que todos los miembros del órgano dispongan de los medios necesarios, el secretario 
del órgano reconozca su identidad y así lo exprese en el acta, que remitirá de inmediato a las 
direcciones de correo electrónico de cada uno de los concurrentes. La misma regla será de 
aplicación a las comisiones delegadas y a las demás comisiones obligatorias o voluntarias que 
estuvieran constituidas. La sesión se entenderá celebrada en el domicilio social”.

“artículo 27. Reajuste de Cuotas.
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1.  Si  a  consecuencia  de  la  incorporación  de  Empresa  Urbanizadora,  por  virtud  de 
aportaciones extraordinarias, o después de practicada la reparcelación y como resultado de las 
equidistribuciones  que  se  acuerden,  quedasen  modificadas  las  participaciones  inicialmente 
establecidas, se fijarán por la Asamblea General, las nuevas cuotas que correspondan, precio 
acuerdo aprobatorio del Organismo Urbanístico de Control, a cuya cuantía habrá de referirse,  
en cada momento, el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones de los 
socios de la Junta de Compensación.

2.  No  obstante,  los  acuerdos  de  modificación  de  los  Estatutos  de  la  Junta  de 
Compensación,  designación  y  cese  de  los  miembros  del  Consejo  de  Administración, 
señalamiento de cuotas y rectificación de éstas, contratación de créditos e incorporación de 
empresas urbanizadoras requerirán en todo caso el voto favorable de socios que representen 
más del 50 por 100 de dichas cuotas.

2 bis. Los acuerdos de la Asamblea General podrán adoptarse mediante votación por 
escrito y sin sesión siempre que lo decida el Presidente y deberán adoptarse así cuando lo  
solicite, al menos, dos de los miembros del órgano. La misma regla será de aplicación a las 
comisiones  delegadas  y  a  las  demás  comisiones  obligatorias  o  voluntarias  que  tuviera 
constituida. La sesión se entenderá celebrada en el domicilio social. Será de aplicación a todos 
estos acuerdos lo establecido en el artículo 100 del Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por 
el que se aprueba el Reglamento del Registro Mercantil.

3. Los acuerdos de la Asamblea General serán inmediatamente ejecutivos, siempre que 
hayan sido  adoptados con  arreglo  a  lo  previsto  en estos  Estatutos,  y  sin  perjuicio  de  los  
recursos y acciones judiciales pertinentes”.

“Artículo 32. Régimen de Sesiones

1.  El  Consejo  de  Administración  se  reunirá  cuantas  veces  sea  necesario  para  los 
intereses de la Junta de Compensación a iniciativa del Presidente o a petición de dos de sus 
miembros.

2. La convocatoria, con indicación de los asuntos a tratar, y del lugar, fecha y hora de la  
sesión, será cursada por el Secretario de orden del Presidente en carta certificada, con un  
mínimo  de  cuatro  días  de  antelación,  quedando  válidamente  constituido  el  Consejo  de 
Administración,  en  primera  convocatoria,  cuando el  número  de  miembros  asistentes  fuese 
superior a la mitad de los que lo componen, y en segunda convocatoria, media hora después, 
cualquiera que sea el número de asistentes, siendo preceptiva la asistencia del Presidente y 
del Secretario.

3. Los acuerdos del Consejo de Administración serán adoptados por mayoría simple de 
votos, reconociéndose calidad de voto dirimente al del Presidente en caso de empate; y serán 
inmediatamente  ejecutivos,  sin  perjuicio  de  recursos  previstos  en  el  Título  IV  de  estos 
Estatutos.

4. Los acuerdos del Consejo de Administración podrán adoptarse mediante votación por 
escrito y sin sesión siempre que lo decida el Presidente y deberán adoptarse así cuando lo  
solicite, al menos, dos de los miembros del órgano. La misma regla será de aplicación a las 
comisiones  delgadas  y  a  las  demás  comisiones  obligatorias  o  voluntarias  que  tuviera 
constituida. La sesión se entenderá celebrada en el domicilio social. Será de aplicación a todos 
estos acuerdos lo establecido en el artículo 100 del Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por 
el que se aprueba el Reglamento del Registro Mercantil”.

II.- Según la certificación de fecha 7 de julio de 2022 suscrita por el Secretario del 
Consejo  Rector  con  el  visto  bueno  del  Presidente  de  la  Junta  de  Compensación,  en  la  
Asamblea General celebrada el día 6 de abril de 2021 se adoptó, entre otros y en lo que aquí 
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interesa, acuerdo relativo a la aprobación de una modificación de los estatutos a fin de incluir 
expresamente en su articulado que el mandato de los cargos del Consejo Rector sea más 
amplio que el actualmente previsto. El artículo de los estatutos afectado por la modificación es 
el 30, consistiendo en una nueva redacción del punto primero, que queda con el siguiente tenor 
literal:

“Artículo 30. Duración del Cargo

1.- El nombramiento del Consejo de Administración, salvo el de representante de la  
Administración, que será removido discrecionalmente por ésta, designando a quien haya de 
sustituirle, tendrá una duración de tres años; pudiendo procederse a la reelección indefinida por  
periodos iguales.

2.- En caso de fallecimiento o renuncia de uno o más componentes del Consejo de 
Administración, la Asamblea General podrá designar a quienes hayan de sustituirles hasta la 
renovación inmediata de la composición de aquel.

3.-Si la Asamblea General acordase el cese de uno o más componentes del Consejo de 
Administración en la misma sesión en que así lo decida, habrá de acordar el nombramiento de 
la persona o personas que hubieran de sustituirles hasta la renovación inmediata del mismo”.

III.-  Para  la  modificación  de  los  estatutos  de  una  Junta  de  Compensación  resulta 
aplicable el artículo 27.4 del Reglamento de Gestión Urbanística para el desarrollo y aplicación  
de  la  Ley  sobre  Régimen  del  Suelo  y  Ordenación  Urbana,  aprobado por  el  Real  Decreto 
3288/1978,  de 25 de agosto (en  adelante  RGU),  así  como la  regulación contenida  en los 
propios estatutos a modificar.

El citado artículo 27.4 RGU establece que “la modificación de los estatutos requerirá 
aprobación  de  la  Administración  urbanística  actuante.  Los  acuerdos  respectivos,  con  el 
contenido de la modificación, en su caso, habrán de constar en el registro”.

Por su parte, el artículo 22.3.A de los estatutos de la Junta de Compensación de la 
unidad de ejecución oeste del SUP R1 “Montecarmelo” (en adelante los estatutos) reconoce la  
competencia de la Asamblea General para “la modificación de los estatutos, sin perjuicio de su 
aprobación  posterior”,  exigiendo  el  artículo  27.2  el  voto  favorable  de  los  asistentes  que 
representen  más  del  50%  de  todas  las  cuotas  de  participación  de  la  Junta  para  adoptar 
acuerdos  relativos  a  la  “modificación  de  los  Estatutos  de  la  Junta  de  Compensación”.  
Finalmente,  el  artículo  5.1  establece  que  corresponde  al  Ayuntamiento  “la  aprobación  del 
proyecto de estatutos y bases de actuación de la constitución de la Junta de Compensación, y  
del  proyecto  de  reparcelación;  así  como  las  modificaciones  de  los  mismos  que  fueren 
necesarias a propuesta de la Junta”. Además, el artículo 47.2 de los estatutos establece que 
“cualquier modificación de los estatutos que por la Asamblea se acuerde, de conformidad a lo 
dispuesto en el artículo 22.3.A, requerirá la aprobación de la Administración y su inscripción en 
el  Registro  citado  para  surtir  plenos  efectos”.  Este  Registro  se  refiere  al  de  Entidades 
Urbanísticas Colaboradoras.

Para  la  correcta  constitución  de  la  Asamblea  General,  el  artículo  25.1  y  2  de  los 
estatutos exige que concurran a ella por sí o por representación, miembros de la Junta de 
Compensación  que,  independientemente  de  su  número,  representen  más  del  50%  de  las 
cuotas de participación. Transcurrida media hora sin alcanzar el quórum indicado, se entenderá 
válidamente constituida la Asamblea, en segunda convocatoria, cualquiera que sea el número 
de asistentes.

Del contenido de la certificación suscrito el día 7 de julio de 2022 por el Secretario del 
Consejo  Rector  con el  visto  bueno del  Presidente de  la  Junta de Compensación sobre la 
celebración de Asamblea General con fechas 29 de octubre de 2020 y 6 de julio de 20211, se  
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desprende:

- Que ambas celebraciones de la Asamblea General quedaron válidamente constituidas 
en primera convocatoria al concurrir miembros de la Junta (presentes o representados) que 
representaban el 94,93% de las cuotas de participación, superando el quorum establecido en el  
artículo 25.1 de los estatutos.

- Que los acuerdos de modificación de los estatutos fueron adoptados por unanimidad,  
representativos  de  un  94,93%  de  todas  las  cuotas  de  participación  de  la  Junta  de 
Compensación, alcanzando la mayoría cualificada requerida por el art. 27.2 de los estatutos.

Por lo tanto, se han seguido los requisitos establecidos en los estatutos para la correcta 
aprobación de la modificación por parte de la Asamblea General.

IV.-  Respecto de la tramitación de la modificación de los estatutos de una Junta de 
Compensación, se seguirá el mismo procedimiento previsto para la redacción del proyecto de 
estatutos y su posterior aprobación, regulado en los artículos 161 y 162 del RGU: aprobación 
inicial, información pública por espacio de 20 días, previa notificación personal a los afectados 
e inserción de anuncios en el Boletín Oficial de la Provincia y en tablón de anuncios electrónico 
municipal  y  publicación  en  el  Portal  de  Transparencia  municipal  (en  cumplimiento  de  los 
artículos 7.e la Ley 19/2013 de Transparencia, Acceso a Información Pública y Buen Gobierno y 
13.1.e de la Ley 1/2014, de 24 de junio), aprobación definitiva y publicación del correspondiente 
acuerdo en el Boletín Oficial de la Provincia. 

V.- Será órgano competente para la aprobación inicial y definitiva de la modificación de 
los estatutos de la  Junta de Compensación la  Sra.  Alcaldesa de la  Corporación,  según lo 
dispuesto en el art. 21.1.j de la ley 7/85, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen 
Local y, por expresa delegación de ésta, la Junta de Gobierno Local, a tenor de lo previsto en la 
Resolución de Alcaldía nº 330/2019, de 28 de junio].

Por  todo  ello,  a  la  vista  de los  informes emitidos  y  que obran en su  expediente  y 
conforme facultades delegadas por resolución de la Alcaldía 330/2019, de 28 de junio, la Junta 
de Gobierno Local con la asistencia de siete de sus nueve miembros de derecho, en votación 
ordinaria y por unanimidad, acuerda:

Primero.- Aprobar  inicialmente  la  modificación  de  los  estatutos  de  la  Junta  de 
Compensación de la unidad de ejecución oeste del SUP R1 “Montecarmelo”, conforme al texto 
aprobado en Asamblea General celebradas con fechas 29 de octubre de 2020 y 6 de julio de 
20211, consistente en la incorporación de un nuevo artículo 18 bis, en la incorporación de un  
nuevo apartado 2.bis al artículo 27, en la adición de un cuarto punto al artículo 32 y en la nueva  
redacción del artículo 30.1 (todos ellos resaltados en negrita). La redacción de los artículos 
quedará  con  el  siguiente  tenor  literal,  incluyendo  el  añadido  que  resulta  conveniente  a  la 
redacción acordada para los artículos 27.2.bis y 32.4 descrito en la parte expositiva:

“Artículo  18  Bis.  “Las sesiones  de  los  órganos estatutarios  de  esta  Junta  de 
Compensación  podrán  celebrarse  por  videoconferencia  o  por  conferencia  telefónica 
múltiple,  siempre  que  todos  los  miembros  del  órgano  dispongan  de  los  medios 
necesarios, el secretario del órgano reconozca su identidad y así lo exprese en el acta,  
que remitirá de inmediato a las direcciones de correo electrónico de cada uno de los  
concurrentes.  La misma regla será de aplicación a las comisiones delegadas y a las 
demás comisiones obligatorias o voluntarias que estuvieran constituidas. La sesión se 
entenderá celebrada en el domicilio social”.

“artículo 27. Reajuste de Cuotas.

1.  Si  a  consecuencia  de  la  incorporación  de  Empresa  Urbanizadora,  por  virtud  de 
aportaciones extraordinarias, o después de practicada la reparcelación y como resultado de las 
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equidistribuciones  que  se  acuerden,  quedasen  modificadas  las  participaciones  inicialmente 
establecidas, se fijarán por la Asamblea General, las nuevas cuotas que correspondan, precio 
acuerdo aprobatorio del Organismo Urbanístico de Control, a cuya cuantía habrá de referirse,  
en cada momento, el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones de los 
socios de la Junta de Compensación.

2.  No  obstante,  los  acuerdos  de  modificación  de  los  Estatutos  de  la  Junta  de 
Compensación,  designación  y  cese  de  los  miembros  del  Consejo  de  Administración, 
señalamiento de cuotas y rectificación de éstas, contratación de créditos e incorporación de 
empresas urbanizadoras requerirán en todo caso el voto favorable de socios que representen 
más del 50 por 100 de dichas cuotas.

2 bis. Los acuerdos de la Asamblea General podrán adoptarse mediante votación 
por escrito y sin sesión siempre que lo decida el Presidente y deberán adoptarse así  
cuando lo solicite, al menos, dos de los miembros del órgano. La misma regla será de 
aplicación  a  las  comisiones  delegadas  y  a  las  demás  comisiones  obligatorias  o 
voluntarias que tuviera constituida.  La sesión se entenderá celebrada en el  domicilio 
social. Será de aplicación a todos estos acuerdos lo establecido en el artículo 100 del 
Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Registro 
Mercantil.

3. Los acuerdos de la Asamblea General serán inmediatamente ejecutivos, siempre que 
hayan sido  adoptados con  arreglo  a  lo  previsto  en estos  Estatutos,  y  sin  perjuicio  de  los  
recursos y acciones judiciales pertinentes”.

“Artículo 30. Duración del Cargo

1.- El nombramiento del Consejo de Administración, salvo el de representante de 
la Administración, que será removido discrecionalmente por ésta, designando a quien 
haya  de  sustituirle,  tendrá  una  duración  de  tres  años;  pudiendo  procederse  a  la 
reelección indefinida por periodos iguales.

2.- En caso de fallecimiento o renuncia de uno o más componentes del Consejo de 
Administración, la Asamblea General podrá designar a quienes hayan de sustituirles hasta la 
renovación inmediata de la composición de aquel.

3.-Si la Asamblea General acordase el cese de uno o más componentes del Consejo de 
Administración en la misma sesión en que así lo decida, habrá de acordar el nombramiento de 
la persona o personas que hubieran de sustituirles hasta la renovación inmediata del mismo”.

“Artículo 32. Régimen de Sesiones

1.  El  Consejo  de  Administración  se  reunirá  cuantas  veces  sea  necesario  para  los 
intereses de la Junta de Compensación a iniciativa del Presidente o a petición de dos de sus 
miembros.

2. La convocatoria, con indicación de los asuntos a tratar, y del lugar, fecha y hora de la  
sesión, será cursada por el Secretario de orden del Presidente en carta certificada, con un  
mínimo  de  cuatro  días  de  antelación,  quedando  válidamente  constituido  el  Consejo  de 
Administración,  en  primera  convocatoria,  cuando el  número  de  miembros  asistentes  fuese 
superior a la mitad de los que lo componen, y en segunda convocatoria, media hora después, 
cualquiera que sea el número de asistentes, siendo preceptiva la asistencia del Presidente y 
del Secretario.

3. Los acuerdos del Consejo de Administración serán adoptados por mayoría simple de 
votos, reconociéndose calidad de voto dirimente al del Presidente en caso de empate; y serán 
inmediatamente  ejecutivos,  sin  perjuicio  de  recursos  previstos  en  el  Título  IV  de  estos 
Estatutos.
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4.  Los  acuerdos  del  Consejo  de  Administración  podrán  adoptarse  mediante 
votación  por  escrito  y  sin  sesión  siempre  que  lo  decida  el  Presidente  y  deberán 
adoptarse así cuando lo solicite, al menos, dos de los miembros del órgano. La misma 
regla  será  de  aplicación  a  las  comisiones  delgadas  y  a  las  demás  comisiones 
obligatorias o voluntarias que tuviera constituida. La sesión se entenderá celebrada en el 
domicilio social. Será de aplicación a todos estos acuerdos lo establecido en el artículo 
100 del Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del 
Registro Mercantil”.

Segundo.- Someter  el  presente  acuerdo  a  un  trámite  de  información  pública  por 
espacio de 20 días, previa notificación personal a los propietarios afectados e inserción de los  
correspondientes anuncios en el  Boletín  Oficial  de la  Provincia  y en el  tablón de anuncios 
electrónico municipal. En cumplimiento de los artículos 7.e la Ley 19/2013 de Transparencia, 
Acceso a Información Pública y Buen Gobierno y 13.1.e de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de 
Transparencia  Pública  de  Andalucía,  el  presente  acuerdo  se  publicará  en  el  Portal  de 
Transparencia municipal sito en la sede electrónica http://ciudadalcala.sedelectronica.es.

Tercero.- Requerir a la Junta de Compensación de la unidad de ejecución oeste del SUP 
R1 “Montecarmelo”  para  que,  con  carácter  previo  a  la  citada  notificación  personal,  aporte 
relación actualizada de los propietarios afectados y domicilio a efectos de notificaciones.

Cuarto.- Proceder  a  los  demás  trámites  que  en  relación  con  la  propuesta  sean 
procedentes.

 

14º  SERVICIOS  URBANOS/CONTRATACIÓN/EXPTE.  12112/2021.  AMPLIACIÓN 
DEL PLAZO DE EJECUCIÓN DEL CONTRATO DE “SUMINISTRO E INSTALACIÓN,  DE 
JUEGOS INFANTILES PARA ÁREAS DE JUEGOS EN PARQUE OROMANA Y PARQUE 
CENTRO. LOTE 1: APROBACIÓN. Examinado el expediente de tramitación de ampliación del 
plazo de ejecución del contrato de “suministro e instalación, de juegos infantiles para áreas de 
juegos en Parque Oromana y Parque Centro. Lote 1, y resultando:

ANTECEDENTES

La Junta de Gobierno Local, en sesión celebrada el día 25 de marzo de 2022, adjudicó 
a la empresa LAPPSET ESPAÑA V.R.S.L. con C.I.F, B60961554, el contrato de “suministro e 
instalación, en dos lotes, de juegos infantiles para áreas de juegos en Parque de Oromana y  
Parque Centro,  de esta  localidad,  Lote  1  (adecuación de área de juegos infantiles Parque 
Oromana).” Expte. 12112/2021,  ref.  C-2021/047,  por importe  de 473.448,69 € IVA excluido 
(572.872,91 € IVA incluido), y un plazo de ejecución de seis meses, a contar desde el día  
siguiente a la formalización del contrato. Asimismo, se establece un plazo parcial de ejecución 
de cuatro meses para el suministro del material, a contar a partir del día siguiente a la firma del  
contrato, y un plazo de dos meses para ejecutar la instalación completa del suministro.

Con fecha 26 de abril  de 2022 se formaliza el  preceptivo contrato de ejecución de 
suministro e instalación, el acta de replanteo se firma el 8 de junio de 2022.

Con fecha de 7 de octubre de 2022,  se presenta escrito  por  Miguel  Carmona Van 
Kempen, en representación de LAPPSET ESPAÑA V.R.S.L, solicitando ampliación del plazo de 
ejecución de suministro e instalación referidas exponiendo que:

“La situación de pandemia mundial provocada por la aparición de la Covid-19 ha traído 
consigo retrasos en el suministro, importación y transportación de algunas materias primas.

Afectando negativamente y ocasionando un retraso en la fabricación de los juegos.

SOLICITA, Ampliación hasta el 10 de noviembre de 2022 del plazo de finalización de 
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las obras del contrato arriba citado, debido a que por causas ajenas a nuestra voluntad no se 
puede completar el montaje de los juegos infantiles el 24 de octubre de 2022 como establece el  
contrato”. 

Con fecha  13  de  octubre  de  2022,  se  emite  informe favorable  por  Antonio  Matías 
Melero Casado, Ingeniero Técnico Agrícola de la GMSU, en calidad de Responsable municipal  
del contrato, señalando que: 

“1.-  En  relación  a  la  solicitud  de ampliación  de  plazo  del  contrato  de  suministro  e 
instalación, en dos lotes, de juegos infantiles para áreas de juegos en Parque de Oromana y  
Parque Centro – expte 12112/2021 - ref. C-2021/047 expone;

- La Junta de Gobierno Local,  en sesión ordinaria celebrada el día 25 de marzo de 
2022, adjudicó el lote 1 del contrato de referencia a LAPPSET ESPAÑA V.R., S.L., conforme al 
acuerdo -cuyo texto consta en el expediente n.º 12112/2021 – ref. C-2021/047, debidamente 
diligenciado con el  código seguro de verificación PCD3X2ZX42AADXG9ENJZQAW6L,  cuya 
validación puede efectuarse en: http://ciudadalcala.sedelectronica.es

-  Con  fecha  25  de  abril  de  2022,  se  firma,  entre  este  Ayuntamiento  y  D.  Miguel 
Carmona Van Kempen, en representación de la entidad LAPPSET ESPAÑA V.R, S.L.,  con 
C.I.F. B60961554, Contrato administrativo del contrato de suministro e instalación, en dos lotes, 
de juegos infantiles para áreas de juegos en Parque de Oromana y Parque Centro – expte  
12112/2021 - ref. C-2021/047.

En dicho contrato en su CLÁUSULA CUARTA, se expone:

“CUARTA.-  De  conformidad  con  el  apartado  5  del  anexo  I  del  pliego  de  cláusulas 
administrativas  particulares,  se  establece  un  plazo  total  de  ejecución  del  contrato  de  seis 
meses, a contar desde el día siguiente a la formalización del contrato. Asimismo, se establece 
un plazo parcial de ejecución de cuatro meses para el suministro del material, a contar a partir  
del día siguiente a la firma del contrato, y un plazo de dos meses para ejecutar la instalación 
completa del suministro.”

- En base a ello, el plazo de entrega del suministro comenzó con fecha 26 de abril de 
2022, y su finalización SEIS (6) meses después, esta prevista para el 26 de octubre de 2022.

- El plazo de ejecución no fue criterio de valoración en el proceso de adjudicación, por 
lo que no se afecta a aspectos importantes de la adjudicación.

Por todo lo anterior, el técnico que suscribe, entendido a las circunstancias actuales del  
mercado  internacional,  que  afectan  directamente  a  la  cadena  de  suministro  de  productos 
industriales,  NO  ve  inconveniente  en  la  ampliación  de  plazo  de  entrega  del  suministro 
solicitada, hasta el día 10 de noviembre de 2022.

Es lo que informo a los efectos oportunos.”

II.- Fundamentos de Derecho.

El art. 29.3 de la LCSP establece que: “Cuando se produzca demora en la ejecución de la 
prestación por parte del empresario, el órgano de contratación podrá conceder una ampliación del 
plazo de ejecución, sin perjuicio de las penalidades que en su caso procedan, resultando aplicables 
en el caso de los contratos administrativos lo previsto en los artículos 192 y siguientes de esta Ley.”

El art. 195.2 de la LCSP establece que: “Si el retraso fuese producido por motivos no 
imputables al contratista y este ofreciera cumplir  sus compromisos si  se le amplía el  plazo 
inicial de ejecución, el órgano de contratación se lo concederá dándosele un plazo que será, 
por lo menos, igual al tiempo perdido, a no ser que el contratista pidiese otro menor.

El  responsable del contrato emitirá un informe donde se determine si el retraso fue 
producido por motivos imputables al contratista.”
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El art. 100 del RD 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento 
General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, establece que: 

“1.  La petición de prórroga por parte del contratista deberá tener lugar en un plazo 
máximo de quince días desde aquél en que  se produzca la causa originaria del retraso, 
alegando las razones por las que estime no le es imputable y señalando el tiempo probable de  
su duración, a los efectos de que la Administración pueda oportunamente, y siempre antes de 
la terminación del plazo de ejecución del contrato, resolver sobre la prórroga del mismo, sin 
perjuicio  de que una vez desaparecida la  causa se reajuste el  plazo prorrogado al  tiempo 
realmente perdido.

2. En el  caso de que el  contratista no solicitase prórroga en el  plazo anteriormente 
señalado, se entenderá que renuncia a su derecho, quedando facultada la Administración para 
conceder, dentro del mes último del plazo de ejecución, la prórroga que juzgue conveniente,  
con imposición, si procede, de las penalidades que establece el artículo 95.3 de la Ley o, en su 
caso,  las que se señalen  en el  pliego de  cláusulas  administrativas  particulares,  salvo que 
considere más aconsejable esperar a la terminación del plazo para proceder a la resolución del 
contrato”.

En el presente caso, las razones que justifican la ampliación del plazo de ejecución del 
contrato  vienen  motivadas  por  tratarse  de  incidencias  no  imputables  al  contratista,  y  que 
obedecen a la escasez de suministros por consecuencias del mercado internacional, lo que ha 
provocado  el  retraso  en  la  entrega  de  componentes  necesarios  para  la  fabricación  de 
infraestructuras de juegos infantiles a entregar al  contratista,  por  tanto,  procede aprobar la  
ampliación del plazo de ejecución que se ha solicitado, estimando la nueva fecha del fin de la 
entrega del suministro para el día 10 de noviembre de 2022.

Por todo lo expuesto  y conforme facultades delegadas por resolución de la Alcaldía 
330/2019, de 28 de junio, la Junta de Gobierno Local con la asistencia de siete de sus nueve  
miembros de derecho, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

Primero.-  Aprobar la ampliación del plazo de ejecución del contrato de  “suministro e 
instalación, de juegos infantiles para áreas de juegos en Parque Oromana y Parque Centro: 
Lote 1”, Expte. 12112/2021, ref. C-2021/047, hasta el día 10 de noviembre de 2022.

Segundo.- Notificar  este  acuerdo  al  contratista,  dando  cuenta  del  mismo,  al 
responsable  del  contrato,  a  la  Intervención Municipal,  al  Departamento  de Contratación,  al  
Servicio de Prevención de Riesgos Laborales y a la Gerencia Municipal de Servicios Urbanos.

Tercero.- Insertar anuncio del presente acuerdo en el Perfil de Contratante Municipal y, 
conforme a lo dispuesto en el art. 15 de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública 
de Andalucía, en el Portal de Transparencia Municipal.

 

15º  SERVICIOS  URBANOS/CONTRATACIÓN/EXPTE.  13855/2022.   SERVICIO  DE 
ASISTENCIA TÉCNICA A LA COMUNICACIÓN DE LA ESTRATEGIA DE DESARROLLO 
URBANO SOSTENIBLE E INTEGRADO (EDUSI) “ALCALÁ 2020” DEL AYUNTAMIENTO DE 
ALCALÁ  DE  GUADAÍRA,  PARA  LAS  DENOMINADAS  10  BUENAS  PRÁCTICAS, 
COFINANCIADA EN UN 80% POR EL FONDO EUROPEO DE DESARROLLO REGIONAL 
(FEDER) EN EL MARCO DEL PROGRAMA OPERATIVO PLURIREGIONAL DE ESPAÑA 
FEDER 2014-2020.-  Examinado el expediente que se tramita relacionada con la contratación 
del servicio de asistencia técnica a la Comunicación de la Estrategia de Desarrollo Urbano 
Sostenible e Integrado (EDUSI) “Alcalá 2020” del Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra, para las 
denominadas  10  Buenas  Prácticas,  cofinanciada  en  un  80%  por  el  Fondo  Europeo  de 
Desarrollo Regional (FEDER) en el marco del Programa Operativo Pluriregional de España 
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FEDER 2014-2020, y resultando:

Con  fecha 13 de octubre de 2022, por parte de la Gerencia Municipal de Servicios 
Urbanos se ha suscrito una memoria justificativa de la contratación de la ejecución del servicio  
de asistencia técnica a la Comunicación de la Estrategia de Desarrollo Urbano Sostenible e 
Integrado  (EDUSI)  “Alcalá  2020”  del  Ayuntamiento  de  Alcalá  de  Guadaíra,  para  las 
denominadas  10  Buenas  Prácticas,  cofinanciada  en  un  80%  por  el  Fondo  Europeo  de 
Desarrollo Regional (FEDER) en el marco del Programa Operativo Pluriregional de España 
FEDER 2014-2020 (EDUSI_COMOT2-4-6-9C05). De dicha memoria se deducen los siguientes 
datos:

1.- La Estrategia de Desarrollo Urbano Sostenible e Integrado de Alcalá de Guadaíra 
(en adelante  EDUSI de Alcalá  de Guadaíra),  fue aprobada mediante Resolución de 10 de 
diciembre  de 2018,  de la  Secretaría  de Estado de Presupuestos y  Gastos,  por  la  que se 
resuelve la Tercera Convocatoria aprobada por la Orden HFP/888/2017, por la que se asignan 
las ayudas del  Fondo Europeo de Desarrollo  Regional,  para cofinanciar  las estrategias de 
Desarrollo Urbano Sostenible e Integrado seleccionadas y que serán cofinanciadas mediante el 
Programa Operativo Plurirregional de España en el periodo de programación 2014-2020. Esta 
Resolución fue publicada en el BOE n.º 304 del 18 de diciembre de 2018.

2.-  La  comunicación  de  los  Fondos  de  la  Política  de  Cohesión  Europea  viene 
adquiriendo cada vez mayor relevancia.  Esto  es,  por una parte,  debido a la necesidad de 
incrementar  la  transparencia  en  la  aplicación  de  estas  ayudas  en  los  distintos  estados 
miembros, para lo que es muy importante el poder garantizar una buena difusión e información 
acerca  de  las  obligaciones  y  responsabilidades  de  sus  distintos/as  beneficiarios/as.  Pero 
también es imprescindible que la ciudadanía esté bien informada de cuál es el papel que la 
Unión Europea juega en la mejora de su calidad de vida, para aumentar así el conocimiento y  
la afección con Europa.

3.-  La Estrategia  DUSI  "Alcalá  2020"  aborda  los  cinco  retos  urbanos (económicos, 
ambientales, climáticos, demográficos y sociales), definidos en el artículo 7 del Reglamento de 
FEDER (Reglamento (UE) N º 1301/2013, de 17 de diciembre de 2013). Mediante la Estrategia 
DUSI  "Alcalá  2020",  el  Ayuntamiento  de Alcalá  de  Guadaíra  pretende marcar  el  futuro  de 
nuestra  ciudad basado en el  bienestar  de los alcalareños y  alcalareñas,  el  aumento de la 
calidad de vida de los mismos, el respeto y el cuidado al medio ambiente y el clima urbano, así 
como la apuesta de futuro del territorio basada en los recursos endógenos existentes. Para ello, 
la Estrategia DUSI “Alcalá de Guadaíra 2020” tiene como objetivos estratégicos a largo plazo 
los que se detallan a continuación:

* Acrecentar la prosperidad económica y el empleo.

* Fomentar la igualdad, la integración social y la regeneración urbana.

* Proteger y mejorar el medio ambiente urbano.

* Contribuir a la participación ciudadana y la democracia social.

4.- Con objeto de dar cumplimiento a las necesidades en materia de comunicación del 
FEDER, nace la necesidad de celebrar un contrato relativo a la comunicación de la EDUSI, al 
haberse constatado la insuficiencia, falta de adecuación y la no conveniencia de ampliación de 
medios  personales  y  materiales  de  la  Administración,  haciéndose  imprescindible  la 
concurrencia de una empresa externa para cubrir las necesidades de este servicio.

5.- Dado que el gasto de esta contratación está cofinanciado por la mencionada ayuda, 
se va a proceder a cumplir con las medidas de información y publicidad establecidas en el 
Anexo XII del Reglamento de la UE nº 1303/2013 “Información y Comunicación sobre el apoyo 
procedente de los Fondos”, indicando que este contrato será cofinanciado en un 80% por el 
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Fondo  Europeo  de  Desarrollo  Regional  (FEDER)  en  el  marco  del  Programa  Operativo 
Plurirregional de España (POPE) 2014-2020.

A tal  efecto  se  ha  incoado  el  expediente  de  contratación  nº  13855/2022,  ref.   C-
2022/060, para adjudicar por tramitación ordinaria, mediante procedimiento abierto, el contrato 
de prestación del servicio de asistencia técnica a la Comunicación de la Estrategia de 
Desarrollo Urbano Sostenible e Integrado (EDUSI) “Alcalá 2020” del Ayuntamiento de 
Alcalá de Guadaíra,  para las denominadas 10 Buenas Prácticas, confinanciada en un 
80% por el Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER) en el marco del Programa 
Operativo Pluriregional de España FEDER 2014-2020 (EDUSI_COMOT2-4-6-9C05).

Los datos fundamentales del expediente incoado son los siguientes:

           DATOS FUNDAMENTALES DEL EXPEDIENTE INCOADO

 Delegación/Servicio Municipal proponente: Gerencia de Servicios Urbanos

 Tramitación del expediente: Ordinaria. Tramitación del gasto: Ordinaria

 Sujeto a regulación: armonizada: No. Objeto comprendido dentro del anexo IV de la 
LCSP: No. Contrato de prestación directa a la ciudadanía (art. 312 LCSP): No

 Procedimiento: Abierto. Criterios de adjudicación: Varios

 Redactor memoria justificativa: por Antonio González Roldán, Arquitecto Técnico de la 
Gerencia de Servicios Urbanos, y Francisco García Cordero, Técnico del Gabinete de 
Comunicación,  de  fecha  7  de  octubre  de  2022,  CSV  nº 
QFZ9Q4S3NQDSWAECCM54XCWHN

 Redactor  pliego  prescripciones  técnicas:  por  Antonio  González  Roldán,  Arquitecto 
Técnico de la Gerencia de Servicios Urbanos, y Francisco García Cordero, Técnico del 
Gabinete  de  Comunicación,  de  fecha  7  de  octubre  de  2022,  CSV  nº 
QFZ9Q4S3NQDSWAECCM54XCWHN

 Valor estimado del contrato: 98.925,62 €

 Presupuesto de licitación IVA excluido: 98.925,62 €

 Presupuesto de licitación IVA incluido: 119.700,00 €

 Plazo de ejecución inicial: 13 meses. 

 Existencia de lotes: No. 

 Recurso especial en materia de contratación: No 

 

     Las anualidades de gasto previstas en la ejecución del contrato, con sus correspondientes 
partidas presupuestarias y proyectos de gasto, son las siguientes:  

Proyecto de gasto Partida Presupuestaria Total Anualidad 2022 Anualidad 2023
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2019.0.881.2001 88181/9314/22602 5.500,00 € 0,00 € 5.500,00 €

2019.0.882.2001

88282/9314/22602

7.950,00 € 800,00 € 7.150,00 €

2019.0.882.3001 16.300,00 € 800,00 € 15.500,00 €

2019.0.882.4001 39.150,00 € 0,00 € 39.150,00 €

2019.0.881.2001 88181/9314/22602 22.150,00 € 22.150,00 € 0,00 €

2019.0.882.5001 88282/9314/22602 28.650,00 € 14.150,00 € 14.500,00 €

Totales 119.700,00 
€

37.900,00 € 81.800,00 €

 

La financiación del contrato a través de tales partidas y proyectos se ha materializado 
en los documentos contables n.º 12022000075527 y 12022000075581.  

Se ha redactado por el Jefe del Servicio de Contratación el correspondiente pliego de 
cláusulas administrativas particulares. El procedimiento de adjudicación escogido (abierto), y 
los criterios de solvencia y de adjudicación establecidos en el pliego se entienden, en el caso 
presente, que son adecuados para la selección del licitador que oferte la mejor relación calidad 
precio del mercado. Por otra parte, dado que se trata de un contrato de servicios, no resulta 
preceptivo disponer de clasificación empresarial alguna, si bien los licitadores que dispongan 
de la misma estarán exentos de demostrar su solvencia con otra documentación.

En  consecuencia  con  lo  anterior,  vistos  los  informes  jurídico,  de  repercusión  del 
contrato en los principios de estabilidad y sostenibilidad financiera, sin perjuicio del resultado de 
la fiscalización procedente por la Intervención Municipal, y considerando lo preceptuado en los 
artículos  116  y  siguientes  de  la  LCSP,  y  concordantes  que  se  encuentren  vigentes  del  
reglamento  de  desarrollo  de  la  Ley  de  Contratos  de  las  Administraciones  Públicas  (R.D. 
1098/2001, de 12 de octubre),  y conforme facultades delegadas por resolución de la Alcaldía 
330/2019, de 28 de junio, la Junta de Gobierno Local con la asistencia de siete de sus nueve  
miembros de derecho, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

Primero.- Aprobar, en los términos previstos en el art. 117 LCSP, el expediente 
(13855/2022, C-2022/060)  incoado para  adjudicar  el  contrato de servicio de asistencia 
técnica a la Comunicación de la Estrategia de Desarrollo Urbano Sostenible e Integrado 
(EDUSI) “Alcalá 2020” del Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra, para las denominadas 10 
Buenas Prácticas, cofinanciada en un 80% por el Fondo Europeo de Desarrollo Regional 
(FEDER) en el marco del Programa Operativo Plurirregional de España FEDER 2014-2020 
(EDUSI_COMOT2-4-6-9C05), así como la apertura de su procedimiento de adjudicación, 
abierto, debiéndose publicar  anuncio  de la  licitación en el  Perfil  de Contratante  Municipal,  
alojado en la Plataforma de Contratación del  Sector  Público.  En el  referido Perfil  deberán 
publicarse igualmente el certificado del acuerdo de aprobación del expediente, la memoria 
justificativa del mismo, los pliegos que han de regir la contratación y el modelo de declaración 
unificada europea (DEUC) en formato xml.

Segundo.- Aprobar el pliego de cláusulas administrativas particulares y anexo de 
prescripciones técnicas que regirán el  contrato  con sus correspondientes anexos,  en los 
términos cuyo texto consta en el citado expediente n.º 13855/2022, debidamente diligenciados 
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con  el  sello  de  órgano  de  este  Ayuntamiento  y  el  código  seguro  de  verificación  (CSV) 
XT4ADHMJD2A7AEAY7Q2CYEMAA (PCAP)  y  QEXZYQSWFZ9APGFPRSG64WGSJ  (PPT), 
validación en http://ciudadalcala.sedelectronica.es.

Tercero.- Aprobar el gasto que implica la presente contratación.

Cuarto.- Cumplir los demás trámites preceptivos de impulso hasta la formalización 
del oportuno contrato. encargando al Servicio de Contratación la tramitación del expediente en 
sus fases sucesivas.

Quinto.-  Designar como responsable municipal del contrato, a los efectos del art. 
62 LCSP, a Francisco García Cordero, Técnico del Gabinete de Comunicación.

Sexto.- Dar  traslado del  presente  acuerdo  a  la  Delegación  proponente,  a  la 
Intervención Municipal, a la Oficina Municipal Presupuestaria, al Jefe de Sección de Riesgos 
Laborales, al Servicio de Contratación, y al responsable municipal del contrato.

Séptimo.-  Publicar  el  presente  acuerdo en  el  perfil  de  contratante  alojado  en  la 
Plataforma de Contratación del Sector Público, frente al que poidrán interponerse los recursos 
previstos en el Anexo I del pliego de cláusulas administrativas particulares.

 

16º DESARROLLO ECONÓMICO/EXPTE 16874/2021. REINTEGRO DEL PAGO DE 
BENEFICIARIOS DEFINITIVOS DE AYUDAS PARA EL MANTENIMIENTO DEL TRABAJO 
AUTÓNOMO,  EN  ELMARCO  DEL  PLAN  CONTIGO,  LÍNEA  7  PEAE:  INCOACIÓN  DE 
EXPEDIENTE.-Examinado el expediente que se tramita relacionado con reintegro del pago de 
beneficiarios definitivos de ayudas para el mantenimiento del trabajo autónomo, en el marco del 
Plan Contigo, línea 7 PEAE, y resultando:

ANTECEDENTES

El Pleno del Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra en sesión celebrada el día 19 de 
noviembre de 2021, adoptó el acuerdo de aprobar las bases reguladoras para la convocatoria  
de ayudas para el mantenimiento y consolidación del trabajo autónomo en el marco del Plan de 
reactivación económica y social de la Provincia de Sevilla 2020-2021 (Plan contigo), Línea 7 del 
programa de empleo y apoyo empresarial,  de la Excma. Diputación de Sevilla, conforme al 
texto que consta en el citado expediente 16874/2021, diligenciado con el sello de órgano de 
este  Ayuntamiento  y  el  código  seguro  de  verificación  (CSV) 
592MHJETP2H3K7LW7L9QTSPZC validación en https://ciudadalcala.sedelectronica.es. 

En sesión de Junta de Gobierno Local de fecha 29 de abril de 2022 se acuerda aprobar 
la  Resolución definitiva de beneficiarios definitivos de ayudas para el mantenimiento del trabajo 
autónomo, en el marco del Plan Contigo, línea 7 PEAE.

De acuerdo a la “Base 13. Abono de las ayuda,  el abono de la ayuda concedida se 
realizó a partir de la fecha de la resolución de concesión en un solo pago, como pago previo 
anterior  a  la  justificación,  mediante  transferencia  bancaria  y  por  el  importe  íntegro  de  su 
cuantía.”

Conforme a la “Base 14. Plazo y forma de justificar la subvención, durante los dos 
meses siguientes a la fecha de concesión de la ayuda, la persona beneficiaria deberá presentar 
para la justificación de la ayuda concedida la siguiente documentación: 

1. Declaración responsable del mantenimiento de la actividad (anexo III)

2. Certificación de situación censal actualizado a la fecha del plazo de justificación,  
acreditativo  del  mantenimiento de la  actividad y del  alta  en el  mismo epígrafe  de  
Impuesto  de Actividades Económicas conforme a lo establecido en las bases.
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3. Informe de vida laboral actualizado a la fecha del plazo de justificación, acreditativo 
de que permanece de alta en el régimen especial de trabajadores autónomos conforme 

a lo establecido en las bases.

Finalizado el plazo de justificación, si se detectan errores, ausencias, irregularidades u 
omisiones en la documentación presentada el solicitante podrá ser requerido, otorgándole un 
plazo de 10 días hábiles desde la fecha de recepción de la notificación. Si el solicitante no  
atiende el requerimiento formulado en el plazo establecido para ello, se entenderá que desiste 
de su solicitud procediéndose a tramitar el reintegro de la ayuda efectivamente recibida. 

Publicado anuncio de requerimientos de justificación con fecha 18 de julio de 2022 y 
transcurrido  el  plazo  estipulado,  a  continuación  se  expone  la  relación  de  beneficiarios 
definitivos que no atienden al requerimiento de justificación de la ayuda concedida, desistiendo 
de su solicitud.

RELACIÓN DE BENEFICIARIOS DEFINITIVOS QUE NO ATIENDEN AL REQUERIMIENTO DE 
JUSTIFICACIÓN

Beneficiarios N.º de solicitud NIF

SEGURA PÉREZ, CRISTINA 89 154XXX60N

MAKDOUM, ABDELAZIZ 187 X25XXX76M

REGIDOR MANZANERO, MARINA 194 200XXX43G

CANO MEDIANO, RAQUEL 208 340XXX71F

CUEVAS ARPA, EMILIO 250 200XXX22H

MARTÍNEZ NARANJO, DAVID 772 143XXX86J

MÁRQUEZ LÓPEZ, AMPARO 883 778XXX71Q

Por otro lado, de acuerdo con la Base 15 de la convocatoria, los beneficiarios definitivos 
asumen la obligación de mantener la actividad empresarial en la forma y plazo establecido en 
las bases. Asimismo conforme a lo establecido en la Base 16. Reintegro de las ayudas, “Las 
personas beneficiarias deberán cumplir todas y cada una de las obligaciones y compromisos 
establecidos en estas bases reguladoras, así como mantener las condiciones que fundamenta 
la concesión de las ayudas. Procederá la obligación de reintegrar,  total o parcialmente,  las 
cantidades percibidas, así como la exigencia del interés de demora correspondiente desde la 
fecha  del  pago  de  la  subvención  hasta  que  se  acuerde  la  procedencia  del  reintegro,  los 
supuestos previstos con carácter general en el artículo 37 de la Ley General de Subvenciones. 
Sin perjuicio de iniciar el procedimiento de reintegro el beneficiario podrá comunicar al órgano 
gestor por registro de entrada este hecho y efectuar la devolución voluntaria de la cantidad 
percibida.”

A  la  vista  de  los  documentos  aportados  en  la  justificación  por  los  beneficiarios 
definitivos en los plazos estipulados,  se expone a continuación la  relación de beneficiarios 
definitivos que no cumplen las obligaciones de personas beneficiarias. 

RELACIÓN DE BENEFICIARIOS DEFINITIVOS QUE NO CUMPLEN LAS OBLIGACIONES DE 
PERSONAS BENEFICIARIAS

Beneficiarios N.º de 
solicitud

NIF
Mantenimiento 
de la actividad

SERRANO PALOMO, VERÓNICA 45 449XXX46H No

PÉREZ LÓPEZ, ROSARIO 52 754XXX66P No

LÓPEZ DÍAZ, ROCIO 74 143XXX51T No

TORANZO ACOSTA, MERCEDES 140 286XXX54Y No
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ZAMBRANA PÉREZ, MARÍA ROSA 201 340XXX09S No

ROMERO GARRIDO, FRANCISCO MANUEL 298 284XXX91Z No

SERRANO GARCÍA, RAFAEL 309 449XXX17Z No

LAVANDEIRA SOUTO, JAIME 323 328XXX66W No

MONTEJANO NURIA, NIETO 346 449XXX21A No

MARTÍN MUÑIZ, SILVESTRE 447 288XXX26Z No

ÁLVAREZ LÓPEZ, ÁNGEL ANTONIO 472 288XXX38J No

TERÁN GARCÍA, EVARISTO 543 286XXX72X No

RODRÍGUEZ JIMENEZ, PILAR 604 522XXX43S No

SÁNCHEZ SÁNCHEZ, NATIVIDAD 809 340XXX18Q No

A  continuación  se  expone  la  relación  de  beneficiarios  definitivos  que  han  iniciado 
procedimiento de renuncia y reintegro a petición propia por registro de entrada y efectúa la 
devolución voluntaria de la ayuda percibida.

RELACIÓN  DE  SOLICITANTES  BENEFICIARIOS  DEFINITIVOS   QUE   REALIZAN  EL 
REINTEGRO Y LA DEVOLUCIÓN VOLUNTARIA DE LA AYUDA

Beneficiarios N.º de 
solicitud

NIF N.º Registro

BRUQUE REYES, MARÍA JOSÉ 847 340XXX68P 2022-E-RE-18653 

Por  todo  ello,  analizada  la  documentación  de  justificación  presentada  por  los 
beneficiarios y conforme a la documentación que consta en el expediente de su razón esta 
delegación de Desarrollo Económico  y conforme facultades delegadas por resolución de la 
Alcaldía 330/2019, de 28 de junio, la Junta de Gobierno Local con la asistencia de siete de sus 
nueve miembros de derecho, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

Primero.- Reconocer el derecho de este Ayuntamiento a exigir el reintegro del pago a 
los  beneficiarios  relacionados  a  continuación,  conforme  a  lo  establecido  en  las  bases 
reguladoras y tras tener la condición de beneficiarios definitivos del  procedimiento instruido 
para la concesión de ayudas económicas de 1.000€ (mil euros) a trabajadores autónomos del  
municipio para el mantenimiento y consolidación del trabajo autónomo en el marco del Plan de 
reactivación económica y social de la Provincia de Sevilla 2020-2021 (Plan contigo), Línea 7 del 
programa de empleo y apoyo empresarial, de la Excma. Diputación de Sevilla,  que no han 
llevado a cabo el cumplimiento de las obligaciones de beneficiarios definitivos según la base 
15. 

Beneficiarios N.º 
solicitud

NIF Cuantía a reintegrar

SERRANO PALOMO, VERÓNICA 45 449XXX46H 1.000€

PÉREZ LÓPEZ, ROSARIO 52 754XXX66P 1.000€

LÓPEZ DÍAZ, ROCIO 74 143XXX51T 1.000€

SEGURA PÉREZ, CRISTINA 89 154XXX60N 1.000€

TORANZO ACOSTA, MERCEDES 140 286XXX54Y 1.000€

MAKDOUM, ABDELAZIZ 187 X25XXX76M 1.000€

REGIDOR MANZANERO, MARINA 194 200XXX43G 1.000€

ZAMBRANA PÉREZ, MARÍA ROSA 201 340XXX09S 1.000€

CANO MEDIANO, RAQUEL 208 340XXX71F 1.000€

CUEVAS ARPA, EMILIO 250 200XXX22H 1.000€

 

C
ód

. V
al

id
ac

ió
n:

 A
R

N
7E

9A
SR

G
K5

3J
C

SQ
R

C
G

XT
K5

5 
Ve

rif
ic

ac
ió

n:
 h

ttp
s:

//c
iu

da
da

lc
al

a.
se

de
le

ct
ro

ni
ca

.e
s/

 
D

oc
um

en
to

 fi
rm

ad
o 

el
ec

tró
ni

ca
m

en
te

 d
es

de
 la

 p
la

ta
fo

rm
a 

es
Pu

bl
ic

o 
G

es
tio

na
 | 

Pá
gi

na
 8

1 
de

 9
9 



 

ROMERO GARRIDO, FRANCISCO MANUEL 298 284XXX91Z 1.000€

SERRANO GARCÍA, RAFAEL 309 449XXX17Z 1.000€

LAVANDEIRA SOUTO, JAIME 323 328XXX66W 1.000€

MONTEJANO NURIA, NIETO 346 449XXX21A 1.000€

MARTÍN MUÑIZ, SILVESTRE 447 288XXX26Z 1.000€

ÁLVAREZ LÓPEZ, ÁNGEL ANTONIO 472 288XXX38J 1.000€

TERÁN GARCÍA, EVARISTO 543 286XXX72X 1.000€

RODRÍGUEZ JIMENEZ, PILAR 604 522XXX43S 1.000€

MARTÍNEZ NARANJO, DAVID 772 143XXX86J 1.000€

SÁNCHEZ SÁNCHEZ, NATIVIDAD 809 340XXX18Q 1.000€

MÁRQUEZ LÓPEZ, AMPARO 883 778XXX71Q 1.000€

Segundo.-  Comunicar  a  los  interesados,  la  puesta  de  manifiesto  del  expediente, 
otorgándole  un  plazo  de audiencia  de  10  días  a  fin  de que  pueda alegar  y  presentar  los 
documentos y justificaciones que estimen pertinentes.

Cuarto.-  Formular  propuesta de aprobación de la renuncia de beneficiario definitivo 
MARÍA JOSÉ  BRUQUE REYES, y aceptación del ingreso en cuenta efectuado por importe de 
1.000€ correspondiente al 100% de la cuantía de la ayuda concedida.

Quinto.- Dar traslado de este  acuerdo a los servicios  municipales  de Intervención, 
Tesorería y servicio proponente.

17º  TURISMO/  CONTRATACIÓN/EXPTE.  1623/2020.  SERVICIO DE INFORMACIÓN   
TURÍSTICA,  ATENCIÓN  AL  PÚBLICO  Y  PROMOCIÓN  TURÍSTICA  DE  ALCALÁ  DE 
GUADAÍRA  A  TRAVÉS  DE  LA  OFICINA  MUNICIPAL  DE  TURISMO  Y  PUNTOS  DE 
INFORMACIÓN,  ASÍ  COMO  EN  EVENTOS  PROMOCIONALES:  SUSTITUCIÓN  DE 
RESPONSABLE DE CONTRATOS PROMOVIDOS POR LA DELEGACIÓN DE TURISMO: 
SUSTITUCIÓN  DE  RESPONSABLE  DE  CONTRATOS  PROMOVIDOS  POR  LA 
DELEGACIÓN DE TURISMO.-Examinado el asunto que se tramita relacionado con el servicio 
de información turística,atención al público y promoción turística de Alcalá de Guadaíra a través 
de  la  Oficina  Municipal  de  Turismo  y  puntos  de  información,  así  como  en  eventos 
promocionales:  Sustitución  de  responsable  de  contratos  promovidos  por  la  Delegación  de 
Turismo: Sustitución de responsable de contratos promovidos por la Delegación de Turismo, y 
resultando:

La  figura  del  responsable  municipal  del  control  de  la  ejecución  del  contrato  se
encuentra  actualmente  regulada  en  el  art.  62  de  la  Ley  9/2017,  de  8  de  noviembre,  de 
Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 
Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero 
de  2014  (LCSP  en  lo  sucesivo).  Según  este  precepto,  sus  funciones  son,  básicamente, 
supervisar  la  ejecución  del  contrato,  adoptar  las  decisiones,  y  dictar  las  instrucciones 
necesarias con el fin de asegurar la correcta realización de la prestación pactada. 

La Junta de Gobierno Local en sesión celebrada el pasado 20 de mayo de 2022, y en 
relación con dicha figura, designó como responsable municipal del control de los contratos en 
ejecución promovidos por la Delegación de Turismo, a Águila Marín Benítez, Técnica Medio de 
Gestión, en sustitución de Eduardo Sevillano Rodríguez, Técnico de Administración General, 
y de Francisco Mantecón Campos, Jefe del Departamento Patrimonio Histórico, que habían 
sido designados a tal efecto hasta tanto no se reincorporara a su puesto de trabajo la Técnica  
de Turismo Alicia Morillo García.
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Una  vez  producida  la  reincorporación  a  la  Delegación  de Turismo de  Alicia  Morillo 
García, resulta conveniente su nueva designación como responsable municipal de la ejecución 
de los referidos contratos. 

En  este  sentido,  los  contratos  a  los  que  se  refiere  la  presente  propuesta  son  los 
siguientes: 

 

 
Fecha 

adjudicación
Adjudicatario

Fecha 
formalización

Expte.  1623/2020 –  ref.  c-2020/023:  Prestación del  servicio de información 
turística,  atención al  público  y  promoción turística  de Alcalá  de Guadaíra  a 
través de la oficina municipal de turismo y puntos de información, así como en 
eventos promocionales (responsable actual, María del Águila Marín Benítez)

12/08/2020
BCM GESTIÓN 
DE SERVICIOS 

S.L.
03/09/2020

Expte. 2997/2021 – ref. C-2021/008: Prestación del servicio de programación y 
ejecución  del  proyecto  "noctaira"  de  actividades  estivales  de  dinamización 
turístico-cultural (responsable actual, María del Águila Marín Benítez)

07/06/2021
ENDIRECTO FT, 

S.L.
05/07/2021

Expte.  2347/2019  – ref.  C-2019/002:  Concesión  del  servicio  de  promoción 
turística del monumento natural "Riberas del Guadaíra" a través del Centro de 
Educación del Turismo Sostenible situado en la Avda. Tren de los Panaderos 
(responsable actual, María del Águila Marín Benítez)

24/01/2020
RIVERA EVENT 

TOUR, S.L
11/02/2020

Expte.  11602/2021  – ref.  C-2021/069:  Concesión  del  servicio  de  gestión 
turístico-cultural del Centro San Miguel (responsable actual,  María del Águila 
Marín Benítez)

01/04/2022
ENDIRECTO FT, 

S.L.
14/04/2022

Expte. 1707/2021 – ref. C-2021/037. Lote 6: Turismo, que incluye Harinera del 
Guadaíra,  Castillo,  y  Centro  de  Interpretación  del  Castillo  del  contrato 
administrativo  de prestación  del  servicio  de  control  de acceso a  edificios  e 
instalaciones  municipales,  en  6  lotes  (responsable  actual,  María  del  Águila 
Marín Benítez)

17/12/2021
SERLINGO 

SOCIAL, S.L.U
14/01/2022

 

Por  todo  ello,  y  considerando  lo  preceptuado  en  el  artículo  art.  62  de  la  Ley  de 
Contratos del Sector Público, Ley 9/2017, de 8 de noviembre, y conforme facultades delegadas 
por resolución de la Alcaldía 330/2019, de 28 de junio,  la Junta de Gobierno Local  con la 
asistencia de siete de sus nueve miembros de derecho, en votación ordinaria y por unanimidad, 
acuerda:

Primero.-  Designar a  Alicia  Morillo  García,  Técnica  de  Turismo,  nuevamente  como 
responsable municipal del control de la ejecución de los  cinco  contratos anteriormente 
relacionados, en sustitución de María del Aguila Marín Benítez, Técnica Medio de Gestión: 

Segundo.- Notificar el presente acuerdo a los contratistas afectados.

Tercero.- Dar cuenta del presente acuerdo a M.ª del Aguila Marín Benítez, Técnica Medio de 
Gestión y  a la nueva responsable municipal de los citados contratos Alicia Morillo García, al 
Servicio Municipal de Contratación, y a la Intervención y Tesorería Municipales, dejando copia 
del acuerdo en los expedientes indicados anteriormente.

 

18º  FIESTAS  MAYORES  Y  FLAMENCO/EXPTE.  20207/2021:  APROBACIÓN 
CUENTA  JUSTIFICATIVA  SUBVENCIÓN  NOMINATIVA  CONCEDIDA  AL  CONSEJO  DE 
HERMANDES  PARA  LA  3ª  FASE  OBRAS  DE  REHABILLITACIÓN  DEL  EDIFICIO 
DESTINADO A MUSEO Y SEDE DEL CONSEJO.- Examinado el expediente que se tramita 
para  la  aprobación  cuenta  justificativa  subvención  nominativa  concedida  al  Consejo  de 
Hermandes para la 3ª fase obras de rehabillitación del edificio destinado a Museo y Sede del 
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Consejo, y resultando:

ANTECEDENTES

La Junta de Gobierno Local en sesión celebrada el día 3 de diciembre de 2021, aprobó 
la  concesión  de  una  subvención  directa  nominativa  al  Consejo  Local  de  Hermandades  y 
Cofradías (C.I.F. H4100761H), por importe de treinta mil euros (30.000,00 €), para la 3ª fase de 
rehabilitación,  adecentamiento,  adecuación  y  acondicionamiento  de  la  obra  de  la  sede  del 
consejo y museo de la semana santa de la ciudad. Dicho acuerdo fue materializado mediante la 
firma de un convenio de colaboración suscrito con fecha 9 de diciembre del mismo año.

Asimismo  se  aprobó  la  autorización  y  disposición  del  gasto  por  valor 
de 30.000,00 euros  en  concepto  de  subvención directa nominativa,  con  cargo  a  la  partida 
presupuestaria 2021.33501/3381/78503 habiéndose practicado la correspondiente retención de 
crédito RC 12021000073275, de fecha 23/11/2021, según consta en el expediente.

Formalizado  el  convenio  de  colaboración  entre  las  dos  entidades  y  conforme  a  la 
estipulación quinta del citado convenio, el abono se realizará de forma anticipada mediante el 
pago del 100 % de la subvención siendo posterior su justificación.

El art. 14.b) de la ley 38/2003 de 17 de noviembre, General de Subvenciones (LGS) 
establece,  como  obligación  del  beneficiario,  la  de  justificar,  ante  el  órgano  concedente,  el 
cumplimiento  de  los  requisitos  y  condiciones,  así  como  la  realización  de  la  actividad  y  el 
cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o disfrute de la subvención. En este 
sentido,  el  art.  30  de  la  misma  Ley  establece  la  forma  en  que  ha  de  procederse  a  la  
justificación.

A su vez,  el  art.  14.2  establece la  obligación  de  rendir  la  cuenta justificativa de la 
subvención  ante  la  Administración  concedente.  Este  deber  de  justificar  comprende  el  de 
acreditar los distintos extremos o aspectos que integran lo que podríamos denominar objeto de 
la justificación, es decir:

a. La realización de la actividad y el cumplimiento de la finalidad de la subvención 
(art. 14.1 b),

b. El  cumplimiento  de  las  condiciones  impuestas  y  de  la  consecución  de  los 
objetivos previstos en el acto de la concesión (art. 30.1),

c) El  cumplimiento  de  las  finalidades para  las  que  se  concedió  la  subvención  y  la 
aplicación de los fondos percibidos (art. 17.1 i).

Dicho deber de justificar por parte del perceptor de la subvención tiene su correlativo 
con la obligatoriedad de exigir la justificación por el concedente, tal como se contempla en el 
art. 30.2 LGS, en el plazo establecido en las bases reguladoras de la subvención y, a falta de  
previsión en dichas bases, como máximo en el plazo de tres meses desde la finalización del 
plazo para la realización de la actividad.

La estipulación sexta del convenio que regula la concesión de la subvención,, señala 
que la vigencia del convenio abarca desde la firma de éste hasta el 31 de octubre de 2022, 
pudiendo el Consejo de Hermandades y Cofradías solicitar ampliación del plazo de vigencia de 
este convenio.

La  estipulación  séptima  del  convenio  que  regula  la  concesión  de  la  presente 
subvención, teniendo el carácter de bases reguladoras conforme al art. 65 del Real Decreto 
887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, señala la documentación a efectos de justificación que 
debe  presentar  el  Consejo  de  Hermandades,  documentación  que  a  todos  los  efectos,  y 
tratándose  de  una  subvención  inferior  a  60.000,00  euros,  tiene  el  carácter  de  cuenta 
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justificativa  simplificada  por  aplicación  de  lo  dispuesto  en  el  art.  75  de  la  citada  norma, 
debiendo presentarse por el Consejo de Hermandades y Cofradías, entidad perceptora de la 
subvención la siguiente documentación:

c. Memoria descriptiva, que reflejará el grado de cumplimiento de los objetivos 
propuestos y actuaciones ejecutadas.

d. Certificaciones de las Obras ejecutadas, en su caso.

e. Relación  de  gastos,  con  identificación  del  acreedor  y  del  documento,  su 
importe, fecha de emisión y, en su caso, fecha de pago.

Detalle  de  otros  ingresos  o  subvenciones  que  hayan  financiado  la  actividad 
subvencionada con indicación del importe y su procedencia.

El  artículo  84  del citado R.D  887/2006,  establece  que  el  órgano  concedente  de  la 
subvención llevará a cabo la comprobación de la justificación documental de la subvención.

En el expediente de su razón consta la documentación justificativa de la totalidad de la 
citada subvención, presentada por la entidad beneficiaria. Asimismo, consta informe técnico en 
el que se acredita que la subvención se ha destinado a la finalidad para la que fue concedida.

Consta igualmente en el expediente conformidad de la Intervención Municipal en los 
términos establecidos en la legislación reguladora de las haciendas locales, en cumplimiento de 
lo dispuesto en los artículos 16 y 17 de la citada Ordenanza Municipal de subvenciones, previo 
a la propuesta de aprobación del órgano competente.

Por  todo  ello,  la  Delegación  de  Fiestas  Mayores  y  Flamenco,  conforme  facultades 
delegadas por resolución de la Alcaldía 330/2019, de 28 de junio, la Junta de Gobierno Local  
con la asistencia de siete de sus nueve miembros de derecho, en votación ordinaria y por 
unanimidad, acuerda:

Primero.- Aprobar  la  referida  cuenta  justificativa  presentada  por  la  entidad Consejo 
Local de Hermandades y Cofradías (C.I.F. H4100761H), en relación al 100% de la subvención 
concedida  mediante  acuerdo  de  Junta  de  Gobierno  Local (punto 21),  en  sesión  celebrada 
el 3 de diciembre de  2021 por  importe  de 30.000,00 €,  para la 3ª  fase  de 
rehabilitación, adecentamiento,  adecuación  y  acondicionamiento  de la  sede  del  consejo  y 
museo de la semana santa de la ciudad.

Segundo.- Notificar el presente acuerdo a la entidad beneficiaria de la subvención, con 
domicilio a efectos de notificaciones en Alcalá de Guadaira, plaza Callejón del Huerto n.º 14,  
local 1. Dar traslado del mismo a la delegación de Fiestas Mayores y Flamenco así como a los 
servicios económicos municipales a los efectos oportunos.

19º  EDUCACIÓN/EXPEDIENTE 10717/2021. AUTORIZACIÓN Y DISPOSICIÓN DEL 
GASTO COMO COMPENSACIÓN POR LA GESTIÓN DE LOS PUESTOS ESCOLARES DE 
LA  E.I.  EL  ACEBUCHE,  22/23MES  DE  SEPTIEMBRE:   APROBACIÓN.-  Examinado  el 
expediente que se tramita sobre Autorización y disposición del gasto como compensación por 
la  gestión  de  los  puestos  escolares  de  la  E.I.  El  Acebuche,  22/23mes  de  septiembre,  y 
resultando: 

Con fecha de 9 de marzo de 2021 este Ayuntamiento, como entidad colaboradora de la 
gestión de la escuela infantil el Acebuche, suscribió convenio de colaboración entre la Agencia 
Pública Andaluza de Educación para el programa de ayudas a las familias para el fomento de la 
escolarización en el primer ciclo de la educación infantil.

El presente convenio tiene por objeto instrumentar la colaboración en la gestión de las 
ayudas a las que se refiere el expositivo primero, estableciendo los requisitos que debe cumplir 
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y hacer cumplir la entidad colaboradora en las diferentes fases del procedimiento de gestión de 
dichas ayudas.

La duración del mismo será de 4 años a contar desde el día siguiente a su firma, con  
posibilidad de renovarlo hasta los límites impuestos por la Ley 38/2003, de 17 de noviembre,  
siempre  que  las  partes  manifiesten  su  conformidad  de  manera  expresa  y  siempre  que  la 
entidad colaboradora no pierda esta condición. 

Para este periodo, los precios de los servicios serán los publicados en la Resolución de 
centros adheridos al  programa que cada año apruebe la Dirección General  competente en 
materia de planificación educativa.

La  entidad  colaboradora  que  suscribe  este  convenio,  deberá  cumplir  durante  este 
periodo con los requisitos establecidos en el artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre,  
sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3 de la Base Séptima de las Bases Reguladoras del  
Programa de ayuda. 

Mediante resolución de 4 de marzo de 2020 la Dirección General de Planificación y 
Centros, se publican los precios mensuales de los servicio establecidos en el Decreto 149/2009 
de 12 mayo, fijados por los centros adheridos al programa de ayuda para el fomento de la 
escolarización  en  el  primer  ciclo  de  educación  infantil  en  Andalucía  a  partir  del  curso 
2021/2022,  estableciéndose  para  la  escuela  infantil  El  acebuche,  por  los  servicios  socio-
educativos la cantidad de 240,53 euros y por los servicios de comedor escolar 80,18 euros.

El  abono  de  las  ayudas  se  realizara  de  manera  fraccionada  por  mensualidades 
vencidas, previa justificación en la forma establecida en la estipulación sexta. Este pago se 
realizara mediante transferencia bancaria a la cuenta de la entidad colaboradora. Así mismo la 
Agencia Pública Andaluza de Educación, se comprometa a realizar el pago en el plazo de 20  
días  desde  que  la  justificación  presentada  sea  calificada  como  conforme  por  parte  de  la 
Agencia. 

Asimismo,  mediante  acuerdo  de  Pleno  de  17  de  septiembre  de  2015  se  resolvió  
adjudicar  a  la  empresa  MOLEQUE  S.L.  el  contrato  de  gestión  de  la  escuela  Infantil  “El 
Acebuche” bajo la modalidad de concesión del servicio. La duración del citado contrato es de 
10 años. 

Consta  en  expediente  retención  de  crédito  n.º  2022000074028  a  efectos  de  la 
autorización  y  disposición  del  gasto  por  importe  de  27.415,71 euros  como  compensación 
económica  derivada  de  los  costes  de  la  participación  en  la  gestión  de  las  ayudas  antes 
aludidas, con el fin de atender los documentos justificativos que se produzcan por la empresa 
Moleque S.L, como concesionaria de la gestión de la prestación del servicio durante el mes de 
septiembre.

Por  todo  ello,  esta  Delegación  de  Educación,  conforme  facultades  delegadas  por 
resolución de la Alcaldía 330/2019, de 28 de junio, la Junta de Gobierno Local con la asistencia 
de siete de sus nueve miembros de derecho, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

Primero.- Autorizar  y  disponer  el  gasto  por  importe  de  VEINTISIETE  MIL 
CUATROCIENTOS QUINCE EUROS CON SETENTA Y UN CÉNTIMOS (27.415,71 euros), con 
cargo a la aplicación presupuestaria 55101/3261/472, proyecto 2015.3.103.0017, con el fin de 
dar cobertura a la documentación justificativa generada por la empresa Moleque SL por la 
prestación de los servicios socioeducativos en la escuela infantil el Acebuche, durante el mes 
de septiembre de 2022.

Segundo.- Proceder  a  los  demás  trámites  que  en  relación  al  acuerdo  sean 
procedentes. Así como dar traslado del mismo a los servicios administrativos de la Delegación 
de Educación y a la Intervención Municipal a los efectos oportunos.
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20º  EDUCACIÓN/EXPTE.  10718/2021.  AUTORIZACIÓN  Y  DISPOSICIÓN  DEL 
GASTO COMO COMPENSACIÓN POR LA GESTIÓN DE LOS PUESTOS ESCOLARES DE 
LA E.I. “LOS OLIVOS”, 22/23MES DE SEPTIEMBRE DE 2022: APROBACIÓN.- Examinado 
el expediente que se tramita sobre autorización y disposición del gasto como compensación por 
la gestión de los puestos escolares de la E.I. “Los Olivos”, 22/23mes de septiembre de 2022, y  
resultando:

Con fecha de 9 de marzo de 2021 este Ayuntamiento, como entidad colaboradora de la 
gestión de la escuela infantil Los Olivos, suscribió convenio de colaboración entre la Agencia 
Pública Andaluza de Educación para el programa de ayudas a las familias para el fomento de la 
escolarización en el primer ciclo de la educación infantil.

El presente convenio tiene por objeto instrumentar la colaboración en la gestión de las 
ayudas a las que se refiere el expositivo primero, estableciendo los requisitos que debe cumplir 
y hacer cumplir la entidad colaboradora en las diferentes fases del procedimiento de gestión de 
dichas ayudas.

La duración del mismo será de 4 años a contar desde el día siguiente a su firma, con  
posibilidad de renovarlo hasta los límites impuestos por la Ley 38/2003, de 17 de noviembre,  
siempre  que  las  partes  manifiesten  su  conformidad  de  manera  expresa  y  siempre  que  la 
entidad colaboradora no pierda esta condición. 

Para este periodo, los precios de los servicios serán los publicados en la Resolución de 
centros adheridos al  programa que cada año apruebe la Dirección General  competente en 
materia de planificación educativa.

La  entidad  colaboradora  que  suscribe  este  convenio,  deberá  cumplir  durante  este 
periodo con los requisitos establecidos en el artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre,  
sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3 de la Base Séptima de las Bases Reguladoras del  
Programa de ayuda. 

Mediante resolución de 17 de abril  de 2020 la Dirección General  de Planificación y 
Centros, se publican los precios mensuales de los servicio establecidos en el Decreto 149/2009 
de 12 mayo, fijados por los centros adheridos al programa de ayuda para el fomento de la 
escolarización en el primer ciclo de educación infantil en Andalucía a partir del curso 2021/22, 
estableciéndose  para  la  escuela  infantil  Los  Olivos,  por  los  servicios  socio-educativos  la 
cantidad de 240,53 euros y por los servicios de comedor escolar 80,18 euros.

El  abono  de  las  ayudas  se  realizara  de  manera  fraccionada  por  mensualidades 
vencidas, previa justificación en la forma establecida en la estipulación sexta. Este pago se 
realizara mediante transferencia bancaria a la cuenta de la entidad colaboradora. Asimismo la 
Agencia Pública Andaluza de Educación, se comprometa a realizas el pago en el plazo de 20 
días  desde  que  la  justificación  presentada  sea  calificada  como  conforme  por  parte  de  la 
Agencia. 

Asimismo , mediante acuerdo de Pleno de 25 de julio de 2007 se resolvió adjudicar a la 
empresa Clece, S.A. el contrato de gestión del centro socio-educativo infantil “Los Olivos” bajo 
la  modalidad  de  concesión  del  servicio.  La  duración  del  contrato  será  de  diez  años, 
prorrogables por acuerdo del Pleno de 20 de julio de 2017 por otros diez años más a través de 
ocho posibles prórrogas, de 2 años las dos primeras, y de 1 año las seis restantes. 

En la  sesión ordinaria  celebrada el  día  18 de julio  de 2019 se adoptó el  siguiente 
acuerdo:

Prorrogar  el  contrato  de gestión del  centro socio  educativo infantil  Distrito  Sur “Los 
Olivos” (expte. originario 12517/2013, reí. C-2007/015), inicialmente suscrito con Clece SA y 
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luego transmitido a Koala Soluciones Educativas, S.A., por otros 2 años, finalizando la misma 
con fecha 9 de agosto de 2021 (expte 7320/2019).

En la sesión ordinaria celebrada el día 20 de mayo de 2021 se adoptó el siguiente 
acuerdo:

Aprobar  una  tercera  prórroga  del  contrato  de  gestión  del  centro  educativo  infantil 
Distrito Sur “Los Olivos” (expte originario 12517/2013, ref. C-2007/015), inicialmente suscrito 
con CLECE SA y luego transmitido a KOALA SOLUCIONES EDUCATIVAS, S.A., por 1 año, 
finalizando la misma con fecha 9 de agosto de 2022 (Expte. 4780/2021). 

Consta  en  expediente  retención  de  crédito  n.º  12022000074029,  a  efectos  de  la 
autorización  y  disposición  del  gasto  por  importe  de 13.499,02  euros  como  compensación 
económica  derivada  de  los  costes  de  la  participación  en  la  gestión  de  las  ayudas  antes 
aludidas,  con  el  fin  de  atender  la  factura que  se  produzca  por  la  empresa  KOALA 
SOLUCIONES EDUCATIVAS,  S.A.,  como concesionaria  de la  gestión  de  la  prestación  del 
servicio.

Por  todo  ello,  esta  Delegación  de  Educación,  conforme  facultades  delegadas  por 
resolución de la Alcaldía 330/2019, de 28 de junio, la Junta de Gobierno Local con la asistencia 
de siete de sus nueve miembros de derecho, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

Primero.- Autorizar y disponer el gasto por importe de TRECE MIL CUATROCIENTOS 
NOVENTA Y  NUEV  EUROS  CON  DOS CENTIMOS  (13.499,02  euros),  con  cargo  a  la 
aplicación  presupuestaria  55101/3261/472,  proyecto  2013.3.103.0010,  con  el  fin  de  dar 
cobertura a la factura generada por la empresa KOALA SOLUCIONES EDUCATIVAS, S.A. por 
la prestación de los servicios socio-educativos en la escuela infantil Los Olivos, durante el mes 
de septiembre de 2022.

Segundo.- Proceder  a  los  demás  trámites  que  en  relación  al  acuerdo  sean 
procedentes. Así como dar traslado del mismo a los servicios administrativos de la Delegación 
de Educación y a la Intervención Municipal a los efectos oportunos

 

21º  DEPORTES/EXPTE.  18565/2022.  APROBACIÓN  DE  CONVOCATORIA 
CONCESIÓN DE SUBVENCIONES EN RÉGIMEN DE CONCURRENCIA COMPETITIVA DE 
AYUDAS  ECONÓMICAS  DESTINADAS  AL  FOMENTO  DE  LA ACTIVIDAD  DEPORTIVA 
MEDIANTE UN PROGRAMA DE BONOS DE AYUDA DESTINADOS A LOS USUARIOS DE 
LAS AFD RESIDENTES EN EL MUNICIPIO DE ALCALÁ DE GUADAÍRA.-  Examinado el 
expediente que se tramita relativo a la aprobación de convocatoria concesión de subvenciones 
en régimen de concurrencia competitiva de ayudas económicas destinadas al fomento de la 
actividad deportiva mediante un programa de bonos de ayuda destinados a los usuarios de las 
AFD residentes en el municipio de Alcalá de Guadaíra, y resultando:

ANTECEDENTES

Por la Delegación Municipal de Deportes se elaboraron las bases reguladoras para la 
concesión  de  subvenciones  deportivas  en  régimen  de  concurrencia  competitiva  del 
Ayuntamiento  de  Alcalá  de  Guadaíra,  cuyo  objetivo  es  promover  ayudas  económicas 
destinadas al  fomento de la actividad deportiva mediante un programa de bonos de ayuda 
destinados a los usuarios de las AFD residentes en el municipio de Alcalá de Guadaíra. 

Dichas bases fueron aprobadas por acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de 20 de mayo 
de 2022, conforme al texto que consta en el expediente 9184/2022, diligenciado con el sello de 
órgano  de  este  Ayuntamiento  y  el  código  seguro  de  verificación  (CSV) 
6KQ3ETTMR3FNNE4RS45Z2MK2K validación  en  https://ciudadalcala.sedelectronica.es,  las 
cuales han sido publicadas en el BOP de Sevilla nº 229 de 3 de octubre de 2022.

 

C
ód

. V
al

id
ac

ió
n:

 A
R

N
7E

9A
SR

G
K5

3J
C

SQ
R

C
G

XT
K5

5 
Ve

rif
ic

ac
ió

n:
 h

ttp
s:

//c
iu

da
da

lc
al

a.
se

de
le

ct
ro

ni
ca

.e
s/

 
D

oc
um

en
to

 fi
rm

ad
o 

el
ec

tró
ni

ca
m

en
te

 d
es

de
 la

 p
la

ta
fo

rm
a 

es
Pu

bl
ic

o 
G

es
tio

na
 | 

Pá
gi

na
 8

8 
de

 9
9 



 

Es objeto de las referidas bases establecer las normas reguladoras de la concesión de 
subvenciones en régimen de concurrencia  competitiva  a  ayudas económicas destinadas al 
fomento de la actividad deportiva mediante un programa de bonos de ayuda destinados a los 
usuarios de las AFD residentes en el  municipio  de Alcalá  de Guadaíra dentro  del  período 
especificado  en cada  convocatoria, según lo  previsto  en el  art.  22  y  siguientes  de la  Ley 
38/2003 General de Subvenciones, y Reglamento General de Subvenciones aprobado por el 
Real Decreto 887/2006, de 21 de julio.

A tales  efectos  se  ha  elaborado  la  correspondiente  convocatoria,  con  el  contenido 
establecido  en  el  artículo  23.2  de  la  Ley  38/2003  de  17  de  noviembre,  General  de 
Subvenciones, que debe publicarse en la BDNS y un extracto de la misma en el diario oficial  
correspondiente,  conforme  al  procedimiento  establecido  en  el  artículo  20.8  de  la  Ley 
mencionada.  

Según las bases, artículo 7, en las correspondientes convocatorias se establecerán los 
modelos  pertinentes  de  solicitud  y  documentos  anexos  actualizados  recogidos  en  la 
convocatoria con (CSV) 59RKA4MM96Q5PHHNQQ5NXCTJF que serán obligatorios para la 
solicitud de esta subvención.

La  concesión  de  subvenciones  estará  limitada  por  la  disponibilidad  presupuestaria 
existente para el presente ejercicio, y se imputan a los créditos presupuestarios a la partida 
presupuestaria 66401/3411/48910, con un crédito máximo de 130.000,00€. 

Figura en el expediente de referencia documento RC n.º 12022000074558 por importe 
de 130.000,00 € acreditativo de la existencia de crédito.

En consecuencia con lo anterior, y conforme facultades delegadas por resolución de la 
Alcaldía 330/2019, de 28 de junio, la Junta de Gobierno Local con la asistencia de siete de sus 
nueve miembros de derecho, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

Primero.- Aprobar  la  referida  convocatoria  de  subvenciones,  en  régimen  de 
concurrencia  competitiva,  destinada  a  la  ciudadanía  que  participan  en  el  desarrollo  de las 
Actividades de Formación Deportiva (AFD), octubre 2022 – enero 2023, en los términos cuyo 
texto consta en el  citado expediente 18565/2022, debidamente diligenciado con el  sello de 
órgano  de  este  Ayuntamiento  y  el  código  seguro  de  verificación  (CSV) 
59RKA4MM96Q5PHHNQQ5NXCTJF  validación  en  http:  //ciudadalcala.sedelectronica.es,
la cual se regirá por las bases generales aprobadas por el Pleno del Ayuntamiento por acuerdo 
de 20 de mayo de 2022, y publicadas en el BOP de Sevilla nº 229 de 3 de octubre de 2022 

Segundo.- Autorizar el gasto por importe de 130.000,00 euros con cargo a la aplicación 
presupuestaria 66401/3411/48910 del vigente presupuesto municipal, con documento RC n.º 
12022000074558.

Tercero.- Aprobar el siguiente texto del extracto de la convocatoria a remitir al BOP de 
Sevilla a través de la Base de datos Nacional de Subvenciones: 

“De conformidad con lo previsto en los artículos 17.3.b y 20.8.a de la Ley 38/2003, de 
17 de noviembre, General de Subvenciones, se publica el extracto de la convocatoria cuyo 
texto  completo  puede  consultarse  en  la  Base  de  datos  Nacional  de  Subvenciones 
(http://www.pap.minhap.gob.es/bdnstransindex:)

Primero.- Bases Reguladoras

La  presente  convocatoria  para  la  concesión  de  subvenciones  en  régimen  de 
concurrencia competitiva, se formaliza en virtud de las bases reguladoras aprobadas por el 
Ayuntamiento Pleno en sesión celebrada el día 20 de mayo de 2022, acordó aprobar las bases 
reguladoras para la concesión de subvenciones en régimen de concurrencia competitiva a las 
actividades de formación, conforme al texto que consta en el citado expediente 9184/2022, 
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diligenciado con el sello de órgano de este Ayuntamiento y el código seguro de verificación 
(CSV) 6KQ3ETTMR3FNNE4RS45Z2MK2K validación en https://ciudadalcala.sedelectronica.es, 
y que a continuación se publica., las cuales han sido publicadas en el BOP de Sevilla nº 229 de 
3 de octubre de 2022.

Segundo.- Objeto y finalidad:

La  presente  convocatoria  tiene  como objeto  la  concesión  de  subvenciones,  por  la 
Delegación  de  Deportes,  en  régimen  de  concurrencia  competitiva  de  ayudas  económicas 
destinadas al  fomento de la actividad deportiva mediante un programa de bonos de ayuda 
destinados a los usuarios de las AFD residentes en el municipio de Alcalá de Guadaíra. 

La  finalidad  a  conseguir  con  la  presente  convocatoria  es  conceder  unos  bonos 
“ALCALÁ+DEPORTE”  como  ayuda  a  aquellos  ciudadanos  residentes  del  municipio  que 
cumplan  los  requisitos  establecidos  en  esta  convocatoria,  con  el  objetivo  de  incentivar  la  
formación deportiva de todos los sectores de la población, con especial atención a las personas 
y/o  familias  residentes  del  municipio,  que  se  encuentren  en  alguna  de  las  siguientes 
situaciones:

- Ser familia numerosa categoría general o especial.

◦ Categoría Especial: Aquella familia integrada por uno o dos ascendientes, con tres o 
más hijos o hijas, sean o no comunes. 

▪ Familia integrada por 5 o más hijos o hijas.

▪ Familia integrada por 4 hijos o hijas, de los cuales al menos 3 proceden de parto,  
adopción o acogimiento permanente o preadoptivo múltiples. 

▪Las unidades familiares con cuatro  hijos o hijas,  en las que sus ingresos anuales 
divididos por el número de miembros que las componen, no superen en cómputo anual el 75 % 
del IPREM vigente.

◦ Categoría General:  Aquella familia integrada por uno o dos ascendientes, con tres o 
más hijos o hijas, sean o no comunes.

▪ Las restantes unidades familiares.

▪ Es importante tener en cuenta que cada hijo o hija discapacitado o incapacitado para 
trabajar computará como dos para determinar la categoría en que se clasifica la unidad familiar 
de la que forma parte.

▪ Asimismo,  existen otras unidades de convivencia  que se equiparan a las familias 
numerosas:

▪ Unidades familiares que se equiparan a las familias numerosas.

- Personas titulares de la Tarjeta Andalucía Junta sesentaycinco o pensionistas.

◦ Titulares  de la  Tarjeta  Andalucía  Junta  sesentaycinco:  La  Tarjeta  Andalucía  Junta 
sesentaycinco es un documento que pueden solicitar de forma gratuita todos los residentes en 
Andalucía mayores de 65 años.  Esta tarjeta te permite disfrutar de forma ágil  y directa de 
prestaciones y servicios sociales como descuentos, ayudas, acceso a programas, etc.

◦ Pensionistas: Persona que recibe una pensión, como ayuda económica del Estado por 
razón de incapacidad o edad. 

- Personas con diversidad funcional.

◦ Persona con diversidad funcional: Persona que ostenta problemas que afectan a la 
estructura  corporal,  limitaciones  para  llevar  a  cabo  acciones  cotidianas  y  dificultades  para 
mantener relaciones sociales con los iguales.
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- Personas cuya unidad familiar tenga ingresos inferiores al doble del IPREM.

- Personas en riesgo de exclusión social.

Para la valoración de las personas en riesgo de exclusión social se tendrá en cuenta el 
criterio seguido por los Servicios Sociales del Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra,  el cuál  
determinará que personas cumplen este criterio en relación al art. 7 de las presentes bases.

- Menores que realicen alguna AFD y cuyo progenitor cumpla alguno de los requisitos 
contemplados en los puntos anteriores.

Todos  los  beneficiarios  descritos  anteriormente,  salvo  los  reflejados  en  el  apartado 
“Personas  en  riesgo  de  exclusión  social”,  deben  estar  al  corriente  en  sus  obligaciones 
tributarias y con el municipio de Alcalá de Guadaíra, así como con la Seguridad Social, en los 
términos indicados en los artículos 18 y siguientes del Reglamento General de Subvenciones, 
aprobado por el Real Decreto 887/2006, de 21 de julio. 

Con anterioridad a la realización del pago de las subvenciones de la convocatoria a la  
que  se  presenten,  tener  debidamente  justificadas  las  subvenciones  concedidas  por  el 
Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra de ejercicios anteriores, estando al corriente en el pago de 
las obligaciones por reintegro de subvenciones. 

No  estar  incurso  en  las  causas  de  incompatibilidad  o  incapacidad  para  ser 
beneficiarios/as o percibir subvenciones de la Administración Pública dispuestas en artículo 13 
de la Ley 38/2003, General de Subvenciones.

Aquellos beneficiarios descritos en el punto “Personas en riesgo de exclusión social” se 
rigen  por  prestaciones  económicas  complementarias,  de  carácter  urgente  o  coyuntural, 
definidas como prestaciones económicas individualizadas,  destinadas a paliar contingencias 
extraordinarias que se puedan presentar a personas o unidades familiares y que deban ser 
atendidas con inmediatez (Art. 7 del Decreto 11/1992, del 28 de enero, por el que se establecen 
la naturaleza y prestaciones de los Servicios Sociales Comunitarios).

En virtud del art. 35 de la Ley 9/2016, de 27 de diciembre, de Servicios Sociales de 
Andalucía, se considerará urgencia social a aquella situación excepcional o extraordinaria y 
puntual  que  requiera  de  una  actuación  inmediata,  sin  la  cual  podría  producirse  un  grave 
deterioro o agravamiento del estado de vulnerabilidad y de desprotección en una persona o, en 
su caso, una unidad de convivencia. Se considera situación de emergencia social la necesidad 
constatada, por los servicios sociales comunitarios u otras instancias de las Administraciones 
Públicas competentes, de atención inmediata a personas o grupos de personas por situaciones 
de crisis social, catástrofes, accidentes, etc.

En unidades familiares donde existan miembros menores de edad, cuando se cumplan 
todos los requisitos para ser beneficiarios de las Ayudas Económicas Familiares reguladas en 
la Orden de 10 de octubre de 2013, modificada por la Orden 5 de diciembre de 2017, y el  
concepto  solicitado  esté  contemplado  en  dichas  ayudas,  se  priorizará  la  cobertura  de  la 
necesidad existente por esta vía.

Tercero.- Cuantía:

Para la presente convocatoria se establece un crédito máximo de 130.000,00 euros 
para el desarrollo de las AFD durante el período recogido entre octubre 2022 al 31 enero 2023.

En  el  supuesto  que  el  crédito  consignado  en  la  convocatoria  fuera  insuficiente, 
atendiendo al número de solicitudes una vez finalizado el plazo de presentación, se procederá 
a la aplicación de la siguiente fórmula matemática: 

Gastos de todas las solicitudes presentadas ____________________ 100% 

El Gasto presentado por la solicitud concreta____________________ X.
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“X” es el % que se aplicará al crédito disponible en la partida presupuestaria establecida 
en la convocatoria. Teniendo en cuenta la primera modalidad deportiva como preferente por 
persona, en el caso de ser un crédito insuficiente para atender todas las solicitudes.

Cuarto.- Plazo de presentación de solicitudes:

Veinte días hábiles desde la publicación del extracto de la convocatoria en el «Boletín  
oficial» de la provincia de Sevilla.

Quinto. Cuantía subvencionada según tipo de beneficiario:

La cuantía subvencionada se corresponderá con los siguientes criterios:

 Familia numerosa categoría especial: bonificación del 60%.

 Familia numerosa categoría general: bonificación del 50%.

 Personas titulares de la “tarjeta Andalucía Junta sesentaycinco o pensionistas: 
bonificación del 50% 

 Personas con diversidad funcional: bonificación del 50%.

 Personas en riesgo de exclusión social y Personas cuya unidad familiar tenga 
ingresos inferiores al doble del IPREM: Bonificación del 100 %

 Menores que realicen  alguna AFD y  cuyo  progenitor  cumpla  alguno de los 
requisitos anteriores: bonificación que corresponda al apartado coincidente.

*Sólo se podrá optar a un tipo de subvención por modalidad deportiva.

Sexto. Documentación a presentar:

La solicitud de subvención deberá venir acompañada de la documentación prevista en 
esta  convocatoria  conforme  a  los  modelos  de  solicitud  y/o  documentos  anexos  a  esta 
convocatoria.

La presentación de la solicitud, supondrá la autorización por el solicitante al órgano 
concedente para recabar de las Administraciones competentes cuantos datos sean necesarios 
para verificar el cumplimiento de los requisitos descritos en la solicitud, cumplimiento de las 
obligaciones  tributarias  y  con  la  Seguridad  Social,  así  como  todos  aquéllos  que  sean 
necesarios para la correcta ejecución de las acciones programadas. No obstante, el solicitante 
podrá denegar expresamente dicha autorización.

Cuarto.- Enviar la convocatoria y el extracto de la misma a la Base de Datos Nacional 
de Subvenciones para su publicación en el boletín oficial de la provincia de Sevilla.

Quinto.-  Dar  traslado  de  este acuerdo  a  los  servicios  económicos  a  los  efectos 
oportunos, así como a la delegación de Deportes.

 

22º  TRANSICIÓN  ECOLÓGICA/APERTURA/EXPTE.  5922/2021.  DECLARACIÓN 
RESPONSABLE Y COMUNICACIÓN PARA EL EJERCICIO E INICIO DE LA ACTIVIDAD 
INSTALACIÓN  DE  TELECOMUNICACIONES  EN  CALLE  LA  SANTA  MARÍA,  11, 
PRESENTADA  POR  TELXIUS  TORRES  ESPAÑA,  S.L.U.:  INEFICACIA.-  Examinado  el 
expediente que se tramita sobre declaración responsable y comunicación para el ejercicio e 
inicio de la actividad instalación de telecomunicaciones en calle La Santa María, 11, presentada 
por TELXUS TORRES EXPAÑA, SLU.:, y resultando:

Por  TELXIUS TORRES  ESPAÑA,  S.L.U.,  con  fecha  17  de  marzo  de  2021,  se  ha 
presentado en este Ayuntamiento declaración municipal  responsable y comunicación previa 
para el ejercicio e inicio de la actividad instalación de telecomunicaciones, con emplazamiento 
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en calle La Santa María, 11 de este municipio.

La actividad sí se encuentra incluida en el ámbito de aplicación de la Ley 17/2009, de  
23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, y no está 
sometida a ningún régimen de autorización en los términos establecidos en el artículo 5 de la 
citada Ley, por lo que queda sometida a comunicación previa y declaración responsable, de 
conformidad  con  lo  previsto  en  el  artículo  69  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  de 
Procedimiento  Administrativo  Común  de  las  Administraciones  Públicas,  así  como  en  lo 
dispuesto en la Ordenanza municipal reguladora del procedimiento para la instalación en el 
municipio de Alcalá de Guadaíra de establecimientos destinados a actividades de servicios 
incluidas en el ámbito de aplicación de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre  (BOP 210/2010, de 
10 de septiembre). 

A tales efectos el interesado ha declarado:

1. Cumple con los requisitos exigidos en la normativa vigente que de manera expresa, 
clara y precisa se relacionan en el reverso de la citada declaración.

2. Dispone de la documentación que así lo acredita, que igualmente se relaciona en 
citado reverso.

3. Se compromete a mantener el cumplimiento de dichos requisitos durante el periodo 
de tiempo inherente al ejercicio de dicha actividad.

Conforme a los datos y documentos que constan en esta Administración, se ha 
constatado  que  cuenta  con  ineficacia  resuelta  el  23  de  noviembre  de  2021  de  la 
Declaración responsable de utilización presentada con fecha 5 de febrero de 2021 (expte. 
18859/2021), y por lo tanto no cuenta con la preceptiva licencia municipal de utilización o 
documento de conformidad de declaración responsable de utilización.

Conforme a lo dispuesto en los apartados 5 y 6 de la citada ordenanza municipal: 

5.  La  inexactitud,  falsedad  u  omisión  de  carácter  esencial,  en  cualquier  dato, 
manifestación o documento incorporada a dicha declaración y comunicación, determinará la 
imposibilidad de continuar con el ejercicio de dicha actividad desde el momento en que se 
tenga  constancia  de  los  hechos,  sin  perjuicio  de  las  responsabilidades  penales,  civiles  o 
administrativas a que hubiera lugar.

6.  La  inexactitud,  falsedad  u  omisión  en  las  manifestaciones,  datos  o  documentos 
incorporados  a  una  declaración  responsable  o  comunicación  previa  se  consideraran  de 
carácter esencial cuando el establecimiento físico de la actividad no cuente con la preceptiva 
licencia municipal de ocupación o utilización.

Por lo anterior, se detecta inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en los 
datos, manifestación o documento que se incorpora a dicha declaración, ésta y la comunicación 
previa no se consideran eficaces para el ejercicio e inicio de la actividad de que se trata.

En consecuencia  con lo  anterior,  considerando lo  establecido en el  informe técnico 
evacuado con fecha 13 de octubre de 2022 y lo preceptuado en los artículos 5 y 22.1 del 
Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, aprobado por Decreto de 17 de junio 
de 1955, 84 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, 2, 4 7 y 
17 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y  
su ejercicio, y 69 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas, y 8 de la Ordenanza municipal reguladora del procedimiento 
para la instalación en el municipio de Alcalá de Guadaíra de establecimientos destinados a 
actividades de servicios incluidas en el  ámbito de aplicación de la Ley 17/2009,  de 23 de  
noviembre  (BOP  210/2010,  de  10  de  septiembre),  y  conforme  facultades  delegadas  por 
resolución de la Alcaldía 330/2019, de 28 de junio, la Junta de Gobierno Local con la asistencia 
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de siete de sus nueve miembros de derecho, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

Primero.-  Declarar  la  ineficacia  de  la  citada  declaración  municipal  responsable  y 
comunicación  previa  presentada  por TELXIUS TORRES ESPAÑA,  S.L.U. con  fecha  11  de 
marzo de 2021, para el ejercicio e inicio de la  actividad de instalación de Telecomunicaciones 
en calle La Santa María nº11 de este municipio. 

Segundo.-  Requerir  al  interesado  para  que,  sin  perjuicio  de  las  responsabilidades 
penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar, cese en el ejercicio de dicha actividad 
desde el momento en que reciba la notificación de este acuerdo, significándole que en caso 
contrario se procederá a la clausura del citado establecimiento por este Ayuntamiento.

Tercero.- Notificar en forma el presente acuerdo al interesado, y dar traslado del mismo 
a los servicios municipales competentes (DISCIPLINA URBANÍSTICA) para su conocimiento y 
efectos oportunos.

 

ASUNTO  URGENTE.-  De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  83  del 
Reglamento  de  Organización,  Funcionamiento  y  Régimen  Jurídico  de  las  Corporaciones 
Locales, aprobado por el Real Decreto 2568/86, de 28 de noviembre, la Junta de Gobierno 
Local con la asistencia de siete de sus nueve miembros de derecho, en votación ordinaria, por 
unanimidad, y, por tanto, con el voto favorable de la mayoría prevista en el artículo 47.2 de la  
Ley 7/85, de 2 de abril, acuerda, previa especial declaración de urgencia, conocer del siguiente 
asunto no comprendido en la convocatoria:

MOTIVACIÓN ASUNTO URGENTE 23º 1

La confección de estas bases ha finalizado después de la convocatoria y antes de la 
celebración de la Junta de Gobierno Local. Asimismo, es necesario que dichas bases entren en 
vigor lo antes posible por motivos de interés público, ya que el colectivo en cuestión no está 
recibiendo la impartición de las clases de flamenco y sevillanas a las que se han inscrito.

ASUNTO  URGENTE  23  1º  RECURSOS  HUMANOS/  EXPTE.  19374/2022. 
APROBACIÓN  DE  BASES  PARA  LA  CONTRATACIÓN  DE  UN/A  MONITOR/A  DE 
FLAMENCO Y SEVILLANAS COMO PERSONAL LABORAL TEMPORAL PARA CUBRIR 
UNA BAJA POR INCAPACIDAD TEMPORAL.- Examinado el expediente que se tramita sobre 
aprobación de bases para la contratación de un/a Monitor/a de Flamenco y Sevillanas como 
personal laboral temporal para cubrir una baja por incapacidad temporal, y resultando:

ANTECEDENTES

Debido  a  la  necesidad  urgente  e  inaplazable  de  contratación  de  un/a  Monitor/a  de 
Flamenco y Sevillanas como personal laboral temporal para cubrir la baja por incapacidad temporal 
de la empleada municipal que viene desempeñando dicho puesto (Juana Jiménez Santiago), se 
inicia el procedimiento administrativo para dicha contratación, conforme al artículo 15.3. del Real 
Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley  
del Estatuto de los Trabajadores.

Actualmente en el Ayuntamiento no se dispone de bolsa de empleo para esta categoría 
profesional, por lo que se han elaborado unas bases para la contratación de un/a Monitor/a de 
Flamenco y Sevillanas como personal laboral  temporal  para cubrir  dicha baja por incapacidad 
temporal.

En cuanto a las limitaciones de personal que han venido estableciéndose cada año por 
las distintas Leyes de Presupuesto del Estado, hay que decir al respecto que la Ley 22/2021, 
de 28 de diciembre,  de Presupuestos Generales del  Estado para el  año 2022,  en su Art. 
20.Cuatro. dispone  "No se podrá contratar personal temporal,  ni realizar nombramientos de 
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personal estatutario temporal  y de funcionarios interinos excepto en casos excepcionales y 
para cubrir necesidades urgentes e inaplazables”. 

Por todo ello, y conforme facultades delegadas por resolución de la Alcaldía 330/2019, 
de 28 de junio, la Junta de Gobierno Local con la asistencia de siete de sus nueve miembros de 
derecho, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

Primero.- Aprobar las bases y la convocatoria para la contratación de un/a Monitor/a de 
Flamenco y  Sevillanas  como personal  laboral  temporal  para  cubrir  una  baja  por  incapacidad 
temporal,  en los términos cuyo texto consta en el citado expediente nº 19374/2022, debidamente 
diligenciado  con  el  sello  de  órgano  de  este  Ayuntamiento  y  el  código  de  validación: 
E3C2EJZCCAKQC437PGYJJ4RZE, verificación en http: //ciudadalcala.sedelectronica.es.

Segundo.- .Proceder a la publicación de las citadas bases de convocatoria en el tablón de 
anuncios y portal de transparencia del Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra. 

 

MOTIVACIÓN ASUNTO URGENTE 23º 2

En relación con la propuesta dirigida a la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento 
sobre el expediente de referencia emitida por: Enrique Pavón Benítez, Delegado de Cultura, 
Fiestas  Mayores  y  Presidencia,  se  trata  de  un  expediente  de  autorización  de  evento  del 
concierto Halloween Festival 2022, que se celebrará el próximo día 29 de octubre de 2022.

Lo que hace necesario  a  los efectos de tramitación del  expediente  la  inclusión del 
citado expediente en la convocatoria de una Junta de Gobierno del día 21 de octubre, y en este 
sentido el expediente consta terminado entre la convocatoria de la Junta de Gobierno, y la  
celebración de esta. 

Lo que hace que, a tenor de lo expuesto en los párrafos precedentes, y en función de 
las características del contrato, que demorar su aprobación inicial a fecha posterior a la de esta  
Junta de Gobierno, llevaría a la imposibilidad de su ejecución. 

En este sentido el expediente consta terminado entre la convocatoria de la Junta de 
Gobierno, y la celebración de esta. 

ASUNTO  URGENTE  23º  2  PRESIDENCIA/SECRETARIA/EXP.  18116/2022. 
APROBACIÓN   ORGANIZACIÓN  Y  CELEBRACIÓN  DEL  CONCIERTO  HALLOWEEN 
FESTIVAL  EL  DÍA  29  DE  OCTUBRE  DE  2022  EN  LA  EXPLANADA  DEL  TEATRO 
AUDITORIO RIBERAS DEL GUADAÍRA.-Examinado el expediente que se tramita sobre la 
aprobación  organización  y  celebración  del  concierto  Halloweenn  Festival  el  día  29  de 
octubre de 2022 en la explanada del Teatro Auditorio Riberas del Guadaíra, y resultando:

ANTECEDENTES

El Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra ha apostado por un modelo de crecimiento 
sostenible e integrador que busca la planificación estratégica, desde un enfoque de la 
integración que pretende abordar de manera conjunta una multiplicidad de problemas y retos 
que afectan a nuestro municipio, contando con el consenso y la participación ciudadana para 
su ejecución.

Desde este enfoque se pretende la puesta en valor de los elementos identitarios y 
culturales de la ciudad que se configuran como la base de un nuevo modelo de 
desarrollo con capacidad de cohesionar y dinamizar la ciudad. Entre las acciones previstas 
se encuentran la dinamización turistico-cultural de la ciudad, a través de la realización de 
eventos de carácter cultural y lúdico. El Teatro Auditorio Riberas del Guadaíra y su 
explanada ubicada en la ladera del Castillo se han convertido en un referente cultural a nivel 
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provincial tanto por su entorno único como por su programación cultural.

Por tanto, dentro de la estrategia de naturaleza cultural que nuestra ciudad viene 
potenciando, se considera clave la puesta en valor de los elementos culturales que ofrece 
Alcalá de Guadaíra, tales como aquellos eventos que promociona el propio Ayuntamiento de 
Alcalá de Guadaíra, como aquellas empresas que siguen apostando por la base de un nuevo 
modelo de desarrollo cultural con capacidad de cohesionar y dinamizar la ciudad.

Con fecha de registro 3 de octubre de 2022 presenta escrito en este Ayuntamiento , 
Don Juan Ignacio González Fernández, con NIF 44603754S, solicita autorización para el uso 
de la explanada del Teatro-Auditorio Riberas del Guadaíra, con la finalidad de realizar un 
concierto, el día 29 de octubre de 2022, bajo el nombre de HALLOWEEN FESTIVAL 2022.

En referencia a esta petición, como estrategia de la naturaleza cultural que nuestra 
ciudad viene potenciando, consideramos una puesta en valor de los elementos culturales 
que ofrece Alcalá de Guadaíra, tales como aquellos eventos que promociona el propio 
Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra, como aquellas empresas que siguen apostando por 
la base de un nuevo modelo de desarrollo cultural con capacidad de cohesionar y dinamizar 
la ciudad.

Bajo este nombre, se pretende organizar un concierto para los jóvenes, con lo mejor 
de lo mejor del panorama musical en el ámbito del rap y el reguetón. Un cartel compuesto 
por artistas de la talla de Cano, Keen Levy, El Jhota, JC Reyes, Camin, Bandanga, el 
sevillano Haze, y los DJ, Inma Palmera, Pablo Carrasco y Galvin Percusión Live. Sin duda 
una apuesta cultural, que no dejará a nadie indiferente.

En este sentido, la realización de este festival previsto para el  día 29 de octubre de 
2022, cumple con la oferta cultural que desde el Ayuntamiento se viene promocionando.

Mediante acuerdo de Junta de Gobierno Local celebrada el día 21 de octubre de 
2022 se acuerda “ Primero.- El Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra, conforme al artículo 28 
y siguientes de la Ley 7/1999 de Bienes de las Entidades Locales de Andalucía, otorga 
licencia del uso de la explanada del Teatro-Auditorio Riberas del Guadaíra para la 
celebración del evento Concierto Halloween Festival el día 29  de  octubre de  2022 a LA 
MÁSCARA PRODUCCIONES S.L..”

La legislación vigente establece la obligación de los poderes públicos de garantizar  el 
derecho a la vida y a la integridad física, como el más importante de todos los derechos 
fundamentales, incluido en el artículo 15 de la Constitución Española, debe plantearse no 
sólo de forma que los ciudadanos alcancen la protección a través de las Administraciones 
Públicas, sino que se ha de procurar la adopción de medidas destinadas a la prevención y 
control de riesgos en su origen, así como a la actuación inicial  en las  situaciones  de 
emergencia que pudieran presentarse.

El Plan de Autoprotección es el documento que establece el marco orgánico y 
funcional previsto para un centro, establecimiento, espacio, instalación o dependencia, con el 
objeto de prevenir y controlar los riesgos sobre las personas y los bienes y dar respuesta 
adecuada a las posibles situaciones de emergencia, en la zona bajo responsabilidad del 
titular de la actividad, garantizando la integración de éstas actuaciones con el sistema público 
de protección civil. El Plan de Autoprotección aborda la identificación y evaluación de los 
riesgos, las acciones y medidas necesarias para la prevención y control de riesgos, así 
como las medidas de protección y otras actuaciones a adoptar en caso de emergencia.

La Ley 17/2015, de 9 de julio, del Sistema Nacional de Protección Civil, en el Artículo 
7 ter “Deber de cautela y autoprotección” establece que los titulares de los centros, 
establecimientos y dependencias, públicos o privados, que generen riesgo de emergencia, 
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estarán obligados a adoptar las medidas de autoprotección previstas en esta ley, en los 
términos recogidos en la misma y en la normativa de desarrollo.

La autoprotección ha sido asimismo abordada en las Directrices Básicas de 
Planificación de Protección Civil y en los Planes Especiales ante riesgos específicos. Este 
real decreto viene a dar cumplimiento a lo establecido en la sección IV, del capítulo I, del 
Real Decreto 2816/1982, de 27 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento General de 
Policía de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas. Constituye el marco legal que 
garantiza para todos los ciudadanos unos niveles adecuados de seguridad, eficacia y 
coordinación administrativa, en materia de prevención y control de riesgos. Respeta así 
mismo, las competencias propias de las comunidades autónomas y entidades locales en la 
materia y la existencia de una determinada normativa básica sectorial que impone 
obligaciones de autoprotección frente a riesgos específicos. Así, las disposiciones de este real 
decreto tendrán carácter supletorio para las actividades con reglamentación sectorial 
específica. Específicamente en Andalucía viene recogido en el Decreto 195/2007, de 26 de 
junio, por el que se establecen las condiciones generales para la celebración de 
espectáculos públicos y actividades recreativas de carácter ocasional y extraordinario.

De conformidad con lo establecido en el artículo 5 de la Ley 2/2002 de 11 de 
noviembre de Gestión de Emergencias de Andalucía, el Ayuntamiento en el Pleno de 
esta ciudad, en sesión celebrada el 21 de noviembre de 2002, aprobó el Plan de Emergencia 
Municipal, siendo homologado por la Comisión de Protección Civil de Andalucía el 20 de 
febrero de 2003.

Así mismo, con fecha de 30 de junio de 2009, se aprobó en Pleno ordinario del 
Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra, el Protocolo de Actuación en las Emergencias Locales, 
así como la actualización del PEM (Plan de Emergencia Municipal). En su apartado 3.5 – 
dedicado a analizar los riesgos de las concentraciones populares de la localidad -, el Plan de 
Emergencia Municipal contempla la posibilidad de que con ocasión de las celebraciones que 
tienen lugar periódicamente, el  Ayuntamiento puede realizar una planificación específica 
dirigida a evitar o disminuir las posibles incidencias.

En base a lo establecido, se ha elaborado un plan de autoprotección por la empresa 
organizadora que constan en el expediente de su razón, que complementado con el Plan de 
Emergencia Municipal, pretende dar respuestas específicas a las diversas situaciones de 
peligro que pueden originarse durante la celebración del evento, estableciéndose la 
organización, planificación, coordinación y dirección de todos los servicios públicos y 
privados relacionados con las acciones a implementar relacionadas con la prevención, 
gestión y evacuación.

Consta en el presente expediente, Plan de Autoprotección elaborado y redactado por 
Nuria Guerrero Toledo, Ingeniero Técnico Industrial, n.º colegiado 2194, para el Concierto 
Halloween Festival 2022 contratado por la empresa organizadora del evento LA MÁSCARA 
PRODUCCIONES S.L.

Consta en el expediente informes técnicos favorable de Policía Local, Servicio de 
Extinción de Incendios, y Gerencia Municipal de Servicios Urbanos, que exigen la adopción 
de las siguientes medidas:

 Policía local: informe favorable.

Consideraciones: Examinada con carácter preliminar la zona de la realización de las 
actividades culturales, así como sus accesos a pie y en vehículos y analizado la 
documentación que se reseña en el expediente 18116/2022 se quiere hacer constar: En lo 
que respecta al ejercicio funcional y material de este Cuerpo, en materia de seguridad vial-
tráfico y en las compartidas relacionadas con la seguridad ciudadana y orden público, con la 
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reserva oportuna de la concreción indicada en la coordinación del dispositivo, se considera 
que el entorno y estructura de la zona es adecuada para el desarrollo de la actividad que se 
pretende llevar a cabo. Existiendo zonas o bolsas de aparcamiento para atender dichas 
necesidades. En relación con el tráfico y seguridad vial, en colaboración con la Oficina 
Técnica de Tráfico se abordarán las cuestiones necesarias para ser atendidas. - En lo 
referente a la seguridad y orden público se establecerá la debida coordinación con la 
Comisaría del Cuerpo Nacional de Policía y el personal de seguridad privada que participe. -

 Servicio de Extinción de Incendios: informe favorable.

 Gerencia Municipal de Servicios Urbanos:

Es necesario señalar la importancia que tiene la formación del personal que ocupará los 
“Puestos de Emergencias”, por lo que será necesario que el organizador se encargue antes del 
inicio del evento, una vez terminada la implantación, de recabar documentación en la que se 
constate el cumplimiento de la realización de dicha formación conforme se refleja en el propio 
Plan.

•Íntimamente relacionado con el punto anterior y que también debe ser tramitado por la 
organización antes del inicio, es el “Programa formativo y capacitación del  personal con 
participación activa en caso de emergencia”.

•Con relación al “Programa Formativo (en este caso Informativo) General a los 
Usuarios”, también ha de ser tramitado antes del inicio del evento y comprobarse que se lleva a 
cabo.

•Como documentación a recabar una vez terminada la implantación en el espacio y 

terminadas las estructuras e instalaciones auxiliares, se encuentra el certificado de 
solidez del escenario y la legalización eléctrica de la instalación de baja tensión.

•Una vez terminada la adecuación el espacio y antes del inicio de la actividad, la 
organización ha de recabar copia de la documentación acreditativa del cumplimiento normativo 
de los medios y recursos de los que se dispondrá en el evento (extintores, señalización de 
seguridad y alumbrado de emergencia)

•El cerramiento eventual del recinto cumplirá con las adecuadas condiciones de 
estabilidad y solidez de tal forma que resista a eventuales acciones de viento o empuje por 
parte del público.

•La  distribución  del  espacio  en  la  documentación  gráfica  ha  de  ser  revisada  en  lo 
referente  al  programa  formativo  general  de  los  usuarios.  También  debería  configurar 
documentación obrante al respecto, tras la implantación del plan. 

Por todo lo expuesto, vistos los artículos citados, y conforme facultades delegadas por 
resolución de la Alcaldía 330/2019, de 28 de junio, la Junta de Gobierno Local con la asistencia 
de siete de sus nueve miembros de derecho, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

Primero.- Autorizar la celebración del Concierto Halloween Festival que tendrá 
lugar en la explanada del Teatro Auditorio Riberas del Guadaíra el día 29 de octubre de 2022e 
con las directrices marcadas en el Plan de Autoprotección que consta en el expediente y 
condicionada a lo dispuesto en los informes técnicos expuestos y que exigen la adopción 
de las  medidas reseñadas en los antecedentes de esta propuesta.

Segundo.- Notificar el presente acuerdo y dar traslado del mismo a la empresa 
interesada LA MÁSCARA PRODUCCIONES S.L.,al servicio de Presidencia, al Teatro 
Auditorio Riberas del Guadaíra, y a  los servicios municipales de Gerencia Municipal de 
Servicios  Urbanos, Policía Local, Oficina de Tráfico y Servicio de Extinción de Incendio, así 
como a Policía Nacional, Cruz Roja y Protección Civil.”
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Y no habiendo más asuntos de que tratar se levanta la sesión por la presidencia a las 
nueve horas y cincuenta minutos del día de la fecha, redactándose esta acta para constancia  
de todo lo acordado, que firma la presidencia, conmigo, el secretario, que doy fe.

Documento firmado electrónicamente
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